ALGUNAS NOCIONES CONCURSALES PARA LOS JUZGADOS DE PRIMERA INSTANCIA
El presente documento tiene por exclusiva finalidad aportar a los Magistrados de Primera Instancia unas nociones sobre la tramitación del  concurso de acreedores que como consecuencia de la reforma de la LOPJ  operada por Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, se deben tramitar ante dichos juzgados en los supuestos de deudor PERSONA NATURAL QUE NO SEA EMPRESARIO
Con la citada intención se formulan unas notas lejos de cualquier lenguaje e intención académico, adjuntando los artículos de la Ley Concursal más relevantes en cada apartado y las resoluciones del sistema MINERVA que habitualmente se utilizan.
Lógicamente estas notas, que se redactan en septiembre de 2016, expresan la mera opinión de sus autores, y deberán completarse con el estudio de la legislación vigente y de la doctrina existente.
Se adjunta finalmente unos modelos de resoluciones judiciales que pudieran ser de utilidad.
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1. COMPETENCIA DE LOS JUZGADO DE PRIMERA INSTANCIA PARA CONOCER DEL CONCURSO DE PERSONA NATURAL QUE NO SEA EMPRESARIO

La competencia de los juzgados de primera instancia para conocer del concurso de persona natural que no sea empresario fue introducida en el apartado 6 del artículo 85 LOPJ por el art. único.22 de la Ley Orgánica 7/2015, de 21 de julio, que entró en vigor el 1 de octubre de 2015.
Llama la atención que esta nueva competencia de los juzgados de primera instancia no ha tenido reflejo en la Ley Concursal que habla en términos generales del juez del concurso, si bien la Ley Concursal será lógicamente de integra aplicación a los concursos ante los juzgados de primera instancia.

Visto lo anterior, la primera cuestión que deberá valorarse para determinar la competencia del juzgado de primera instancia es si la solicitud de concurso se presenta en relación a una persona natural que no sea empresario.
En la mayor parte de las ocasiones no existirán dudas de que el deudor sea una persona natural no empresario, piénsese en trabajadores asalariados, jubilados o simplemente desempleados. 
Si bien en algunos casos surgirá la duda y el conflicto entre los juzgados de primera instancia y los juzgados de lo mercantil. Así, piénsese en el supuesto del administrador de una empresa o en el antiguo empresario actualmente asalariado, jubilado o desempleado.
Esta cuestión ha sido escasamente analizada y desarrollada doctrinal o jurisprudencialmente, y la normativa concursal no aporta más datos que el concepto persona natural que no sea empresario. 
Seguidamente se reproducen unas notas, que no necesariamente compartimos, que constan en unas Conclusiones de Seminario sobre Segunda Oportunidad organizado por el CGPJ en enero de 2016:
“No existen dudas competenciales: el juzgado mercantil en el caso del deudor persona natural empresario o persona jurídica, y el juzgado de primera instancia en el caso de deudor persona natural no empresaria. 

El problema es la definición del concepto de empresario, porque no hay en la legislación española un concepto empresarial único. 

Nos sirve de punto de partida el artículo 231, párrafo segundo: “se considerarán empresarios personas naturales no solamente aquellos que tuvieran tal condición de acuerdo con la legislación mercantil, sino aquellos que ejerzan actividades profesionales o tengan aquella consideración a los efectos de la legislación de la Seguridad Social, así como los trabajadores autónomos”

Sin embargo, se constató que existen supuestos muy limítrofes, fronterizos o inadecuados.
 Se trataron los siguientes supuestos:
· Persona natural no empresaria – asalariado o funcionario- que tiene un empleado del hogar. No cabe duda de que, a efectos de la legislación de la seguridad social- TR de la Ley General de la Seguridad Social, por RDL 8/15-, sería claramente empresario, con sus deberes de afiliación, alta, y cotización, y su régimen de responsabilidades y sanciones. No parece, sin embargo, que la norma haya pensado en equiparar, a efectos de competencia, a dichas personas físicas a los empresarios, pese a su dicción literal. Parece una interpretación exorbitante del precepto, pero las posiciones de los asistentes estaban claramente divididas. 

· Persona natural empresario, profesional o autónomo ya jubilados o que han cesado por cualquier medio la actividad empresarial. La opinión común fue atender más al origen de la deuda que a la realización efectiva de actividad empresarial al tiempo de solicitud del concurso, así como a la causa inmediata de la insolvencia Si, por ejemplo, el autónomo se hubiera jubilado recientemente y sus deudas tuvieran origen comercial, tributario, o de seguridad social, habría que considerar su condición de empresario. Si, por el contrario, el origen del pasivo nada tiene que ver con su actividad empresarial – supuesto de sobreendeudamiento activo posterior-, los asistentes se inclinaron más por la competencia del juzgado de primera instancia. 

· Otro de los criterios apuntados fue la aptitud de los activos para desarrollar actividad empresarial. Se ponía como ejemplo la titular de un establecimiento de peluquería con tres empleados, donde no existe deuda empresarial, pero sí deuda derivada de la ludopatía de la misma. En ese caso, la posibilidad de transmitir el negocio como unidad productiva aconseja su conocimiento por el juzgado mercantil. En todo caso, no hubo unanimidad. 

· Autónomo en ejercicio de su actividad: se consideró que siempre era competente el juzgado mercantil.

· Socios de sociedades mercantiles. Por remisión a la ley 20/07, del Trabajo autónomo, se consideró que el mero socio de una sociedad de capital no puede ser empresario a los efectos de determinar la competencia, excepto cuando presten otros servicios para una sociedad mercantil capitalista, a título lucrativo y de forma habitual, personal y directa, cuando posean el control efectivo, directo o indirecto de aquélla, en los términos previstos en la disposición adicional vigésima séptima del texto refundido de la Ley General de la Seguridad Social aprobado por Real Decreto Legislativo 1/1994, de 20 de junio- artículo 1.2 ley 20/07-. 

· Administradores de sociedades mercantiles. Lo serán siempre que estén comprendidos en el ámbito de aplicación del artículo 1.2 de la ley 20/07”.

Lógicamente si el juzgado de primera instancia o de lo mercantil no se considera competente deberá acordarlo así previa audiencia del Ministerio Fiscal. Sin perjuicio de las cuestiones de competencia que se puedan plantear.
Sobre la cuestión planteada el reciente AAP de Murcia de 28 de julio de 2016 establece;
-En relación a quién deba considerarse empresario
“este Tribunal, no obstante  los inconvenientes  antes reseñados en el apartado 6, se decanta por la tesis integradora” que parte de lo dispuesto en el artículo 231 LC “A los efectos de este Título se considerarán empresarios personas naturales no solamente aquellos que tuvieran tal condición de acuerdo con la legislación mercantil, sino aquellos que ejerzan actividades profesionales o tengan aquella consideración a los efectos de la legislación de la Seguridad Social, así como los trabajadores autónomos”.

“la tesis integradora según la cual el concepto de “empresario” nos lo proporciona el art 231LC,  extiende aun más el concepto, ya que abarca:
1º)  las personas naturales que tuvieran la condición de empresarios de acuerdo con la legislación mercantil, en  los términos antes vistos;
2º) aquellos que ejerzan actividades profesionales, que ya a efectos tributarios la Ley del Impuesto sobre el Valor Añadido (Ley 37/1992, de 28 de diciembre) los  equipara en su artículo 5, al reputar  empresarios o profesionales “aquellas personas que realicen actividades empresariales o profesionales”, que según el segundo apartado son  “las que impliquen la ordenación por cuenta propia de factores de producción materiales y humanos o de uno de ellos, con la finalidad de intervenir en la producción o distribución de bienes o servicios”; 

 3º)  los trabajadores autónomos, que según la ley 20/2007, de 11 de julio, del Estatuto del Trabajo Autónomo se consideran “las personas físicas que realicen de forma habitual, personal, directa, por cuenta propia y fuera del ámbito de dirección y organización de otra persona, una actividad económica o profesional a título lucrativo, den o no ocupación a trabajadores por cuenta ajena. Esta actividad autónoma o por cuenta propia podrá realizarse a tiempo completo o a tiempo parcial”, siendo la mención  tachada de redundancia, al poderse englobar en la categoría de empresario en los términos amplios manejados por la doctrina mercantilista, y

 4º) los que tengan la consideración de empresarios a los efectos de la legislación de la Seguridad Social, lo cual nos remite al  artículo 138.3  y 136 de la Ley General de la Seguridad Social (Real Decreto Legislativo 8/2015, de 30 de octubre)  y al artículo 10 del Real Decreto 84/1996, de 26 de enero, por el que se aprueba el Reglamento General sobre inscripción de empresas y afiliación, altas, bajas y variaciones de datos de trabajadores en la Seguridad Social,  que señala que , a efectos del Reglamento, “se considera empresario, aunque su actividad no esté motivada por ánimo de lucro, a toda persona física o jurídica, pública o privada, a la que presten sus servicios, con la consideración de trabajadores por cuenta ajena o asimilados, las personas comprendidas en el campo de aplicación de cualquier Régimen de los que integran el sistema de la Seguridad Social”. Entre ellos enumera expresamente al “titular del hogar familiar, ya lo sea efectivamente o como simple titular del domicilio o lugar de residencia en el que se presten los servicios domésticos” respecto de los trabajadores incluidos en el Sistema Especial para Empleados de Hogar establecido en el Régimen General de la Seguridad Social. 

Admitimos que es sorprendente que el  titular de un hogar, por el hecho de tener una empleada de hogar de forma parcial, como empleador (que es lo relevante en el ámbito de la Seguridad Social) se equipare a una persona que desarrolla una actividad económica en nombre propio, cuando son realidades diversas. Pero ello no es sino fruto de esa imprevisión del legislador, al no valorar las consecuencias que una técnica legislativa de remisión acarrea. El que aquél pueda no ser empresario en sentido mercantil no es determinante cuando ha sido el legislador quien a esos efectos le asigna esa condición y le otorga igual trato”   

- En relación a   “en qué momento debe reunir el solicitante de concurso la condición de empresario y la trascendencia que implica para ello el origen y naturaleza de la deuda.”
 “consideramos que lo procedente es atender al momento de la solicitud de concurso, ya que, por regla general, la LEC (que se aplica supletoriamente, DF 5ª LC) atiende como momento relevante al de la interposición de la demanda  (art 410 y  411 LEC). Como argumento adicional reseñar que al no desarrollar actividad empresarial el sujeto pasivo del procedimiento concursal, de ordinario, se presume – según el legislador- que las incidencias que éste presente van a ser menores (al ser menor la actividad patrimonial a intervenir o sustituir, escasos y menos complejos los contratos afectados o los procesos pendientes, sin relaciones laborales a las que poner fin, o sin previsión de transmisión de la unidad productiva, etc) . En definitiva,  lo relevante es la condición subjetiva del deudor en el momento de la solicitud de concurso, aunque antes haya tenido otra cualidad.

16. En todo caso si se aprecia que el cese en la condición  de empresario responde a una decisión estratégica encaminada a evitar los  juzgados de lo mercantil, ello no impedirá su corrección mediante la aplicación del art 11.2 LOPJ, al entrañar fraude de ley, pero para ello es preciso acreditar fundadamente tal fraude

17. La traslación al caso presente de lo dicho supone la estimación del recurso. No se cuestiona que al tiempo de  la solicitud  de  declaración de concurso el recurrente carece de la condición de empresario,  aunque  lo haya sido en su día, habiendo perdido esa condición al cesar en su actividad empresarial de peluquería, sin que haya sido suscitado que ese cese haya sido fraudulento, con la finalidad de alterar la competencia del órgano judicial que debe conocer de su proceso concursal.” 

- Finalmente, el auto considera que el legislador ha optado por una delimitación competencial que atiende a un criterio subjetivo exclusivamente (la condición del deudor como persona natural no empresario) y no a la naturaleza de las deudas. 
“el juzgado mercantil será  competente para conocer del concurso de un empresario persona natural  (en los términos antes definidos) aunque sus deudas no tengan ninguna conexión con el ejercicio de la actividad empresarial (vgra, derivan de la compra de una vivienda para uso familiar o residencial, o de una compensación ex art 1.438 CC en caso de separación de bienes, etc)”
En un sentido contrario se pronuncia el reciente AAP de Madrid de 16 de septiembre de 2016 cuando establece;
(10).- Problema del cese en la actividad empresarial. Así dada la regulación, la cuestión problemática en materia de atribución competencial objetiva de concursos de persona física surge cuando solicita la declaración de concurso una persona que fue empresario, momento en el que se generó la parte sustancial de su pasivo, pero al momento de la petición de concurso ya dejó de serlo. 


Para su resolución de este problema, deben ser realizadas las siguientes consideraciones: 


(i).- Una interpretación rígida, literalista, de la norma que contiene el fuero, art. 85.6 LOPJ, dado el tiempo verbal empleado, llevaría a exigir para fijar la competencia a favor del Juzgado de lo Mercantil que la actividad empresarial de la persona natural se mantenga vigente al momento de la solicitud de concurso. 


(ii).- No parece que del uso de dicho tiempo verbal en el art. 85.6 LOPJ pueda extraerse una conclusión acerca del verdadero sentido de la voluntad que anima la citada reforma legal, dados los términos del Preámbulo de la LO 7/2015, de 21 de julio, el cual deja claro que la delimitación legal de competencias en este punto entre Juzgados de Primera Instancia y Mercantiles no obedece a una finalidad de tutela de ciertas actividades, sino a puros criterios de oportunidad legislativa y ahorro de costes públicos, al señalar que “La sociedad actual exige un alto grado de eficiencia y agilidad en el sistema judicial, pues no puede olvidarse que una Justicia eficaz, además de garantizar el respeto de los derechos fundamentales de todos y de facilitar con ello la paz social, es un elemento estratégico para la actividad económica de un país y contribuye de forma directa a un reforzamiento de la seguridad jurídica y, en paralelo, a la reducción de la litigiosidad”, como única justificación de esta novedad en la LOPJ, y se añade más adelante que así “se posibilita ahora buscar un mayor equilibrio de las cargas de trabajo en el caso de aquellos órganos de ámbito provincial”.


(iii).- Sea cual fuera la voluntad legislativa, debe ser ahora realizada por los tribunales una interpretación sistemática y técnica de la norma resultante. Tal interpretación debe partir del innegable hecho de que si la actividad empresarial hubiere cesado al momento de solicitar el concurso, ello no resulta irrelevante en la tramitación de tal concurso, como si por aquella circunstancia el Juez se enfrentase ya sólo a un conjunto de deudas y créditos, sin mayor especialidad en cuanto a su origen. Al contrario, en el concurso siguen concurriendo numerosas y relevantes cuestiones vinculadas a la actividad empresarial, aun cuando está hubiere cesado. 

(iv).- Así, en los casos en los que una parte particularmente relevante del pasivo concursal proviene de una actividad económica que se llevó a cabo con anterioridad, aparecen en el concurso numerosas cuestiones de enjuiciamiento y valoración especialmente vinculadas a tal actividad económica, tales como, v. gr., acciones de reintegración referentes a actos empresariales, art. 71.5 LC, o relativas a acuerdos de refinanciación que afectasen en su momento a la actividad económica entonces desarrollada, art. 71 bis.2 LC; conflictos sobre clasificación de créditos generados bajo dicha actividad, art. 91.1º a 3º LC; o valoración en el juicio de calificación de ciertos incumplimientos del empresario, sobre todo contables, vd. art. 164.2.1º LC en relación con el art. 25 Cco (deber de llevar contabilidad por “todo empresario…”, incluidas las personas naturales, sin perjuicio de las especialidades para las sociedades, vd. art. 26 Cco), 164.2.2º o 165.3º LC, o incluso por la cláusula general de 164.1 LC, cuando deban examinarse decisiones empresariales como actos generadores o agravadores de la insolvencia . 

(v).- Ello justifica, ante la falta de previsión del legislador sobre los problemas delimitativos del empleo de aquel fuero, que en tales supuestos se presente como más razonable y flexible en la interpretación del fuero legal, la atribución de la competencia objetiva a los Juzgados de lo Mercantil, y más acorde con el muy amplio concepto de empresario manejado por la legislación mercantil y concursal. No obstante, razones de seguridad jurídica en la distribución de asuntos a órganos de competencia objetiva distinta abonan delimitar la flexibilización de aquella interpretación a supuestos en los que la mayor parte del pasivo declarado por el deudor en su solicitud, al inicio del concurso, provenga de su anterior actividad empresarial. 

(vi).- Esta solución también parece adaptarse mejor a la realidad social del trabajador autónomo que cesa en su situación de alta en la Seguridad Social, a fin simplemente de evitar incurrir en mayores gastos, y termina con su actividad económica, mientras se prepara su solicitud de concurso, el cual se presenta pocos días o semanas después. Obsérvese que dicho comportamiento no tienen nada que ver con un fraude de ley, ni con la voluntad de elusión de la norma prevista en el fuero, sino con la normalidad de las cosa tal cual se desarrollan en la realidad. 

(vii).- Nada de ello aparece desdibujado por el hecho de que junto a ese pasivo de origen empresarial, existe otro de distinta generación, lo que ocurre tanto en los casos en los que al momento de instar el concurso ha cesado la actividad empresarial, como en aquellos que prosigue. 

(viii).- Al contrario de lo sostenido en el recurso de xxxxx, esta solución no limita o impide acceder a la exoneración de pasivo insatisfecho tras el concurso, ya que ello está previsto en el art. 178 bis LC para las personas naturales, sin distinción alguna entre empresarios o no. 

(ix).- De hecho, este tratamiento procesal puede llegar a ser beneficioso, ya que de darse el caso de concurso consecutivo, por esta vía será de aplicación el art. 242 LC, que permitiría incluso proponer un convenio, y si fuese posible, será difícil normalmente, reactivar la actividad económica cesada; en lugar de aplicar la especialidad del art. 242 bis LC, sobre concurso consecutivo para personas naturales no empresarios, que cercena la posibilidad de todo convenio y aboca necesariamente a la liquidación. 

2. COMUNICACIÓN DE NEGOCIACIONES DEL ART. 5 BIS

Con carácter previo a la solicitud de concurso, es posible que el deudor intente acogerse a las ventajas del llamado “preconcurso” o a la comunicación de negociaciones que regula el artículo 5 bis de la Ley Concursal.
En este caso el deudor persona natural que no sea empresario presentará en el juzgado de primera instancia un sencillo escrito en el que comunicará que pone en conocimiento la situación descrita en dicho artículo. Es decir, que ha iniciado negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación de los previstos en el artículo 71 bis.1 y en la Disposición adicional cuarta o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio en los términos previstos en esta Ley.

También puede ser que el escrito sea meramente remitido por el Notario al juzgado en los supuestos en que el deudor haya solicitado a aquél el nombramiento de un mediador concursal para intentar un acuerdo extrajudicial de pagos.
Este trámite del artículo 5 bis es uno de los que se han dado en llamar “escudos protectores” del deudor en la situación previa al concurso, pues mediante la presentación de este mero escrito en el juzgado sin mayor acreditación, como luego veremos, consigue posponer su deber de presentar la solicitud de concurso voluntario en el plazo de dos meses desde que conozca la situación de insolvencia (articulo 5 LC),y evitar el consiguiente riesgo de que su concurso se declare culpable por incumplimiento de ese deber,  y también consigue paralizar la presentación de un concurso necesario por un tercero durante cuatro meses, produciéndose los importantes efectos de suspensión de ejecuciones que veremos.
En este período el deudor puede intentar las negociaciones indicadas o simplemente no hacer nada, pero el concurso se paraliza cuatro meses. Normalmente se utiliza para que las entidades bancarias ante la inminente amenaza del concurso y de los perjuicios que conlleva, tardanza, provisiones, etc, lleguen a acuerdos de refinanciación, que evitarán el posterior concurso. Pero no siempre las entidades bancarias accederán a ello, por lo que si se mantiene la situación de insolvencia  se deberá presentar el concurso de acreedores. También se utiliza, con relativa frecuencia, como táctica para paralizar subastas ya señaladas, fundamentalmente en caso de personas naturales.
Establece el artículo 5 bis LC;

“1. El deudor podrá poner en conocimiento del juzgado competente para la declaración de su concurso que ha iniciado negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación de los previstos en el artículo 71 bis.1 y en la Disposición adicional cuarta o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio en los términos previstos en esta Ley.

En el caso en que solicite un acuerdo extrajudicial de pago, una vez que el mediador concursal propuesto acepte el cargo, el registrador mercantil o notario al que se hubiera solicitado la designación del mediador concursal deberá comunicar, de oficio, la apertura de las negociaciones al juzgado competente para la declaración de concurso.

2. Esta comunicación podrá formularse en cualquier momento antes del vencimiento del plazo establecido en el artículo 5. Formulada la comunicación antes de ese momento, no será exigible el deber de solicitar la declaración de concurso voluntario.

3. El secretario judicial ordenará la publicación en el Registro Público Concursal del extracto de la resolución por la que se deje constancia de la comunicación presentada por el deudor o, en los supuestos de negociación de un acuerdo extrajudicial de pago, por el notario o por el registrador mercantil, en los términos que reglamentariamente se determinen.

Caso de solicitar expresamente el deudor el carácter reservado de la comunicación de negociaciones, no se ordenará la publicación del extracto de la resolución.

El deudor podrá solicitar el levantamiento del carácter reservado de la comunicación en cualquier momento.

4. Desde la presentación de la comunicación no podrán iniciarse ejecuciones judiciales o extrajudiciales de bienes o derechos que resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor, hasta que se produzca alguna de las siguientes circunstancias:

a) Se formalice el acuerdo de refinanciación previsto en el artículo 71 bis.1;

b) se dicte la providencia admitiendo a trámite la solicitud de homologación judicial del acuerdo de refinanciación;

c) se adopte el acuerdo extrajudicial de pagos;

d) se hayan obtenido las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio;

e) o tenga lugar la declaración de concurso.

En su comunicación el deudor indicará qué ejecuciones se siguen contra su patrimonio y cuáles de ellas recaen sobre bienes que considere necesarios para la continuidad de su actividad profesional o empresarial, que se harán constar en el decreto por el cual el secretario judicial tenga por efectuada la comunicación del expediente. En caso de controversia sobre el carácter necesario del bien se podrá recurrir aquel decreto ante el juez competente para conocer del concurso.

Las ejecuciones de dichos bienes que estén en tramitación se suspenderán por el juez que estuviere conociendo de las mismas con la presentación de la resolución del secretario judicial dando constancia de la comunicación. Las limitaciones previstas en el primer párrafo del presente apartado quedarán levantadas si el juez competente para conocer del concurso resolviera que los bienes o derechos afectados por la ejecución no son necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial y, en todo caso, una vez transcurridos los plazos previstos en el apartado siguiente.

Tampoco podrán iniciarse o, en su caso, quedarán suspendidas las ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, promovidas por los acreedores de pasivos financieros a los que se refiere la disposición adicional cuarta sobre cualesquiera otros bienes o derechos del patrimonio del deudor siempre que se acredite documentalmente que un porcentaje no inferior al 51 por ciento de pasivos financieros han apoyado expresamente el inicio de las negociaciones encaminadas a la suscripción del acuerdo de refinanciación, comprometiéndose a no iniciar o continuar ejecuciones individuales frente al deudor en tanto se negocia.

Lo dispuesto en los cuatro párrafos anteriores no impedirá que los acreedores con garantía real ejerciten la acción real frente a los bienes y derechos sobre los que recaiga su garantía sin perjuicio de que, una vez iniciado el procedimiento, quede paralizado mientras no se haya realizado alguna de las actuaciones previstas en el primer párrafo de este apartado o haya transcurrido el plazo previsto en el siguiente apartado.

Quedan, en todo caso, excluidos de las previsiones contenidas en este apartado los procedimientos de ejecución que tengan por objeto hacer efectivos créditos de derecho público.

5. Transcurridos tres meses desde la comunicación al juzgado, el deudor, haya o no alcanzado un acuerdo de refinanciación, o un acuerdo extrajudicial de pagos o las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio, deberá solicitar la declaración de concurso dentro del mes hábil siguiente, a menos que ya lo hubiera solicitado el mediador concursal o no se encontrara en estado de insolvencia.

6. Formulada la comunicación prevista en este artículo, no podrá formularse otra por el mismo deudor en el plazo de un año”.
En el análisis de este artículo se plantean las siguientes cuestiones:
- Si bien existió discusión inicial sobre si el juez debía comprobar que efectivamente se estaban cumpliendo las funciones que prevé el artículo, mediante por ejemplo la aportación por el solicitante del convenio que ha ofrecido a sus acreedores o de los intentos de negociación, finalmente se consideró por la doctrina judicial casi unánime que no era posible ese control judicial, por lo que habitualmente se presentará un mero escrito comunicando la situación sin mayor prueba.
-Sobre la competencia en este trámite, es evidente que el solicitante deberá al menos alegar, y en su caso acreditar, si dirige el escrito a un juzgado de primera instancia, que es persona natural no empresario. La no acreditación pudiera dar lugar a la inadmisión de la solicitud por falta de competencia objetiva. 
Si bien entendemos que en este mero trámite no son necesarias mayores acreditaciones. Así acreditar que uno no es empresario pudiera resultar complejo, siendo que en la posterior solicitud de concurso, si ésta se produce, será mas fácil con la prueba que se debe aportar valorar estas cuestiones.
- Salvo lo que luego diremos, en este trámite no hay intervención del juez. Es el Letrado de la Administración de Justicia el que dictará un Decreto ANEXO 1 en el marco de un procedimiento que se denomina CLC en MINERVA en el que dejará constancia de la presentación comunicándolo al Registro Público Concursal.
Si se da cuenta al juez de este Decreto, cuestión que consideramos no necesaria, no hay que proveer nada, simplemente en su caso “estése al contenido del Decreto”
-Dentro de los cuatro meses (tres más uno contados de fecha a fecha) desde el día de la solicitud en el Decanato el artículo indica que el deudor presentará la solicitud de concurso a menos que ya no se encuentre en situación de insolvencia (lógicamente porque haya obtenido una refinanciación).
Por lo tanto, el juzgado no tendrá que hacer nada durante ese período. Si posteriormente se presenta el concurso se dictará auto archivo modelo ANEXO 2. Si no se presenta el concurso, igualmente se archivará el expediente según modelo ANEXO 3.
Puede ser que el deudor siga en situación de insolvencia y no solicite el concurso. Ésto podrá provocar consecuencias perjudiciales para el mismo en un futuro concurso, pero el juzgado de oficio no tiene que actuar ante esa situación.
La comunicación del 5 bis produce importantes efectos en la paralización de ejecuciones singulares, que como se ha dicho, corresponde al juzgado de primera instancia que conozca de la ejecución singular.  Se supone que para que el deudor pueda negociar sin sobresaltos en dicho período.
Pero en cualquier caso, las ejecuciones que se suspenden son las que afecten a bienes o derechos que resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor. De manera que en concurso del deudor persona natural que no sea empresario no deberían producirse suspensiones, pues no hay actividad empresarial o profesional.
Aún así el legislador ha ideado un extraño sistema por el que el deudor en su solicitud indica que ejecuciones deben quedar suspendidas, y automáticamente dice que “se harán constar en el decreto por el cual el secretario judicial tenga por efectuada la comunicación del expediente”
No dice la LC si el Letrado de la Administración de Justicia puede valorar en su Decreto que no proceda la suspensión de ejecuciones, por ejemplo, porque no se trate de bienes necesarios dado que el deudor no tenga actividad profesional o empresarial.

En cualquier caso las controversias que existan sobre esta cuestión sí que las resolverá el juez del concurso ( juzgado de primera instancia) mediante el oportuno recurso al Decreto. Existirá un problema con el plazo para recurrir ese Decreto porque al ejecutante singular no se le notifica el Decreto y solo tiene conocimiento del mismo cuando se presenta en la ejecución singular. Entiendo que el plazo para recurrir debería comenzar cuando tenga conocimiento del mismo el ejecutante singular, pero esto es lógicamente discutible.
3. SOLICITUD Y DECLARACIÓN DE CONCURSO VOLUNTARIO

Conforme al artículo 22 LC el concurso tendrá la consideración de voluntario cuando se haya declarado a solicitud del deudor. Cuando se haya declarado a solicitud del acreedor tendrá la consideración de necesario.
Como veremos es distinto el trámite de solicitud y declaración de uno y de otro, siendo que la principal diferencia es que por norma general, conforme al artículo 40 LC, en el concurso voluntario el deudor conserva durante la tramitación del concurso la facultad de administrar y disponer de su patrimonio, con la vigilancia del administrador concursal, en tanto que en el concurso necesario el deudor pierde esas facultades y la administración y disposición de su patrimonio corresponde al administrador concursal.
Entrando en el análisis de la solicitud y declaración del concurso necesario, conviene indicar, en primer lugar, que el artículo 3 LC regula la legitimación para presentar el concurso voluntario, en los siguientes términos;

“Artículo 3. Legitimación.

1. Para solicitar la declaración de concurso están legitimados el deudor, cualquiera de sus acreedores y el mediador concursal cuando se trate del procedimiento regulado en el Título X de esta Ley.

Si el deudor fuera persona jurídica, será competente para decidir sobre la solicitud el órgano de administración o de liquidación.

2. Por excepción a lo dispuesto en el apartado anterior, no está legitimado el acreedor que, dentro de los seis meses anteriores a la presentación de la solicitud, hubiera adquirido el crédito por actos ínter vivos y a título singular, después de su vencimiento.

3. Para solicitar la declaración de concurso de una persona jurídica, están también legitimados los socios, miembros o integrantes que sean personalmente responsables, conforme a la legislación vigente, de las deudas de aquélla.

4. Los acreedores del deudor fallecido, los herederos de éste y el administrador de la herencia podrán solicitar la declaración de concurso de la herencia no aceptada pura y simplemente. La solicitud formulada por un heredero producirá los efectos de la aceptación de la herencia a beneficio de inventario.”
Como los concursos que tramitan los juzgados de primera instancia serán de persona física no se plantean problemas en orden a la formación de voluntad de los órganos de administración o liquidación, y será el deudor persona física el que tendrá que haber otorgado el poder para presentar el concurso.
En este punto conviene recordar que la intervención de abogado y procurador en el concurso se encuentra regulada en el artículo 184 LC y será necesaria dicha intervención para solicitar la declaración de concurso voluntario.

Si bien hay que tener en cuenta las particularidades del concurso consecutivo, es decir, el que se presenta tras haber intentado ante notario un acuerdo extrajudicial de pagos que analizaremos en el apartado correspondiente.

El contenido de la solicitud de concurso voluntario se regula en el artículo 6 LC en los siguientes términos; 

1. En el escrito de solicitud de declaración de concurso, el deudor expresará si su estado de insolvencia es actual o si lo prevé como inminente.

2. A la solicitud se acompañarán los documentos siguientes:

1.º Poder especial para solicitar el concurso. Este documento podrá ser sustituido mediante la realización de apoderamiento apud acta.

2.º La memoria expresiva de la historia económica y jurídica del deudor, de la actividad o actividades a que se haya dedicado durante los tres últimos años y de los establecimientos, oficinas y explotaciones de que sea titular, de las causas del estado en que se encuentre y de las valoraciones y propuestas sobre la viabilidad patrimonial.

Si el deudor fuera persona casada, indicará en la memoria la identidad del cónyuge, con expresión del régimen económico del matrimonio.

Si el deudor fuera persona jurídica, indicará en la memoria la identidad de los socios o asociados de que tenga constancia, de los administradores o de los liquidadores y, en su caso, del auditor de cuentas, así como si forma parte de un grupo de empresas, enumerando las entidades integradas en éste, y si tiene admitidos valores a cotización en mercado secundario oficial.

Si se tratase de una herencia, se indicarán en la memoria los datos del causante.

3. º Un inventario de bienes y derechos, con expresión de su naturaleza, lugar en que se encuentren, datos de identificación registral en su caso, valor de adquisición, correcciones valorativas que procedan y estimación del valor real actual. Se indicarán también los gravámenes, trabas y cargas que afecten a estos bienes y derechos, con expresión de su naturaleza y los datos de identificación.

4. º Relación de acreedores, por orden alfabético, con expresión de la identidad, domicilio y dirección electrónica de cada uno de ellos, así como de la cuantía y el vencimiento de los respectivos créditos y las garantías personales o reales constituidas. Si algún acreedor hubiera reclamado judicialmente el pago, se identificará el procedimiento correspondiente y se indicará el estado de las actuaciones.

5. º La plantilla de trabajadores en su caso y la identidad del órgano de representación de los mismos si lo hubiere.

3. Si el deudor estuviera legalmente obligado a llevar contabilidad, acompañará además:

1. º Cuentas anuales y, en su caso, informes de gestión o informes de auditoria correspondientes a los tres últimos ejercicios.

2.º Memoria de los cambios significativos operados en el patrimonio con posterioridad a las últimas cuentas anuales formuladas y depositadas y de las operaciones que por su naturaleza, objeto o cuantía excedan del giro o tráfico ordinario del deudor.

3. º Estados financieros intermedios elaborados con posterioridad a las últimas cuentas anuales presentadas, en el caso de que el deudor estuviese obligado a comunicarlos o remitirlos a autoridades supervisoras.

4. º En el caso de que el deudor forme parte de un grupo de empresas, como sociedad dominante o como sociedad dominada, acompañará también las cuentas anuales y el informe de gestión consolidados correspondientes a los tres últimos ejercicios sociales y el informe de auditoría emitido en relación con dichas cuentas, así como una memoria expresiva de las operaciones realizadas con otras sociedades del grupo durante ese mismo período.

4.          (Derogado)        

5. Cuando no se acompañe alguno de los documentos mencionados en este artículo o faltara en ellos alguno de los requisitos o datos exigidos, el deudor deberá expresar en su solicitud la causa que lo motivara.

Ante una solicitud de concurso voluntario que debe proveer el juez, no el Letrado de la Administración de Justicia, habrá que analizar si se cumplen los requisitos indicados y en especial si se aporta la documentación oportuna.”
Conviene recordar que conforme al Código de Comercio la obligación de llevar contabilidad corresponde al empresario. Por lo tanto, en los concursos de persona natural que no sea empresario, de los que conoce el juzgado de primera instancia, no será necesaria la aportación de los documentos contables a que se refiere el apartado 3 del artículo 6 LC. Todo ello sin perjuicio de que voluntariamente el no empresario pueda llevar contabilidad y, por tanto, aportarla.
Aunque estemos ante persona natural que no sea empresario entendemos que debe aportar la memoria expresiva de la historia económica y jurídica del deudor, aunque sea un mero documento no necesariamente firmado por nadie y sin sujeción a formas especiales en el que se indique a que se ha dedicado, de donde provienen sus ingresos, sus deudas, si esta casado, si tiene hijos, etc...
Se adjunta como ANEXO 4 documento de minuta para examinar por el juez si se cumplen todos los requisitos de la solicitud de concurso. Como se indica en el mismo y conforme al artículo 13.2 LC si falta algún documento se concede por providencia un plazo de subsanación de cinco días. Si no se subsana, se dicta auto declarando no haber lugar a la declaración de concurso. ANEXO 5. Si se subsana se dicta auto de declaración de concurso ANEXO 7 según minuta ANEXO 6.   
Hay que destacar que existe un plazo único de cinco días para subsanar, lo que significa conforme a la evolución legislativa que no se vuelve a dar plazo. Sin perjuicio de que se pueda volver a presentar otro concurso con un nuevo reparto.
Es habitual que falten documentos y que sea preciso este trámite de subsanación. La razón es que durante el plazo de subsanación el deudor podrá seguir negociando con las entidades bancarias, y finalmente desistir de la solicitud, evitando el concurso.
Si se subsanan los defectos o si no existen defectos el juez dictará auto de declaración de concurso con el contenido previsto en el artículo 21 LC en los siguientes términos;
“1. El auto de declaración de concurso contendrá los siguientes pronunciamientos:

1. º El carácter necesario o voluntario del concurso, con indicación, en su caso, de que el deudor ha solicitado la liquidación o ha presentado propuesta anticipada de convenio.

2. º Los efectos sobre las facultades de administración y disposición del deudor respecto de su patrimonio, así como el nombramiento y las facultades de los administradores concursales.

3. º En caso de concurso necesario, el requerimiento al deudor para que presente, en el plazo de 10 días a contar desde la notificación del auto, los documentos enumerados en el artículo 6.

4. º En su caso, las medidas cautelares que el juez considere necesarias para asegurar la integridad, la conservación o la administración del patrimonio del deudor hasta que los administradores concursales acepten el cargo.

5. º El llamamiento a los acreedores para que pongan en conocimiento de la administración concursal la existencia de sus créditos, en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente a la publicación en el “Boletín Oficial del Estado” del auto de declaración de concurso, conforme a lo dispuesto en el artículo 23.

6. º La publicidad que haya de darse a la declaración de concurso.

7. º En su caso, la decisión sobre la formación de pieza separada, conforme a lo dispuesto en el artículo 77.2 en relación con la disolución de la sociedad de gananciales.

8. º En su caso, la decisión sobre la procedencia de aplicar el procedimiento especialmente simplificado a que se refiere el capítulo II del título VIII de esta ley.

2. El auto producirá sus efectos de inmediato, abrirá la fase común de tramitación del concurso, que comprenderá las actuaciones previstas en los cuatro primeros títulos de esta ley, y será ejecutivo aunque no sea firme.

3. Declarado el concurso, se ordenará la formación de las secciones segunda, tercera y cuarta. Cada una de estas secciones se encabezará por el auto o, en su caso, la sentencia que hubiera ordenado su formación.

4.  La administración concursal realizará sin demora una comunicación individualizada a cada uno de los acreedores cuya identidad y domicilio consten en la documentación que obre en autos, informando de la declaración de concurso y del deber de comunicar los créditos en la forma establecida por la ley.

La comunicación se efectuará por medios telemáticos, informáticos o electrónicos cuando conste la dirección electrónica del acreedor.

La comunicación se dirigirá por medios electrónicos a la Agencia Estatal de la Administración Tributaria y a la Tesorería General de la Seguridad Social a través de los medios que éstas habiliten en sus respectivas sedes electrónicas, conste o no su condición de acreedoras. Igualmente se comunicará a la representación de los trabajadores, si la hubiere, haciéndoles saber de su derecho a personarse en el procedimiento como parte.

5. El Secretario judicial notificará el auto a las partes que hubiesen comparecido. Si el deudor no hubiera comparecido, la publicación prevista en el artículo 23 producirá, respecto de él, los efectos de notificación del auto.

Si el concursado fuera una entidad de crédito o una empresa de servicios de inversión participante en un sistema de pagos y de liquidación de valores o instrumentos financieros derivados, el Secretario judicial notificará el auto, en el mismo día de la fecha, al Banco de España, a la Comisión Nacional del Mercado de Valores y al gestor de los sistemas a los que pertenezca la entidad afectada, en los términos previstos en la legislación especial a que se refiere la disposición adicional segunda.

Asimismo, notificará el auto a la Comisión Nacional del Mercado de Valores cuando el concursado sea una sociedad que hubiera emitido valores admitidos a cotización en un mercado oficial.

Si el concursado fuera una entidad aseguradora, el Secretario judicial notificará el auto, con la misma celeridad, a la Dirección General de Seguros y Fondos de Pensiones, y si fuera una mutua de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, se lo notificará en los mismos términos al Ministerio de Trabajo e Inmigración”.

Se añade como ANEXO 6 documento de minuta para que el funcionario pueda conformar el auto. Se añade como ANEXO 7 auto de declaración de concurso voluntario de persona física.
Cuando el artículo transcrito indica  “En su caso, la decisión sobre la procedencia de aplicar el procedimiento especialmente simplificado a que se refiere el capítulo II del título VIII de esta ley.” hay que indicar que la LC regula en todo su articulado el denominado procedimiento ordinario, y en los artículos 190 a 191 quater el denominado procedimiento abreviado para el que es aplicable las normas generales de la LC con las concretas particularidades, generalmente de acortamiento de plazos pero también sobre otras cuestiones, que se indican en los citados artículos.
“El artículo 190 LC indica;
1. El juez podrá aplicar el procedimiento abreviado cuando, a la vista de la información disponible, considere que el concurso no reviste especial complejidad, atendiendo a las siguientes circunstancias: (basta una de estas circunstancias para que el procedimiento sea abreviado, si no concurre ninguna de estas será necesariamente ordinario)

1.º Que la lista presentada por el deudor incluya menos de cincuenta acreedores.

2.º Que la estimación inicial del pasivo no supere los cinco millones de euros.

3.º Que la valoración de los bienes y derechos no alcance los cinco millones de euros.”
A la vista de lo anterior, la mayor parte de los concursos de persona natural que no sea empresario serán abreviados, y ello determinará en esta fase procesal que en el auto se acorte el plazo de presentación del informe de la administración concursal y que el administrador concursal deba presentar un inventario de bienes y derechos que no se presenta en el ordinario. Y todo ello dado que el artículo 191 LC indica;
“1. El administrador concursal deberá presentar el inventario de bienes y derechos de la masa activa dentro de los 15 días siguientes a la aceptación del cargo.

2. El administrador concursal deberá presentar el informe previsto en el artículo 75 en el plazo de un mes, contado a partir de la aceptación del cargo. Razonadamente, podrá solicitar al juez una prórroga que en ningún caso excederá de 15 días”.

Estas dos precisiones deberán hacerse constar en el auto de declaración de concurso.

El momento del dictado de la declaración de concurso es el oportuno para formar las secciones primera, segunda, tercera y cuarta, ordenándose en cuantas piezas sean necesarias o convenientes; cada una de estas secciones, se encabezará por el testimonio de la solicitud y del Auto.
Sobre esta materia conviene indicar que el artículo 183 LC detalla las distintas secciones que deben existir en el concurso y lo que se debe tramitar en cada una de ellas. No es posible profundizar aquí sobre la cuestión, si bien a efectos prácticos indicar que desde la declaración cada concurso debe tener las piezas primera a cuarta que darán lugar a una carpeta de autos diferenciada para cada sección. En la fase  común casi todo se tramita en la sección primera, salvo que sea alguna de las cuestiones tales como honorarios de la administración concursal o venta de bienes, etc… que deba tramitarse en otras secciones.
¿Cabe desestimar la solicitud de concurso voluntario?
 No hablamos aquí de inadmitirla por falta de documentación, sino de desestimarla cuando se haya aportado toda la documentación.
La respuesta es positiva a la vista de lo que dispone el artículo 14 LC;

“Cuando la solicitud hubiere sido presentada por el deudor, el juez dictará auto que declare el concurso si de la documentación aportada, apreciada en su conjunto, resulta la existencia de alguno de los hechos previstos en el apartado 4 del artículo 2, u otros que acrediten la insolvencia alegada por el deudor.”
A la vista de lo anterior, el juez tendrá que comprobar indiciariamente que el deudor se encuentra en una situación de insolvencia. Recordemos aquí que la insolvencia se define en el artículo 2 LC indicando “se encuentra en estado de insolvencia el deudor que no puede cumplir regularmente sus obligaciones exigibles”.  No hay que analizar la situación contable del deudor, es decir, la diferencia entre su activo y su pasivo, únicamente constatar que en el momento en que se declara el concurso no puede cumplir con regularidad los pagos que tiene que realizar.
Por otro lado, el artículo 2.4 indica una serie de supuestos en que se entiende, salvo prueba en contrario, que existe la insolvencia, como son;
“1. º El sobreseimiento general en el pago corriente de las obligaciones del deudor.

2. º La existencia de embargos por ejecuciones pendientes que afecten de una manera general al patrimonio del deudor.

3. º El alzamiento o la liquidación apresurada o ruinosa de sus bienes por el deudor.

4. º El incumplimiento generalizado de obligaciones de alguna de las clases siguientes: las de pago de obligaciones tributarias exigibles durante los tres meses anteriores a la solicitud de concurso; las de pago de cuotas de la Seguridad Social, y demás conceptos de recaudación conjunta durante el mismo período; las de pago de salarios e indemnizaciones y demás retribuciones derivadas de las relaciones de trabajo correspondientes a las tres últimas mensualidades”.

 Habitualmente no se hace un examen exhaustivo de esa situación. Cuando el deudor acude al concurso se entiende que se encuentra en situación de insolvencia, pero podría inadmitirse en supuestos en que apreciemos que esta pagando regularmente a sus acreedores o en supuestos tales como que de la documentación se desprenda que sólo tiene un acreedor. En ese caso no estaríamos ante un procedimiento concursal sino que debería seguirse una ejecución singular.

Un supuesto peculiar de declaración y archivo en la misma resolución, incluso por petición del propio concursado es el que se contempla en el artículo 176 bis 4 por falta de masa al que nos referiremos más adelante.
4. SOLICITUD Y DECLARACIÓN  DE CONCURSO NECESARIO

Conforme al artículo 22 LC el concurso necesario es el que solicita cualquier acreedor u otro legitimado distinto del deudor. Sobre la legitimación se pronuncia el artículo 3 anteriormente transcrito. 
Esta solicitud de concurso necesario deberá reunir los requisitos previstos en el artículo 7 LC;
“1. El acreedor que inste la declaración de concurso deberá expresar en la solicitud el título o hecho en el que de acuerdo con el artículo 2.4 funda su solicitud, así como el origen, naturaleza, importe, fechas de adquisición y vencimiento y situación actual del crédito, del que acompañará documento acreditativo.

Los demás legitimados deberán expresar en la solicitud el carácter en el que la formulan, acompañando el documento del que resulte su legitimación o proponiendo la prueba para acreditarla.

2. En todo caso, se expresarán en la solicitud los medios de prueba de que se valga o pretenda valerse el solicitante para acreditar los hechos en que la fundamente. La prueba testifical no será bastante por sí sola”.

Por lo tanto, el acreedor y los demás legitimados deberán expresar porque consideran que el deudor se encuentra en situación de insolvencia. Es decir, que concurren en él las situaciones del artículo 2 LC.
La solicitud de concurso necesario se entiende que la presenta un acreedor al que no se le paga y que pretende cobrar con la apertura de un procedimiento universal, la judicialización y la intervención de la administración concursal. En la práctica son habituales estas solicitudes pues el deudor ante la perspectiva de una declaración de concurso puede pagar a ese concreto acreedor evitando el concurso por desistimiento del acreedor. Por lo tanto, se puede convertir en un método rápido de pago.
Ante la solicitud de concurso necesario se abren dos vías (artículos 15 y ss.);
1. Que sea declarado directamente.
2. Que se inicie un trámite con audiencia del deudor para decidir sobre su declaración.

1. Que sea declarado directamente. Articulo 15.1;
“Cuando la solicitud hubiera sido presentada por un acreedor y se fundara en un embargo o en una investigación de patrimonio infructuosos o que hubiera dado lugar a una declaración administrativa o judicial de insolvencia, el juez dictará auto de declaración de concurso el primer día hábil siguiente.

El deudor y los demás interesados podrán interponer frente a este auto los recursos previstos en el artículo 20”.

 Parece que será suficiente con presentar una declaración del juzgado de lo social sobre insolvencia provisional tras intentar el embargo o una declaración administrativa del mismo tipo. En el ámbito civil dado que no se dicta una expresa declaración de insolvencia bastará con acreditar que se ha hecho una averiguación patrimonial y no han resultado bienes bastantes para cobrar el crédito que se ejecutaba. Todo ello mediante aportación de fotocopia o testimonio del procedimiento ante el juzgado de primera instancia.
Si concurren los requisitos se dictará auto de declaración de concurso similar al incluido en el  ANEXO 7  con las siguientes particularidades;

- generalmente se acordará las suspensión de facultades de administración o disposición del concursado conforme a lo dispuesto en el artículo 40 LC.
- en los antecedentes de derecho del modelo comprendido en anexo 7 se incluirá lo oportuno sobre la solicitud del acreedor.

-  se incluirá en el auto el requerimiento al deudor para que presente, en el plazo de 10 días a contar desde la notificación del auto, los documentos enumerados en el artículo 6 de la LC.

2. Que se inicie un trámite con audiencia del deudor para decidir sobre su declaración. Artículo 15.2
“Cuando la solicitud hubiera sido presentada por cualquier legitimado distinto al deudor y por un hecho distinto del previsto en el apartado anterior, el juez dictará auto, admitiéndola a trámite y ordenando el emplazamiento del deudor conforme a lo previsto en el artículo 184, con traslado de la solicitud, para que comparezca en el plazo de cinco días, dentro del cual se le pondrán de manifiesto los autos y podrá formular oposición a la solicitud, proponiendo los medios de prueba de que intente valerse.

Admitida a trámite la solicitud, las que se presenten con posterioridad se acumularán a la primeramente repartida y se unirán a los autos, teniendo por comparecidos a los nuevos solicitantes sin retrotraer las actuaciones”.

Efectuado el emplazamiento del demandado, pueden ocurrir dos cosas;

1. Que se allane a la solicitud o no comparezca. Art. 18.1 LC
“En el caso de admisión a trámite de la solicitud, si el deudor emplazado se allanase a la pretensión del solicitante o no formulase oposición en plazo, el juez dictará auto declarando el concurso de acreedores. La misma resolución adoptará si, con posterioridad a la solicitud de cualquier legitimado y antes de ser emplazado, el deudor hubiera instado su propio concurso”.

2. Que se oponga a la solicitud. Art. 18.2 LC

“El deudor podrá basar su oposición en la inexistencia del hecho en que se fundamenta la solicitud o en que, aun existiendo, no se encuentra en estado de insolvencia. En este último caso, incumbirá al deudor la prueba de su solvencia y, si estuviera obligado legalmente a llevar contabilidad, esta prueba habrá de basarse en la que llevara conforme a derecho.

Formulada oposición por el deudor, el secretario judicial, al siguiente día, citará a las partes a la vista, a celebrar en el plazo de tres días, previniéndolas para que comparezcan a ella con todos los medios de la prueba que pueda practicarse en el acto y, si el deudor estuviera obligado legalmente a la llevanza de contabilidad, advirtiendo a éste para que comparezca con los libros contables de llevanza obligatoria”.

El modo de celebrar la vista, la resolución sobre la solicitud y los recursos se regulan en los artículos 19 y 20 LC en los siguientes términos;

Artículo 19. Vista.

“1. La vista se celebrará bajo la presidencia del juez, dentro de los 10 días siguientes a aquél en que se hubiera formulado oposición.

2. Si el deudor no compareciera, el juez dictará auto declarando el concurso. Si compareciera, en el caso de que el crédito del acreedor instante estuviera vencido, el deudor consignará en el acto de la vista el importe de dicho crédito a disposición del acreedor, acreditará haberlo hecho antes de la vista o manifestará la causa de la falta de consignación.

En caso de que hubiera varios acreedores personados y se acumulasen sus solicitudes de concurso, el deudor deberá consignar las cantidades adeudadas a todos ellos, en las mismas condiciones expresadas.

3. En caso de que el solicitante no compareciera o, habiéndolo hecho, no se ratificase en su solicitud, y el juez considerase que concurre presupuesto objetivo para la declaración de concurso, de acuerdo con lo previsto en el artículo 2, y de las actuaciones resulte la existencia de otros posibles acreedores, antes de dictarse el auto que resuelva sobre la solicitud, se les concederá un plazo de cinco días para que formulen las alegaciones que les conviniesen.

4. En caso de falta de consignación y en los que, a pesar de haber sido efectuada, el acreedor se hubiera ratificado en la solicitud, así como cuando el crédito del instante no hubiera vencido o no tuviera éste la condición de acreedor, el Juez oirá a las partes y a sus abogados sobre la procedencia o improcedencia de la declaración de concurso y decidirá sobre la pertinencia de los medios de prueba propuestos o que se propongan en este acto, acordando la práctica inmediata de las que puedan realizarse en el mismo día y señalándose por el Secretario judicial para la de las restantes el más breve plazo posible, sin que pueda exceder de 20 días.

5. El juez podrá interrogar directamente a las partes y a los peritos y testigos y apreciará las pruebas que se practiquen conforme a las reglas de valoración previstas en la Ley de Enjuiciamiento Civil”.

Artículo 20. Resolución sobre la solicitud y recursos.

“1. Practicadas las pruebas declaradas pertinentes o transcurrido el plazo fijado para ello, el juez, dentro de los tres días siguientes, dictará auto declarando el concurso o desestimando la solicitud. En el primer caso, las costas tendrán la consideración de créditos contra la masa; en el segundo, serán impuestas al solicitante, salvo que el juez aprecie, y así lo razone, que el caso presentaba serias dudas de hecho o de derecho. En caso de desestimación de la solicitud de concurso, una vez firme el auto, se procederá, a petición del deudor y por los trámites de los artículos 712 y siguientes de la Ley de Enjuiciamiento Civil, a la determinación de los daños y perjuicios que, en su caso, se le hubieran ocasionado como consecuencia de la solicitud de concurso, y, una vez determinados, se requerirá de pago al solicitante del concurso, procediéndose de inmediato, si no los pagase, a su exacción forzosa.

2. Contra el pronunciamiento del auto sobre la estimación o desestimación de la solicitud de concurso cabrá, en todo caso, recurso de apelación, que no tendrá efecto suspensivo salvo que, excepcionalmente, el juez acuerde lo contrario ; en tal caso habrá de pronunciarse sobre el mantenimiento, total o parcial, de las medidas cautelares que se hubiesen adoptado. Si se trata de recurrir únicamente alguno de los demás pronunciamientos contenidos en el auto de declaración del concurso, las partes podrán oponerse a las concretas medidas adoptadas mediante recurso de reposición.

3. Estarán legitimados para recurrir el auto de declaración de concurso el deudor que no la hubiese solicitado y cualquier persona que acredite interés legítimo, aunque no hubiera comparecido con anterioridad.

Para recurrir el auto desestimatorio sólo estará legitimada la parte solicitante del concurso.

4. El plazo para interponer el recurso de reposición y el recurso de apelación contará, respecto de las partes que hubieran comparecido, desde la notificación del auto, y, respecto de los demás legitimados, desde la publicación del extracto de la declaración de concurso en el "Boletín Oficial del Estado".

5. La desestimación de los recursos determinará la condena en costas del recurrente”.

Por lo tanto, celebrada la vista el juez deberá dictar auto declarando el concurso o desestimando la solicitud. Si se declara el concurso se deberán acordar los pronunciamientos propios de toda declaración de concurso.
Se adjunta como ANEXO 8 un auto  desestimando la solicitud tras la celebración de vista. El mismo modelo con diferente parte dispositiva se podría utilizar para declarar el concurso tras la vista.
¿Cabría inadmitir la solicitud de concurso necesario inicialmente y sin vista a pesar de que se presenten los documentos legalmente previstos?
La respuesta a la anterior pregunta debe ser positiva. Y ello procederá en el caso de que no se aporte título por el cual se haya despachado ejecución o apremio sin que del embargo resultasen bienes libres bastantes para el pago, y no se acredite al menos indiciariamente la concurrencia de una situación de impago generalizado a los acreedores.
Seguidamente se copia fundamento de una solicitud inadmitida.
“Y analizada la solicitud y la documentación acompañada, debe dictarse nuevo auto de inadmisión de la solicitud de concurso dado que la misma no cumple con los requisitos legales. 
Así, el artículo 7 LC indica que el acreedor que inste la declaración de concurso deberá expresar en la solicitud el título o hecho en el que de acuerdo con el artículo 2.4 funda su solicitud. El artículo 2.4 LC indica;  
“ Si la solicitud de declaración de concurso la presenta un acreedor, deberá fundarla en título por el cual se haya despachado ejecución o apremio sin que del embargo resultasen bienes libres bastantes para el pago, o en la existencia de alguno de los siguientes hechos:

1.º El sobreseimiento general en el pago corriente de las obligaciones del deudor.

2.º La existencia de embargos por ejecuciones pendientes que afecten de una manera general al patrimonio del deudor.

3.º El alzamiento o la liquidación apresurada o ruinosa de sus bienes por el deudor.

4.º El incumplimiento generalizado de obligaciones de alguna de las clases siguientes: las de pago de obligaciones tributarias exigibles durante los tres meses anteriores a la solicitud de concurso ; las de pago de cuotas de la Seguridad Social, y demás conceptos de recaudación conjunta durante el mismo período ; las de pago de salarios e indemnizaciones y demás retribuciones derivadas de las relaciones de trabajo correspondientes a las tres últimas mensualidades.”

Y en el presente caso no concurre el supuesto previsto en el primer apartado del artículo 2.4 LC pues el solicitante aporta una demanda de juicio cambiario interpuesta el 5 de mayo de 2016 y que no consta que haya sido admitida a trámite y “que se haya despachado ejecución o apremio sin que del embargo resultasen bienes libres bastantes para el pago.”

Por otro lado, tampoco se acredita la concurrencia de alguno de los requisitos previstos en los apartados 1º a 4º, siendo que sobre esta cuestión la parte actora se limita a efectuar alegaciones genérica y carentes de indicio probatorio alguno, y que la mera existencia de cargas hipotecarias sobre ciertas fincas no puede acreditar la existencia de ninguno de los supuestos mencionados.

Es cierto que la parte actora solicita una pluralidad de oficios y requerimiento a entidades como medio de prueba que acredite la insolvencia, si bien como ha manifestado el AAP Murcia de 21 de enero de 2016 “La solicitud de declaración de concurso no puede convertirse en una vía de investigación de la situación patrimonial de una empresa, para determinar si concurre o no alguno de los supuestos que permite presumir su situación de insolvencia por lo que la desestimación de la misma es acertada, debiendo por ello desestimarse el recurso de apelación planteado. Aunque bastan indicios para admitir a trámite la solicitud de concurso necesario, ello no implica que se deba hacer siempre automáticamente, con la mera solicitud de que se practiquen pruebas para acreditar los hechos.” Así el citado auto confirma la inadmisión del concurso pues lo aportado en la solicitud “se trata de meras referencias genéricas, faltas de cualquier prueba, que no tienen la consideración de indicios suficientes para dar trámite a la solicitud.”

Finalmente, no existe indicio alguno, más allá de meras alegaciones genéricas, de que existan, al margen del solicitante, una pluralidad de acreedores con créditos vencidos” líquidos y exigibles.”
5. NOMBRAMIENTO DE ADMINISTRADORES CONCURSALES.
El nombramiento de los administradores concursales está regulado en el  artículo 27 de la LC, si bien hasta que no se desarrolle reglamentariamente este precepto, es de aplicación la redacción anterior que establecía;
"1. La administración concursal estará integrada por un único miembro, que deberá reunir alguna de las siguientes condiciones:

1. º Ser abogado en ejercicio con cinco años de experiencia profesional efectiva en el ejercicio de la abogacía, que hubiera acreditado formación especializada en Derecho Concursal.

2. º Ser economista, titulado mercantil o auditor de cuentas con cinco años de experiencia profesional, con especialización demostrable en el ámbito concursal.

También podrá designarse a una persona jurídica en la que se integre, al menos, un abogado en ejercicio y un economista, titulado mercantil o auditor de cuentas, y que garantice la debida independencia y dedicación en el desarrollo de las funciones de administración concursal.

(………………….)

3. En los decanatos de los juzgados competentes existirá una lista integrada por los profesionales y las personas jurídicas que hayan puesto de manifiesto su disponibilidad para el desempeño de tal función, su formación en materia concursal y, en todo caso, su compromiso de continuidad en la formación en esta materia.

A tal efecto, el Registro Oficial de Auditores de Cuentas y los correspondientes colegios profesionales presentarán, en el mes de diciembre de cada año, para su utilización desde el primer día del año siguiente, los respectivos listados de personas disponibles, incluidas las personas jurídicas. Los profesionales cuya colegiación no resulte obligatoria podrán solicitar, de forma gratuita, su inclusión en la lista en ese mismo período justificando documentalmente la formación recibida y la disponibilidad para ser designados. Igualmente las personas jurídicas recogidas en el inciso final del apartado 1 de este artículo podrán solicitar su inclusión, reseñando los profesionales que las integran y, salvo que ya figuraran en las listas, su formación y disponibilidad.

Las personas implicadas podrán solicitar la inclusión en la lista de su experiencia como administradores concursales o auxiliares delegados en otros concursos, así como de otros conocimientos o formación especiales que puedan ser relevantes a los efectos de su función.

4. Los administradores concursales profesionales se nombrarán por el juez procurando una distribución equitativa de designaciones entre los incluidos en las listas que existan.

No obstante, el juez:

1.º Podrá, apreciándolo razonadamente, designar a unos concretos administradores concursales cuando el previsible desarrollo del proceso exija una experiencia o unos conocimientos o formación especiales, como los vinculados a asegurar la continuidad de la actividad empresarial o que se puedan deducir de la complejidad del concurso.

2.º Para concursos ordinarios deberá designar a quienes acrediten su participación como administradores o auxiliares delegados en otros concursos ordinarios o, al menos, tres concursos abreviados, salvo que el juez considere, de manera motivada, idónea la formación y experiencia de los que designe en atención a las características concretas del concurso.

5. En supuestos de concursos conexos, el juez competente para la tramitación de éstos podrá nombrar, en la medida en que ello resulte posible, una administración concursal única designando auxiliares delegados.

En caso de acumulación de concursos ya declarados, el nombramiento podrá recaer en una de las administraciones concursales ya existentes.

6. Cualquier interesado podrá plantear al Decanato las quejas sobre el funcionamiento o requisitos de la lista oficial u otras cuestiones o irregularidades de las personas inscritas con carácter previo a su nombramiento, de acuerdo con lo previsto en el artículo 168 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial."

El artículo 29 LC regula las Incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones para el nombramiento de administrador concursal en los siguientes términos;

“1. No podrán ser nombradas administradores concursales las siguientes personas:

a) Quienes no puedan ser administradores de sociedades anónimas o de responsabilidad limitada.

b) Quienes hayan prestado cualquier clase de servicios profesionales al deudor o a personas especialmente relacionadas con éste en los últimos tres años, incluidos aquellos que durante ese plazo hubieran compartido con aquél el ejercicio de actividades profesionales de la misma o diferente naturaleza.

c) Quienes, estando inscritos en la sección cuarta del Registro Público Concursal, se encuentren, cualquiera que sea su condición o profesión, en alguna de las situaciones a que se refiere el artículo 13 del Real Decreto Legislativo 1/2011, de 1 de julio, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley de Auditoría de Cuentas, en relación con el propio deudor, sus directivos o administradores, o con un acreedor que represente más del 10 por ciento de la masa pasiva del concurso.

d) Quienes estén especialmente relacionados con alguna persona que haya prestado cualquier clase de servicios profesionales al deudor o a personas especialmente relacionadas con éste en los últimos tres años.

2. En el caso de que existan suficientes personas disponibles en el listado correspondiente, no podrán ser nombrados administradores concursales las personas que hubieran sido designadas para dicho cargo por el mismo juzgado en tres concursos dentro de los dos años anteriores. A estos efectos, los nombramientos efectuados en concursos de sociedades pertenecientes al mismo grupo de empresas se computarán como uno solo.

Tampoco podrán ser nombrados administradores concursales, ni designado por la persona jurídica cuando se haya nombrado a ésta como administrador concursal, quienes hubieran sido separados de este cargo dentro de los tres años anteriores, ni quienes se encuentren inhabilitados, conforme al artículo 181, por sentencia firme de desaprobación de cuentas en concurso anterior.

3. Salvo para las personas jurídicas inscritas en la sección cuarta del Registro Público Concursal, no podrán ser nombrados administradores concursales en un mismo concurso quienes estén entre sí vinculados personal o profesionalmente. Para apreciar la vinculación personal se aplicarán las reglas establecidas en el artículo 93.

Se entenderá que están vinculadas profesionalmente las personas entre las que existan, o hayan existido en los dos años anteriores a la solicitud del concurso, de hecho o de derecho, relaciones de prestación de servicios, de colaboración o de dependencia, cualquiera que sea el título jurídico que pueda atribuirse a dichas relaciones.

4. Se aplicarán a los representantes de la Comisión Nacional del Mercado de Valores, del Fondo de Reestructuración Ordenada Bancaria, Consorcio de Compensación de Seguros y de cualesquiera Administraciones Públicas acreedoras, las normas contenidas en este artículo, con excepción de las prohibiciones por razón de cargo o función pública, de las contenidas en el párrafo segundo del apartado 3 de este artículo y de las establecidas en el apartado 2.2. º del artículo 93.

5. No podrá ser nombrado administrador concursal quien, como experto independiente, hubiera emitido el informe al que se refiere el artículo 71 bis.4 de esta Ley en relación con un acuerdo de refinanciación que hubiera alcanzado el deudor antes de su declaración de concurso.”
En tanto que no esté operativa la sección cuarta del Registro Público concursal a la que alude el precepto en su actual redacción, la designación se hace partiendo de unos listados que confecciona el Decanato (existen estos listados en el Decanato de los Juzgados de Murcia) con los datos que les proporciona cada uno de los Colegios profesionales (de Abogados y de Economistas) y que remite a los Juzgados con competencia concursal a principios de cada año.
Unas listas están integradas por administradores personas físicas (una de Abogados y otra de Economistas) y otra por administradores personas jurídicas. Estas últimas deben estar integrada al menos por un abogado en ejercicio, un economista, un titulado mercantil o un auditor de cuentas, motivo por el que los Jueces de lo Mercantil de Murcia mostramos nuestra preferencia por los administradores concursales personas jurídicas, por su mayor cualificación al estar integrada por un operador jurídico y otro económico, y por el consiguiente ahorro de costes para el concurso. La representación de la administración concursal persona jurídica recaerá en la persona natural integrante de aquella que designe (artículo 30 LC). 

La Ley prevé (articulo 29) que la designación se comunique por le medio más rápido posible. En los Juzgados Mercantiles el nombramiento se les comunica por vía telefónica, antes de redactar el auto de declaración, y por esta vía también aceptan, o no, e informan, de aceptar, si tienen suscrito el preceptivo seguro de responsabilidad civil y ello para una mayor celeridad, pues permite que cuando el administrador concursal comparezca formalmente en el Juzgado, dentro del plazo de los cinco días que marca la Ley, ya este preparado el auto de declaración del concurso, en el que se efectúa su nombramiento, y se le entrega la credencial o documento acreditativo de su condición, previa acreditación de suscripción de seguro obligatorio.
Partiendo de la vigente previsión legal  “Los administradores concursales profesionales se nombrarán por el juez procurando una distribución equitativa de designaciones entre los incluidos en las listas que existan”, y en tanto que no esté operativo el deseable nombramiento centralizado por la sección cuarta del Registro Público Concursal, los juzgados de lo mercantil suelen utilizar distintos sistemas aleatorios, teniendo en cuenta que el nombramiento no se realiza por el Decanato, sino que cada juzgado partiendo de las listas existentes debe decidir el sistema y realizar el nombramiento (siguiendo el orden de lista, por sorteo etc…).
6. CONCLUSIÓN DEL CONCURSO, INCLUSO EN EL PROPIO AUTO DE DECLARACIÓN, POR FALTA DE MASA.
Las causas de conclusión del concurso están previstas en el artículo 176 de la LC, que dispone:

 “1. Procederá la conclusión del concurso y el archivo de las actuaciones en los siguientes casos:

1. º Una vez firme el auto de la Audiencia Provincial que revoque en apelación el auto de declaración de concurso.

2. º Una vez firme el auto que declare el cumplimiento del convenio y, en su caso,  caducadas o rechazadas por sentencia firme las acciones de declaración de incumplimiento, o que declare finalizada la fase de liquidación.

3. º En cualquier estado del procedimiento, cuando se compruebe la insuficiencia de la masa activa para satisfacer los créditos contra la masa.

4. º En cualquier estado del procedimiento, cuando se compruebe el pago o la consignación de la totalidad de los créditos reconocidos o la íntegra satisfacción de los acreedores por cualquier otro medio o que ya no existe la situación de insolvencia.

5. º Una vez terminada la fase común del concurso, cuando quede firme la resolución que acepte el desistimiento o la renuncia de la totalidad de los acreedores reconocidos.

2. En los dos últimos casos del apartado anterior, la conclusión se acordará por auto y previo informe de la administración concursal, que se pondrá de manifiesto por quince días a todas las partes personadas.

Si en el plazo de audiencia concedido a las partes se formulase oposición a la conclusión del concurso, se le dará la tramitación del incidente concursal.” 
Pero esa relación de causas no son numerus clausus, pues el concurso voluntario también puede concluirse, o mejor, inadmitirse por falta de acreditación de la insolvencia o de la existencia de una pluralidad de acreedores y por falta de la aportación de la documentación legalmente exigidos, y el necesario puede concluirse también por las dos causas previstas en el articulo 19 de la LC; por consignación del deudor salvo que el acreedor ratifique su solicitud, y por falta de comparecencia del solicitante o no ratificación en su solicitud.

Las causas más frecuentes de conclusión del proceso concursal son por la finalización de la fase de liquidación (Modelo ANEXO 9) y por insuficiencia de masa. Como la primera de ellas no reviste especiales problemas, fuera de las propias de la tramitación de dicha fase, nos centraremos en la conclusión del concurso por insuficiencia de masa activa, cuyas especialidades están reguladas en el artículo 176 bis:

“1. Desde la declaración del concurso procederá la conclusión por insuficiencia de la masa activa cuando, cuando no siendo previsible el ejercicio de acción de reintegración, de impugnación o de responsabilidad de terceros ni la calificación del concurso como culpable, el patrimonio del concursado no sea presumiblemente suficiente para la satisfacción de los créditos contra la masa, salvo que el juez considere que estas cantidades estén garantizadas por un tercero de manera suficiente

No podrá dictarse auto de conclusión del concurso por insuficiencia de la masa activa mientras se esté tramitando la sección de calificación o estén pendientes demandas de reintegración de la masa activa o de exigencia de responsabilidad de terceros, salvo que las correspondientes acciones hubiesen sido objeto de cesión o fuese manifiesto que lo que se obtuviera de ellas no sería suficiente para la satisfacción de los créditos contra la masa.

2. Tan pronto como conste que la masa activa es insuficiente para el pago de los créditos contra la masa, la administración concursal lo comunicara al juez del concurso, que lo pondrá de manifiesto en la oficina judicial a las partes personadas. Desde ese momento, la administración concursal deberá proceder a pagar los créditos contra la masa conforme al orden siguiente, y, en su caso, a prorrata dentro de cada número, salvo los créditos imprescindibles para concluir la liquidación:

1. º Los créditos salariales de los últimos treinta días de trabajo efectivo y en cuantía que no supere el doble del salario mínimo interprofesional.

2. º Los créditos por salarios e indemnizaciones en la cuantía que resulte de multiplicar el triple del salario mínimo interprofesional por el número de días de salario pendientes de pago.

3. º Los créditos por alimentos del artículo 145.2, en cuantía que no supere el salario mínimo interprofesional.

4. º Los créditos por costas y gastos judiciales del concurso.

5. º Los demás créditos contra la masa.

3. Una vez distribuida la masa activa, la administración concursal presentará al juez del concurso un informe justificativo que afirmará y razonará inexcusablemente que el concurso no será calificado como culpable y que no existen acciones viables de reintegración de la masa activa ni de responsabilidad de terceros pendientes de ser ejercitadas o bien que lo que se pudiera obtener de las correspondientes acciones no sería suficiente para el pago de los créditos contra la masa. No impedirá la declaración de insuficiencia de masa activa que el deudor mantenga la propiedad de bienes legalmente inembargables o desprovistos de valor de mercado o cuyo coste de realización sería manifiestamente desproporcionado respecto de su previsible valor venal.

El informe se pondrá de manifiesto en la oficina judicial por quince días a todas las partes personadas.

La conclusión por insuficiencia de masa se acordará por auto. Si en el plazo de audiencia concedido a las partes se formulase oposición a la conclusión del concurso, se le dará la tramitación del incidente concursal. Durante este plazo, el deudor persona natural podrá solicitar la exoneración del pasivo insatisfecho. La tramitación de dicha solicitud, los requisitos para beneficiarse de la exoneración y sus efectos se regirán por lo dispuesto en el artículo 178 bis.

3. También podrá acordarse la conclusión por insuficiencia de masa en el mismo auto de declaración de concurso cuando el juez aprecie de manera evidente que el patrimonio del concursado no será presumiblemente suficiente para la satisfacción de los previsibles créditos contra la masa del procedimiento ni es previsible el ejercicio de acción de reintegración, de impugnación o de responsabilidad de terceros.

4.-Si el concursado fuera persona natural, el juez designará un administrador concursal que deberá liquidar los bienes existentes y pagar los créditos contra la masa siguiendo el orden del apartado 2. Una vez concluida la liquidación, el deudor podrá solicitar la exoneración del pasivo insatisfecho ante el juez del concurso. La tramitación de la solicitud, los requisitos para beneficiarse de la exoneración y sus efectos se regirán por lo dispuesto en el artículo 178 bis.

Contra este auto podrá interponerse recurso de apelación”.
De dicho precepto se infiere que hay dos modos de concluir un concurso por falta de masa activa: la que podríamos denominar sobrevenida (apartados 1 y 2 del artículo) y la conclusión inicial, en el mismo auto de conclusión del concurso, comúnmente denominada concurso express (apartado 3 y 4).

Conclusión sobrevenida por falta de masa durante la tramitación del procedimiento. Modelo ANEXO 10
· Los presupuestos para poder concluir el concurso una vez ya declarado son tres:

1.-Que el patrimonio del concursado no sea presumiblemente suficiente para satisfacer los créditos contra la masa.  Para efectuar ese juicio de probabilidad entendemos que habrá que estar al valor de realización o venta actual y real de los activos, y no a meras expectativas, y que los que estén gravados con hipoteca sólo deben ser tenidos en cuenta si estimamos que habrá sobrante después de su realización, pues el importe que se obtenga con su ejecución debe ser destinado en primer lugar a satisfacer al acreedor hipotecario (art.90 y 155 LC). 
   2.- Que los gastos del concurso no estén suficientemente garantizados por un tercero.

  3-Que no quepa recuperar para la masa bienes o derechos que se encuentren fuera del concurso, vía acción de reintegración o de impugnación (nulidad, pauliana etc...), ni quepa calificar de culpable el concurso. Entendemos que este requisito debe interpretarse, no en sentido literal sino finalista, teniendo en cuenta el hipotético resultado del incidente  concursal (de reintegración etc…), pues es necesario una responsabilidad patrimonial que resulte efectivamente ejecutable.
Esta modalidad de conclusión del concurso sin masa puede darse no sólo en la fase de liquidación, sino también en la fase común, pero opinamos que no procedería la conclusión por insuficiencia de masa en esta primera fase (la común) si están pendientes incidentes de impugnación del que pueda depender si existe o no masa, sino que entendemos que lo prudente seria esperar a ver su resultado.
En cuanto al trámite procesal, una vez constatada por la administración concursal la concurrencia de los presupuestos necesarios anteriormente relacionados debe comunicarlo al Juzgado y esa comunicación se pone de manifestó a las partes personadas, pero no se les permite en este momento  oponerse a la conclusión, sino que es el informe definitivo a que se refiere el apartado 3 el que puede ser objeto de discusión por vía del incidente concursal.

Las operaciones liquidatarias que debe efectuar el administrador concursal una vez efectuada la comunicación de la insuficiencia de masa son dos:

1ª.-La realización de bienes y derechos, para lo cual la administración concursal tiene libertad de forma, salvo respecto a los bienes con privilegio especial en el que hay que aplicar de forma imperativa el art. 155 LC, y salvo si ya estuviera aprobado el plan de liquidación, en cuyo caso opinamos que habría que atenerse a lo dispuesto en el plan aprobado.
2ª.- Después debe procederse al pago de los créditos contra la masa, pero no siguiendo la regla general de que se abonan por orden de vencimiento (art.84.3 LC), sino por la regla de prelación alternativa e imperativa del 176bis.2.
Conclusión inicial por falta de masa o Concurso Express.

        La LC prevé, en el apartado 4 del artículo 176 bis, que pueda acordarse la conclusión por insuficiencia de masa en el mismo auto de declaración de concurso cuando el juez aprecie de manera evidente dos extremos:

          1º.-Que el patrimonio del concursado no será presumiblemente suficiente para la satisfacción de los previsibles créditos contra la masa del procedimiento.

         2º.- Que no es previsible el ejercicio de acción de reintegración, de impugnación o de responsabilidad de terceros.

   Acreditar el primero de los requisitos es más sencillo, ello sin dejar de tener en cuenta que en el caso de concurso voluntario los datos para ello los aporta siempre de forma unilateral el deudor, al no existir cauce procesal para que terceros interesados puedan  antes de la decisión judicial realizar aportación de datos. Además somos de la opinión de que pese a que la norma literalmente se refiere a los gastos del procedimiento a satisfacer como créditos contra la masa, -que comprenderían los honorarios de la AC,  honorarios de letrado y procurador-, como no son los primeros que deben abonarse en caso de insuficiencia de masa por imperativo del art 176.bis.2, deben tenerse en cuenta la existencia de esos créditos contra la masa preferentes a los gastos  del procedimiento, como son los alimentos,  al realizar el juicio comparativo  a que se refiere el art 176 bis 4  LC.  

Más complicado resulta acreditar la concurrencia del segundo de los extremos referidos, al menos en caso de personas jurídicas, en las que es difícil ponderar inicialmente si cabe acudir a reclamar desembolsos de aportaciones o de prestaciones accesorias pendientes de cumplimiento (art. 48.4 LC ), o la responsabilidad patrimonial personal subsidiaria de los socios (art. 48.5 LC ), o a la responsabilidad en que puedan incurrir administradores de hecho o de derecho, o liquidadores en determinados supuestos al calificarse el concurso (art. 172.3 LC , con la posibilidad del embargo cautelar del art. 48.3 LC ), o terceros que puedan ser considerados cómplices (art. 166 LC). 

Novedad introducida en la reforma de la Ley 25/2015 es el nuevo art.176 bis 4 que prevé de forma imperativa  que si el concursado fuera persona natural, el juez debe designar un administrador concursal a los efectos que prevé el precepto. No obstante ello entendemos que, pese a ese tenor literal, es innecesario la designación del administrador concursal en casos en los que resulta patente que no hay bienes para satisfacer los créditos masa (caso frecuente de que existe un sólo bien hipotecado que  está siendo objeto de una ejecución singular en la que es bastante probable que no exista sobrante)  y no se cumplen los requisitos del 178 bis (no haya celebrado, o al menos, intentado celebrar un acuerdo extrajudicial de pagos). En estos casos, son los únicos en los que podríamos hablar de verdadero concurso express de la persona natural (no distingue aquí la Ley si empresaria o no) y ello porque difícilmente puede acordarse la conclusión por falta de masa en el mismo auto de conclusión si el legislador a previsto, de tratarse de concurso de persona natural, la designación de un administrador concursal que proceda a liquidar los escasos bienes existentes y  posteriormente al abono de los créditos masa por el orden especial del 176 bis.2, permitiendo que después el deudor pueda solicitar la exoneración del pasivo satisfechos remitiéndose en cuanto a la tramitación a los dispuesto en el articulo 178 bis, y de la redacción de este articulo 178 bis, en relación con el 152.3  se infiere que la solicitud de concesión de la remisión del pasivo debe de efectuarse, no una vez concluido el concurso, sino en el plazo que se concede a los partes para que formulen oposición a la conclusión, lo que es otro argumento a favor de que en caso de que en el auto el Juez designe administrador concursal no parece que sea factible acordar la conclusión en el mismo auto.  
7. DECLARACIÓN DE NECESIDAD DE LOS BIENES DEL CONCURSADO

El artículo 56 Ley Concursal regula la paralización de ejecuciones de garantías reales y acciones de recuperación asimiladas en los siguientes términos;
“1. Los acreedores con garantía real sobre bienes del concursado que resulten necesarios para la continuidad de su actividad profesional o empresarial no podrán iniciar la ejecución o realización forzosa de la garantía hasta que se apruebe un convenio cuyo contenido no afecte al ejercicio de este derecho o trascurra un año desde la declaración de concurso sin que se hubiera producido la apertura de la liquidación. En particular, no se considerarán necesarias para la continuación de la actividad las acciones o participaciones de sociedades destinadas en exclusiva a la tenencia de un activo y del pasivo necesario para su financiación, siempre que la ejecución de la garantía constituida sobre las mismas no suponga causa de resolución o modificación de las relaciones contractuales que permitan al concursado mantener la explotación del activo.

Tampoco podrán ejercitarse durante ese tiempo:

a) Las acciones tendentes a recuperar los bienes vendidos a plazos o financiados con reserva de dominio mediante contratos inscritos en el Registro de Bienes Muebles.

b) Las acciones resolutorias de ventas de inmuebles por falta de pago del precio aplazado, aunque deriven de condiciones explícitas inscritas en el Registro de la Propiedad.

c) Las acciones tendentes a recuperar los bienes cedidos en arrendamiento financiero mediante contratos inscritos en los Registros de la Propiedad o de Bienes Muebles o formalizados en documento que lleve aparejada ejecución.

2. Las actuaciones ya iniciadas en ejercicio de las acciones a que se refiere el apartado anterior se suspenderán, si no hubiesen sido suspendidas en virtud de lo dispuesto en el artículo 5 bis, desde que la declaración del concurso, sea o no firme, conste en el correspondiente procedimiento, aunque ya estuvieran publicados los anuncios de subasta del bien o derecho. Sólo se alzará la suspensión de la ejecución y se ordenará que continúe cuando se incorpore al procedimiento testimonio de la resolución del juez del concurso que declare que los bienes o derechos no son necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor.

3. Durante la paralización de las acciones o la suspensión de las actuaciones y cualquiera que sea el estado de tramitación del concurso, la administración concursal podrá ejercitar la opción prevista en el apartado 2 del artículo 155.

4. La declaración de concurso no afectará a la ejecución de la garantía cuando el concursado tenga la condición de tercer poseedor del bien objeto de ésta.

5. A los efectos de lo dispuesto en este artículo y en el anterior, corresponderá al juez del concurso determinar si un bien del concursado resulta necesario para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor”.

En base a este artículo el ejecutante en procedimientos hipotecarios o asimilados solicitará del juez del concurso la declaración de no necesidad de los bienes del concursado para iniciar o continuar fuera del concurso las correspondientes ejecuciones separadas.

En los procedimientos concursales de personas físicas no empresarios que tramitan los juzgados de primera instancia será procedente dictar auto acordando la no necesidad de los bienes dado que la persona física no empresario carecerá de actividad empresarial o profesional que continuar. Se adjunta modelo ANEXO 11.
 8. FASE COMÚN
El proceso concursal aparece estructurado en dos fases: la denominada fase común y la posterior de convenio o liquidación.

Esta estructura, que se solía representar tras la entrada en vigor de la LC del 2003 mediante una “y”  yacente, ha sido bastante desdibujada con las distintas reformas acontecidas en la Ley, pues ahora es factible solicitar y acordar desde el inicio la apertura de la fase de convenio o liquidación.

Dicho lo anterior, y centrándonos en la fase común hay que señalar que  esta comienza con la declaración del concurso (art.21.2 LC) y finaliza con el auto que el Juez dicta una vez que ha “Transcurrido el plazo de impugnación del inventario y de la lista de acreedores sin que se hubieren presentado impugnaciones o, de haberse presentado, una vez puesto de manifiesto en la secretaría del juzgado los textos definitivos de aquellos documentos” (art.96 LC). Auto en que a su vez se acuerda, en su caso, la apertura de la fase de convenio o de liquidación.  
 La labor más ardua del administración concursal la desarrolla en esta fase, pues es ella quien debe elaborar el inventario y de la lista de acreedores, que insertara como anexos a su informe ( art. 75 LC) que debe presentarse en el plazo que determina el art. 74 LC y en el que debe ir efectuando todas las actuaciones tendentes a la delimitación de las masas activa y pasiva. Esta última se elabora una vez que los acreedores  van comunicando la existencia de sus créditos en el plazo de 1 mes que se les otorga en el mismo auto de declaración del concurso, y el administrador tras comprobar su veracidad e importe, los ira clasificando según su naturaleza en  privilegiados (con privilegio especial, y con privilegio general), ordinarios y subordinados. Aunque hay determinados créditos que han de ser necesariamente y automáticamente reconocidos, aunque no se comuniquen por sus titulares y que se relacionan en el artículo  86.2 LC (los créditos reconocidos por laudo o sentencia, los que consten en documento con fuerza ejecutiva, los reconocidos por certificación administrativa etc…).
Presentado el informe provisional por la administración concursal se otorga un plazo de 10 días (a computar como determina el art.96 LC) para que las partes personadas y demás interesados puedan impugnarlo a través del oportuno incidente concursal. Cuando se resuelven todas esas impugnaciones o trascurrido el plazo para ello sin presentarse ninguna, el administrador concursal deberá presentar los textos definitivos ( con las modificaciones que procedan si hubo impugnaciones) y se dicta el auto dada por finalizada la fase común al que se aludía anteriormente.
9. FASE DE CONVENIO Y LIQUIDACIÓN

Finalizada la denominada fase común del concurso que, como decíamos, tiene por objeto la elaboración, con la posible intervención de los acreedores, del inventario y de la lista de acreedores definitivos, se inicia la siguiente fase del concurso.
En principio, el auto que pone fin a la fase común, cita a las partes para la celebración de junta de acreedores en una determinada fecha. Por lo tanto, se apertura la fase de convenio, si no se hubiese abierto con anterioridad (caso de propuesta anticipada de convenio). 
A partir de dicho auto comienzan los plazos para la presentación de una propuesta de convenio que, previa admisión a trámite y valoración por la administración concursal, será votada en la fecha de la junta de acreedores. Todo ello en los términos regulados por los artículos 99 a 141 Ley Concursal. 

En los indicados preceptos se regulan, entre otras cuestiones, los requisitos de la propuesta de convenio y las posibles adhesiones previas a la junta, la posibilidad de  propuesta anticipada de convenio, la tramitación de la fase de convenio, el contenido y celebración de la junta de acreedores, la aprobación judicial del convenio mediante la oportuna sentencia tras la aprobación por los acreedores en junta, los efectos del convenio, el cumplimiento o el incumplimiento del convenio.
Es posible que el auto que pone fin a la fase común, acuerde ya la apertura de la fase de liquidación (si no se hubiese abierto en el mismo auto de declaración del concurso en caso de que el deudor acompañe con solicitud del concurso plan de liquidación), cuando lo haya pedido el concursado porque prevea que no se aprobará convenio alguno.
En los demás casos la liquidación se apertura cuando fracasa el convenio porque no se presente en plazo propuesta alguna, porque no se apruebe en junta la presentada o porque no se cumpla el convenio aprobado.
Se inician así las operaciones de liquidación que partirán de la elaboración de un plan de liquidación por la administración concursal que, previa audiencia de los acreedores, será aprobado por el juez incluyendo las modificaciones que de oficio procedan. Modelo ANEXO 12.
Aprobado el plan, la liquidación se llevará a cabo por la administración concursal ajustándose a los términos previstos en el plan aprobado para llevar a cabo la venta de todos los bienes y derechos del concursado y el pago a los acreedores conforme a la prelación establecida por la Ley Concursal.  
Es decir, primero créditos contra la masa según su fecha de vencimiento, sin perjuicio de que estos créditos deben ir abonándose durante la tramitación del concurso si existe liquidez. Segundo, créditos privilegiados. Tercero, créditos ordinarios y finalmente créditos subordinados. Por su parte, los créditos con privilegio especial en relación a determinados bienes (hipoteca, prenda y otros previstos en el artículo 90 LC) se abonarán preferentemente con la suma que resulte de la venta del respectivo bien.
Los juzgados de lo mercantil de Murcia han establecido  unas normas unificadas de subastas judiciales adaptadas a las necesidades del concurso que se incluyen en el modelo ANEXO 12.  
Durante la fase de liquidación el administrador concursal deberá ir presentando informes trimestrales sobre el estado de las operaciones de liquidación. No debe solicitarlos el juzgado, sino que deberán presentarse por el administrador concursal. El juzgado deberá realizar un seguimiento para si no se presentan requerir los mismos, siendo incluso posible llegar a la separación del administrador concursal en casos graves.
10. EL CONCURSO CONSECUTIVO

El concurso consecutivo es un nuevo tipo de procedimiento concursal, introducido  por la Ley 14/2013 de apoyo a los emprendedores y modificado por el R-D-L1/2015 de mecanismo de segunda oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social, y por la subsiguiente Ley 25/2015 que lo convalida. Se trata del concurso que debe declararse cuando no se consigue el acuerdo extrajudicial de pagos, una vez iniciado el procedimiento, o cuando, una vez aprobado éste, el deudor no es capaz de cumplirlo o cuando se decrete judicialmente la anulación del acuerdo judicial de pagos. Es decir, siempre después de haberse celebrado o  intentado celebrar un acuerdo extrajudicial de pagos (de ahí que se denomine consecutivo).

Puede instarse:

- De oficio por el Juez (lo que es impensable en el concurso que podríamos denominar directo en contraposición al consecutivo) en el caso de que prosperase una impugnación al acuerdo extrajudicial de pagos, fundada en una de las causas que de forma tasada relaciona la LC, y se anulase.

- A instancias del deudor (en cuyo caso será voluntario) en cualquier momento mientras se tramita el acuerdo extrajudicial de pagos o a instancias de los acreedores o del mediador concursal (en cuyo caso será necesario), en los casos de que no sea posible alcanzar un acuerdo o ese sea incumplido. Pero en sendos casos, a diferencia de los acreedores, el mediador concursal está obligado a instar el concurso consecutivo. 

Esta modalidad de concurso se rige por unas disposiciones especiales que, desde la entrada en vigor de la Ley 25/2015 son: 

I.-La representación por procurador del deudor persona natural ya no es preceptiva. 

 II.-El concurso consecutivo se rige por lo dispuesto para el procedimiento abreviado (previsto en la LC art.190 a 191 quáter), con las  siguientes especialidades (artículo 242 LC):
 
1º La solicitud de concurso debe ir acompañada de una propuesta anticipada de convenio o un plan de liquidación cuando la formule el deudor o el mediador concursal. Si el concurso es iniciado a solicitud de los acreedores, el deudor podrá presentar la propuesta anticipada de convenio o el plan de liquidación dentro de los 15 días siguientes a la declaración de concurso. 

El informe a que se refiere la LC en el art.75 debe acompañar a la solicitud cuando esta se formule por el mediador concursal, y se le debe dar la publicidad prevista en la LC art.95, una vez transcurrido el plazo de comunicación de créditos y previa incorporación de las correcciones que sean necesarias. Si la solicitud de concurso se presenta por el deudor o los acreedores, o si el cargo de administrador concursal recae en persona distinta al mediador concursal, dicho informe deberá presentarse en los 10 días siguientes al transcurso del plazo de comunicación de créditos.
 
Cuando se trate de un concurso de persona natural, en la solicitud presentada por el mediador concursal se deberá incluir una previsión sobre la concurrencia de los requisitos establecidos legalmente para el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho o, en caso de que proceda, sobre la apertura de la sección de calificación. 

2º Salvo justa causa, el juez designará administrador del concurso al mediador concursal en el auto de declaración de concurso, quien no podrá percibir por este concepto más retribución que la que le hubiera sido fijada en el expediente de mediación extrajudicial. En el concurso consecutivo dejará de regir el principio de confidencialidad para el mediador concursal que continúe con las funciones de administrador concursal. 

3º Tendrán la consideración de créditos contra la masa los gastos del expediente extrajudicial y los demás créditos que tengan tal consideración y se hubiesen generado durante la tramitación del expediente extrajudicial, que no hubieran sido satisfechos.
 
4º El plazo de dos años para la determinación de los actos rescindibles se contará desde la fecha de la solicitud del deudor al registrador mercantil, notario o Cámaras Oficiales de Comercio, Industria, Servicios y Navegación. 

5º No necesitarán solicitar reconocimiento los titulares de créditos que hubieran firmado el acuerdo extrajudicial. 

6º Los acreedores podrán impugnar en el plazo establecido en la LC art.96 el informe de la administración concursal tramitándose la impugnación con arreglo a lo establecido en la LC art.191.4, para el procedimiento abreviado. 

7º Si se hubiera admitido a trámite la propuesta anticipada de convenio, se seguirá la tramitación prevista en la LC art.191 bis. 

8º Si el deudor o el mediador hubieran solicitado la liquidación, y en los casos de inadmisión a trámite, falta de presentación, falta de aprobación o incumplimiento de la propuesta anticipada de convenio, se abrirá necesaria y simultáneamente la fase de liquidación que se regirá por lo dispuesto en el Titulo V. Si no lo hubiera hecho el deudor, el administrador concursal presentará un plan de liquidación en el plazo improrrogable de 10 días desde la apertura de la fase de liquidación. El concursado y los acreedores, dentro del plazo de alegaciones al plan de liquidación, podrán formular también observaciones sobre la concurrencia de los requisitos exigidos para acordar el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho del concursado persona natural. Los acreedores también podrán solicitar, mediante escrito razonado, la apertura de la sección de calificación. 

9º En el caso de deudor persona natural, si el concurso se calificara como fortuito, el juez en el auto de conclusión de concurso declarará la exoneración del pasivo insatisfecho en la liquidación, siempre que se cumplan los requisitos y con los efectos previstos en el art.178 bis de la LC. 

III. Cuando el deudor es una persona natural no empresario con la declaración del concurso consecutivo se abre directamente la fase de liquidación. 
 
Se acompaña como ANEXO 13 modelo de auto de declaración de concurso consecutivo.
11. EXONERACION DEL PASIVO INSATISFECHO

El objetivo principal perseguido con este instituto jurídico es modular el rigor de la aplicación del art.1911 CC, equiparando el principio de limitación de responsabilidad en las personas jurídicas a favor de personas físicas con la finalidad de permitir la recuperación económica del deudor.

La posibilidad de remisión de las deudas insatisfechas fue introducida por vez primera en Ley 22/2003, de 9 de julio Concursal, por Ley 14/2013, de 27 de septiembre, de apoyo a los emprendedores y su internacionalización para el deudor persona natural en el art.178, y en el caso de concurso consecutivo para el deudor empresario persona  natural en el art. 242.2.5º.

   Pero fue con el Real Decreto-ley 1/2015, de 27 de febrero, de mecanismo de segunda oportunidad, reducción de carga financiera y otras medidas de orden social donde se reguló pormenorizadamente el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho en el art.178 bis, y contempla además sus especialidades para el caso de concurso express en el at. 176 bis.3 y 4 y para el consecutivo en el en el art. 242.2.8º si bien con numerosas deficiencias propias de toda legislación de urgencia, que fueron corregidas en buena medida por la  Ley 25/15 que refrendo a aquel RDL.
A las especialidades para el caso de concurso express y concurso consecutivos ya nos hemos referido en sus respectivos apartados.

Por su parte, dice el artículo 178 bis de la LC:

“Beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho.

1. El deudor persona natural podrá obtener el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho en los términos establecidos en este artículo, una vez concluido el concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa activa.

2. El deudor deberá presentar su solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho ante el juez del concurso dentro del plazo de audiencia que se le haya conferido de conformidad con lo establecido en el artículo 152.3.

3. Solo se admitirá la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho a los deudores de buena fe. Se entenderá que concurre buena fe en el deudor siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

1. º Que el concurso no haya sido declarado culpable. No obstante, si el concurso hubiera sido declarado culpable por aplicación del artículo 165.1.1.º el juez podrá no obstante conceder el beneficio atendidas las circunstancias y siempre que no se apreciare dolo o culpa grave del deudor.

2.º Que el deudor no haya sido condenado en sentencia firme por delitos contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores en los 10 años anteriores a la declaración de concurso. Si existiera un proceso penal pendiente, el juez del concurso deberá suspender su decisión respecto a la exoneración del pasivo hasta que exista sentencia penal firme.

3. º Que, reuniendo los requisitos establecidos en el artículo 231, haya celebrado o, al menos, intentado celebrar un acuerdo extrajudicial de pagos.

4. º Que haya satisfecho en su integridad los créditos contra la masa y los créditos concursales privilegiados y, si no hubiera intentado un acuerdo extrajudicial de pagos previo, al menos, el 25 por ciento del importe de los créditos concursales ordinarios.

5. º Que, alternativamente al número anterior:

i) Acepte someterse al plan de pagos previsto en el apartado 6.

ii) No haya incumplido las obligaciones de colaboración establecidas en el artículo 42

iii) No haya obtenido este beneficio dentro de los diez últimos años.

iv) No haya rechazado dentro de los cuatro años anteriores a la declaración de concurso una oferta de empleo adecuada a su capacidad.

v) Acepte de forma expresa, en la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho, que la obtención de este beneficio se hará constar en la sección especial del Registro Público Concursal por un plazo de cinco años. Únicamente tendrán acceso a esta sección las personas que tengan interés legítimo en averiguar la situación del deudor, entendiéndose en todo caso que tienen interés quienes realicen una oferta en firme al deudor ya sea de crédito o de cualquier otra entrega de bienes o prestación de servicios, que tenga que ser remunerada o devuelta por éste y que esté condicionada a su solvencia, así como las Administraciones Públicas y órganos jurisdiccionales habilitados legalmente para recabar la información necesaria para el ejercicio de sus funciones. La apreciación de dicho interés se realizará por quién esté a cargo del Registro Público Concursal.

4. De la solicitud del deudor se dará traslado por el Secretario Judicial a la Administración concursal y a los acreedores personados por un plazo de cinco días para que aleguen cuanto estimen oportuno en relación a la concesión del beneficio.

Si la Administración concursal y los acreedores personados muestran su conformidad a la petición del deudor o no se oponen a la misma, el juez del concurso concederá, con carácter provisional, el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho en la resolución, declarando la conclusión del concurso por fin de la fase de liquidación.

La oposición solo podrá fundarse en la inobservancia de alguno o algunos de los requisitos del apartado 3 y se le dará el trámite del incidente concursal. No podrá dictarse auto de conclusión del concurso hasta que gane firmeza la resolución que recaiga en el incidente reconociendo o denegando el beneficio.

5. El beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho concedido a los deudores previstos en el número 5. º del apartado 3 se extenderá a la parte insatisfecha de los siguientes créditos:

1. º Los créditos ordinarios y subordinados pendientes a la fecha de conclusión del concurso, aunque no hubieran sido comunicados, y exceptuando los créditos de derecho público y por alimentos.

2. º Respecto a los créditos enumerados en el artículo 90.1, la parte de los mismos que no haya podido satisfacerse con la ejecución de la garantía quedará exonerada salvo que quedara incluida, según su naturaleza, en alguna categoría distinta a la de crédito ordinario o subordinado.

Los acreedores cuyos créditos se extingan no podrán iniciar ningún tipo de acción dirigida frente al deudor para el cobro de los mismos.

Quedan a salvo los derechos de los acreedores frente a los obligados solidariamente con el concursado y frente a sus fiadores o avalistas, quienes no podrán invocar el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho obtenido por el concursado ni subrogarse por el pago posterior a la liquidación en los derechos que el acreedor tuviese contra aquél, salvo que se revocase la exoneración concedida.

Si el concursado tuviere un régimen económico matrimonial de gananciales u otro de comunidad y no se hubiere procedido a la liquidación de dicho régimen, el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho se extenderá al cónyuge del concursado, aunque no hubiera sido declarado su propio concurso, respecto de las deudas anteriores a la declaración de concurso de las que debiera responder el patrimonio común.

6. Las deudas que no queden exoneradas conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, deberán ser satisfechas por el concursado dentro de los cinco años siguientes a la conclusión del concurso, salvo que tuvieran un vencimiento posterior. Durante los cinco años siguientes a la conclusión del concurso las deudas pendientes no podrán devengar interés.

A tal efecto, el deudor deberá presentar una propuesta de plan de pagos que, oídas las partes por plazo de 10 días, será aprobado por el juez en los términos en que hubiera sido presentado o con las modificaciones que estime oportunas.

Respecto a los créditos de derecho público, la tramitación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento se regirá por lo dispuesto en su normativa específica.

7. Cualquier acreedor concursal estará legitimado para solicitar del juez del concurso la revocación del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho cuando durante los cinco años siguientes a su  concesión se constatase la existencia de ingresos, bienes o derechos del deudor ocultados. Se exceptúan de esta previsión los bienes inembargables conforme a lo dispuesto en los artículos 605 y 606 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

También podrá solicitarse la revocación si durante el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos:

a) Incurriese en alguna de las circunstancias que conforme a lo establecido en el apartado 3 hubiera impedido la concesión del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho.

b) En su caso, incumpliese la obligación de pago de las deudas no exoneradas conforme a lo dispuesto en el plan de pagos, o

c) Mejorase sustancialmente la situación económica del deudor por causa de herencia, legado o donación; o juego de suerte, envite o azar, de manera que pudiera pagar todas las deudas pendientes sin detrimento de sus obligaciones de alimentos.

La solicitud se tramitará conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil para el juicio verbal. En caso de que el juez acuerde la revocación del beneficio, los acreedores recuperan la plenitud de sus acciones frente al deudor para hacer efectivos los créditos no satisfechos a la conclusión del concurso.

8. Transcurrido el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos sin que se haya revocado el beneficio, el juez del concurso, a petición del deudor concursado, dictará auto reconociendo con carácter definitivo la exoneración del pasivo insatisfecho en el concurso.

También podrá, atendiendo a las circunstancias del caso y previa audiencia de los acreedores, declarar la exoneración definitiva del pasivo insatisfecho del deudor que no hubiese cumplido en su integridad el plan de pagos pero hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la mitad de los ingresos percibidos durante el plazo de cinco años desde la concesión provisional del beneficio que no tuviesen la consideración de inembargables o la cuarta parte de dichos ingresos cuando concurriesen en el deudor las circunstancias previstas en el artículo 3.1, letras a) y b), del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, respecto a los ingresos de la unidad familiar y circunstancias familiares de especial vulnerabilidad.

A los efectos de este artículo, se entiende por ingresos inembargables los previstos en el artículo 1 del Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa.

Contra dicha resolución, que se publicará en el Registro Público Concursal, no cabrá recurso alguno.

No obstante, la exoneración definitiva podrá revocarse cuando concurra la causa prevista en el párrafo primero del apartado anterior”.

   De ese precepto se infiere que para la concesión de este beneficio deben de cumplirse siempre tres condiciones: 
1ª.-  Ser el concursado una persona natural (empresaria o no).
2ª.- Haber concluido, o mejor haberse solicitado la conclusión del concurso por insuficiencia de masa o por fin de la liquidación.
3ª.- Y finalmente que se trate de un deudor de buena fe.

  La determinación de la concurrencia de esta última condición no es una facultad discrecional del Juez, sino que es un concepto jurídico normativo, constituye una presunción iuris tantum condicionada al cumplimiento de cinco requisitos enumerados en los cinco números del apartado tercero del 178 bis. De esos requisitos los tres primeros son comunes, y deben darse en todos los casos (cualquiera que sea el modelo por el que se opte) y los otros dos (los nº4 y 5) son alternativos: debe optarse y cumplirse para su concesión uno u otro y conforman dos modelos distintos de segunda oportunidad.

  Los tres requisitos comunes recogidos en los nº 1, 2 y 3 del artículo 178 bis de la LC son;
1º. El concurso no haya sido declarado culpable, con la excepción introducida por la Ley 25/15 para el caso de declaración de culpabilidad por incumplimiento de solicitar el concurso dentro de plazo (dos meses ss. a la fecha en que conoció o debió conocer su situación de insolvencia).

2º. No haber sido condenado el deudor por determinados delitos durante los diez años anteriores a la declaración del concurso.

3º.Haber celebrado o al menos intentado la celebración de un acuerdo extrajudicial de pagos, este último requisito se exige como condición sine quanon de procebilidad para la concesión de la exención (con la excepción prevista para el primer modelo a la que aludiremos a continuación). 

      Los requisitos alternativos (números 4 y 5 del apartado tercero del artículo 178 bis) conforman dos modelos de segunda oportunidad; 

Primer modelo alternativo de segunda oportunidad: Consiste en el PAGO DE UN UMBRAL MINIMO  (artículo 148 bis.5º de la LC).

   De optarse por este modelo deben abonarse todos los créditos contra la masa, los privilegiados y un 25 % de los ordinarios si no se intento previamente un acuerdo extrajudicial de pagos (excepción a la que nos referíamos).
Abonando esos créditos y cumpliendo los requisitos comunes entes enunciados queda exonerados un 75 % de los créditos ordinarios (el 100% si se ha intentado un acuerdo extrajudicial de pagos antes) y  todo el crédito subordinado, incluso los públicos.
Segundo modelo alternativo de segunda oportunidad: Consiste en el CUMPLIMIENTO DE UN PLAN DE PAGOS  (artículo 148 bis.5º de la LC).

 Con esta opción, (que es la más frecuente en caso de concurso de persona natural no empresaria que no puede hacer frente a su préstamo hipotecario, pues como veremos, la parte del crédito no satisfecha con la ejecución del bien hipotecado va a quedar exonerada) el deudor acepta someterse a un plan de pagos de un máximo de 5 años descrito en el apartado 6º del artículo 148 bis de la LC. Y además:

     - no debe haber incumplido el deber de colaboración de art. 42 LC,
     - no debe haber obtenido este beneficio dentro de los 10 últimos años.
     - no debe haber rechazado dentro los 4 años anteriores a la declaración de concurso una oferta de empleo adecuada a su capacidad.   
      - y debe aceptar expresamente que conste en el Registro Público Concursal durante 5 años que se solicitó acogerse al régimen de segunda oportunidad. 

A este segundo modelo (denominado por algunos modelo B) deben acogerse aquellos deudores que quieren obtener la exoneración de deudas y no puedan acogerse a la vía del primer modelo (modelo A) por no poder satisfacer inmediatamente en el momento de su concesión parte de las deudas pero pueden, o creen poder hacerlo, en el plazo de cinco años máximo, de ahí que sea por el que habitualmente optan las personas naturales no empresarias como se apuntaba anteriormente.

  El deber de colaboración impuesto al concursado en el artículo 42 de la LC, aparte de ser uno de los requisitos que se exigen para poder conceder el beneficio de la exención en el 2º modelo de segunda oportunidad  (el que consiste en el pago del plan de pagos en el plazo que se fije para su cumplimiento, plazo que no puede exceder de 5 años), su incumplimiento esta previsto como la primera la presunción de culpabilidad del concurso relativa o iuris tantum del articulo 165 LC, y siendo la exigencia de que el concurso no haya sido declarado culpable un requisito común, o unas de las condiciones sine quanon para la concesión del beneficio, sea cual sea el modelo por el que se opte de los dos no tiene sentido que se exija sólo para ese 2º modelo y no se exija para la concesión del beneficio de optarse por el 1º modelo del 178 bis.3.4º, consiste en el pago de un umbral mínimo de pasivo; los créditos masa, los privilegiados y un 25 % del ordinario sino se ha intentado un acuerdo extrajudicial de pagos con carácter previo.
El deber legalmente prescrito en el art. 42.1 LC es que "el deudor tiene el deber de comparecer personalmente ante e/ juzgado de lo mercantil y ante la administración concursal cuantas veces sea requerido y el de colaborar e informar en todo lo necesario o conveniente para ei interés del Concurso. Cuando el deudor sea persona jurídica, estos deberes incumbirán a sus administradores o liquidadores y a quienes hayan desempeñado estos cargos dentro de los dos años anteriores a la declaración del concurso". La formulación de la infracción del deber de colaboración sería un comportamiento genérico respecto de la falta de entrega de información, actuación específica dentro de aquel, por lo que debe ser reconducido a englobar otros actos diversos que sean expresiones concretas de aquella falta de deber de colaboración y a su vez gocen de una cierta entidad relevante similar, al menos, al comportamiento específico previsto, la falta de información.

    En cuanto a la falta del deber de facilitar información, el art. 165.2° LC se refiere tanto a “aquella necesaria para la tramitación del concurso, como la meramente conveniente para tal finalidad” siempre y cuando tenga alguna entidad.

     En este segundo modelo queda exonerado  todo el crédito ordinario y todo subordinado, además de la parte no satisfecha ejecución, pero no queda exonerados los créditos contra la masa, los de alimentos, los privilegiados ni los créditos públicos. 

Las deudas que no queden exoneradas, deberán ser satisfechas por el concursada dentro de los cinco años siguientes a la conclusión del concurso, salvo que tuvieran un vencimiento posterior. Durante los cinco años siguientes a la conclusión del concurso las deudas pendientes no podrán devengar interés.

 La solitud de exoneración debe hacerla en deudor en el plazo previsto en el art. 152.3 LC (en el plazo que se les otorga a las partes para oponerse a la conclusión del concurso instada por la administración concursal). De esa solicitud se da traslado a la administración concursal y a los acreedores personados para que en el plazo de cinco días se opongan o no a esa solicitud. Si no se oponen o muestran su conformidad se “concederá” de forma PROVISIONAL en el mismo auto de conclusión del concurso. Y se opone por falta de alguno de los requisitos del apartado 3 del art. 178 bis se tramita la oposición por el cauce del incidente concursal que finaliza con sentencia, concediendo o denegando el beneficio. En estos casos de oposición no puede acordarse por el Juez la conclusión del concurso hasta que la sentencia dictada en el incidente de oposición sea firme. 
Por otra parte, se durante el plazo de los cinco años siguientes a su concesión provisional concurre alguna de las causas de revocación a que se refiere el apartado 7 del artículo 178 cualquier acreedor concursal ( no contra la masa pues deben abonarse en el primer modelo inmediatamente y dentro del plazo de cinco años en el segundo) puede solicitar la revocación de su concesión provisional tramitándose la revocación por los cauces del juicio verbal ( no ya por el cauce del incidente concursal porque con la concesión del beneficio de forma provisional se concluye el concurso). Si se desestima la demanda se concede el beneficio con carácter DEFINITIVO y si se estima se revoca y los acreedores recuperan sus acciones frente al deudor para hacer efectivos los créditos no satisfechos.
Se adjunta como modelo ANEXO 14 sentencia de exoneración del pasivo insatisfecho tras la oposición de uno de los acreedores.

12. FIJACIÓN DE HONORARIOS DE LA ADMINISTRACIÓN CONCURSAL

La percepción de los honorarios de la Administración Concursal se rige por lo dispuesto en el Art. 34 de la Ley Concursal, así como  en el Real Decreto 1860/2004, de 6 de septiembre, por el que se establece el arancel de derechos de los administradores concursales.

En el Art. 34.3  de la Ley Concursal prevé que la fijación de los honorarios la efectué el Juez, primero con carácter provisional en un auto que se dicta previo informe al efecto de la administración concursal, sujetándose al arancel. En dicho auto se fijan los plazos en que deben ser satisfechos. Plazos en los que se entiende de forma prácticamente unánime por los Juzgados que son en los que se produce el vencimiento de los honorarios de los administradores concursales, pese a la discusión inicial existente, donde habían partidarios de que el vencimiento se producía en el momento de acertar el cargo. Por la primera opción opta además del Tribunal Supremo ( sentencia de fecha 8 de junio de 2016) el prelegislador en el articulo 21 del Proyecto de Real Decreto por e que se desarrolla en Estatuto de la Administración Concursal de 15 de julio de 2015 y cuyo informe fue aprobado por mayoría del CGPJ el 22 de septiembre de 2015.
 Posteriormente, y conforme a lo dispuesto en el artículo 4.4 del Real Decreto 1860/2004, el juez, en la misma resolución en que ponga fin a la fase común o en otra de la misma fecha dictara nuevo auto (este de carácter definitivo), también previo informe de la administración concursal, donde hará las correcciones oportunas en las cantidades inicialmente fijadas como retribución de los administradores. 
Dicho precepto parte de la base de que han existido variaciones que provocan la corrección, por lo que a sensu contrario, si no ha habido tal modificación, hay quien es de la opinión no es preceptivo dictar un auto específico, o introducir modificaciones del arancel previamente fijado en el auto que pone fin a la fase común.
Se adjuntan como ANEXOS 15 y 16 Modelos de autos fijando la retribución provisional y definitiva de la fase común.

Conforme a las normas que regulan esta cuestión  la retribución tiene un componente básico, que se calcula atendiendo a los valores de la masa activa (que finalmente resultará del inventario definitivo) y de la masa pasiva (que se desprenderá de la lista de acreedores), a los que han de aplicarse las escalas progresivas y porcentajes sobre el resto adicional tabulados en el arancel, para obtener dos importes que se suman, suponiendo la realización de una operación aritmética que no contempla ninguna consideración adicional (artículo 4.1 del Decreto 1860/2004). A su vez, una vez fijada esa remuneración básica, entran en juego otros conceptos, hasta alcanzar la cifra final de la retribución. En principio parecería una operación complicada pero existe una Hoja de cálculo para ayuda en la determinación de los honorarios, cuya aplicación es muy sencilla y que se adjuntará a la presente documentación.
Finalmente destacar que la DT 3ª de la Ley 25/2015, de mecanismo de segunda oportunidad (BOE 29/07/15) establece una limitación a la percepción de honorarios por los administradores concursales, que lógicamente no tuvo muy buena acogida por ellos, pero sin duda los motivara para que los concursos no se eternicen como hasta ahora. Dicha disposición, en su último apartado dice que “A partir del decimotercer mes desde la apertura de la fase  de liquidación la administración concursal no percibirá remuneración alguna salvo que el juez de manera motivada y previa audiencia de las partes decida, atendiendo a las circunstancias del caso, prorrogar dicho plazo. Las prorrogas acordadas serán trimestrales y no podrán superar en total seis meses” 

 13.-. RECURSOS EN EL CONCURSO DE ACREEDORES

Los recursos contra las resoluciones dictadas en el proceso concursal están pormenorizadamente regulados en el art.197 de la LC en los siguientes términos;
“1. Los recursos contra las resoluciones dictadas por el Secretario judicial en el concurso serán los mismos que prevé la Ley de Enjuiciamiento Civil y se sustanciarán en la forma que en ella se determina.

2. Los recursos contra las resoluciones dictadas por el Juez en el concurso se sustanciarán en la forma prevista por la Ley de Enjuiciamiento Civil, con las modificaciones que se indican a continuación y sin perjuicio de lo previsto en el artículo 64 de esta Ley.

3. Contra las providencias y autos que dicte el Juez del concurso sólo cabrá el recurso de reposición, salvo que en esta Ley se excluya todo recurso o se otorgue otro distinto.

4. Contra los autos resolutorios de recursos de reposición y contra las sentencias dictadas en incidentes concursales promovidos en la fase común o en la de convenio no cabrá recurso alguno, pero las partes podrán reproducir la cuestión en la apelación más próxima siempre que hubieren formulado protesta en el plazo de cinco días. A estos efectos, se considerará apelación más próxima la que corresponda frente a la resolución de apertura de la fase de convenio, la que acuerde la apertura de la fase de liquidación y la que apruebe la propuesta anticipada de convenio. Se exceptúan las sentencias dictadas en los incidentes a que se refiere el artículo 72.4 y el artículo 80.2, que serán apelables directamente. Este recurso de apelación tendrá carácter preferente.

5. Contra las sentencias que aprueben el convenio, o las que resuelvan incidentes concursales planteados con posterioridad o durante la fase de liquidación cabrá recurso de apelación que se tramitará con carácter preferente.

6. El juez del concurso, de oficio o a instancia de parte, podrá acordar motivadamente al admitir el recurso de apelación la suspensión de aquellas actuaciones que puedan verse afectadas por su resolución. Su decisión podrá ser revisada por la Audiencia Provincial a solicitud de parte formulada mediante escrito presentado ante aquella en los cinco días siguientes a la notificación de la decisión del juez del concurso, en cuyo caso esta cuestión habrá de ser resuelta con carácter previo al examen del fondo del recurso y dentro de los diez días siguientes a la recepción de los autos por el tribunal, sin que contra el auto que se dicte pueda interponerse recurso alguno.

Si se hubiera solicitado la suspensión del convenio al recurrir, el juez podrá acordarla con carácter parcial.

7. Cabrá recurso de casación y extraordinario por infracción procesal, de acuerdo con los criterios de admisión previstos en la Ley de Enjuiciamiento Civil, contra las sentencias dictadas por las audiencias relativas a la aprobación o cumplimiento del convenio, a la calificación o conclusión del concurso, o que resuelvan acciones de las comprendidas en las secciones tercera y cuarta.

8. Contra la sentencia que resuelva incidentes concursales relativos a acciones sociales cuyo conocimiento corresponda al Juez del concurso, cabrá el recurso de suplicación y los demás recursos previstos en la Ley de Procedimiento Laboral, sin que ninguno de ellos tenga efectos suspensivos sobre la tramitación del concurso ni de ninguna de sus piezas”.

Cabría añadir lo que se expondrá al final del siguiente apartado en relación a los recursos en los procedimientos incidentales.

Del transcrito régimen se debe destacar que frente a los autos y sentencias dictadas en fase común no cabe interponer recurso al tiempo de la notificación,   pero las partes podrán reproducir la cuestión en la apelación más próxima siempre que hubieren formulado protesta en el plazo de cinco días. Por lo tanto, se difiere a determinadas resoluciones destacadas la tramitación y resolución de todos los recursos de apelación.
14. EL INCIDENTE CONCURSAL

Se regula en los artículos 192 y siguientes de la LC y es el proceso por antonomasia dentro del concurso, pues a través de él se resuelven todas aquellas cuestiones que se susciten durante el concurso y no tengan señalada otra tramitación de forma expresa.


El incidente se inicia con la demanda que debe presentarse en la forma prevista en el artículo 399 de la Ley de Enjuiciamiento Civil, relativo al juicio ordinario. Y su presentación no suspende el procedimiento de concurso, sin perjuicio de que el juez, de oficio o a instancia de parte, acuerde la suspensión de aquellas actuaciones que estime puedan verse afectadas por la resolución que se dicte, lo que no suele ser habitual.

Una vez presentada o subsanado en su caso cualquier defecto, el juez  debe dictar una providencia admitiendo a trámite el incidente y emplazando a las demás partes personadas, salvo si estimase que la cuestión planteada es impertinente o carece de entidad necesaria para tramitarla por la vía incidental, resolverá, mediante auto su inadmisión. La parte demandante, podrá recurrir en apelación este auto.

Son parte en el proceso incidental, todas las partes demandadas contra las que se dirija la demandas, así como cualesquiera otras que sostengan posiciones contrarias a lo pedido por la actora. Cualquier persona que se haya personado en el proceso concursal podrá intervenir con plena autonomía en el incidente concursal ayudando a cualquiera de las dos partes en el proceso, esto es, demandada o demandante.

Sólo se citará a las partes para la vista cuando se haya presentado escrito de contestación a la demanda, exista discusión sobre los hechos y éstos sean relevantes a juicio del juez, y se hayan propuesto en los escritos de alegaciones medios de prueba, previa la declaración de su pertinencia y utilidad. La vista se desarrollará por los trámites del juicio verbal. Y celebrada esta, o en caso de no ser precisa debe dictarse sentencia en el plazo de 10 días.
Contra la sentencias recaídas en los incidentes concursales promovidos en la fase común, o en la de convenio no cabrá recurso alguno, pero las partes podrán reproducir la cuestión en la apelación más próxima siempre que hubieren formulado protesta en el plazo de cinco días. A estos efectos, se considerará apelación más próxima la que corresponda frente a la resolución de apertura de la fase de convenio, la que acuerde la apertura de la fase de liquidación y la que apruebe la propuesta anticipada de convenio. Es lo que se conoce comúnmente como apelación indirecta.
En tanto que en los incidentes concursales planteados con posterioridad o durante la fase de liquidación cabrá recurso de apelación que se tramitará con carácter preferente. Lo mismo ocurre con las sentencias dictadas en los incidentes de reintegración, en los que cabe apelación directa y preferente cualquiera que sea la fase en la que se hubiesen dictado (común, de convenio o de liquidación). 

Los incidentes concursales habituales son los que se tramitan a raíz de la impugnación del inventario o de la lista de acreedores elaborada por la administración concursal o a raíz de la cuantificación o fijación de créditos contra la masa.
 Se adjunta modelo ANEXO 17 sentencia en un incidente concursal de impugnación de lista de acreedores.
15. FIJACIÓN DEL ALIMENTOS DEL DEUDOR PERSONA FÍSICA

En los concursos de persona física no empresario que tramitan los juzgados de primera instancia será trascendente la cuestión relativa a los alimentos del concursado que regula el artículo 47 en los siguientes términos;

“1. El concursado persona natural que se encuentre en estado de necesidad tendrá derecho a percibir alimentos durante la tramitación del concurso, con cargo a la masa activa, siempre que en ella existan bienes bastantes para atender sus necesidades y las de su cónyuge, pareja de hecho inscrita cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 25.3 y descendientes bajo su potestad.

Su cuantía y periodicidad serán, en caso de intervención, las que acuerde la administración concursal y, en caso de suspensión, las que autorice el juez, oídos el concursado y la administración concursal. En este último caso, el juez, con audiencia del concursado o de la administración concursal y previa solicitud de cualquiera de ellas, podrá modificar la cuantía y la periodicidad de los alimentos.

2. Las personas respecto de las cuales el concursado tuviere deber legal de alimentos, con excepción de su cónyuge, pareja de hecho inscrita cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 25.3 y descendientes bajo su potestad, sólo podrán obtenerlos con cargo a la masa si no pudieren percibirlos de otras personas legalmente obligadas a prestárselos y siempre que hubieran ejercido la acción de reclamación en el plazo de un año a contar desde el momento en que debió percibirse, previa autorización del juez del concurso, que resolverá sobre su procedencia y cuantía. La obligación de prestar alimentos impuestos al concursado por resolución judicial dictada con anterioridad a la declaración de concurso se satisfará con cargo a la masa activa en la cuantía fijada por el juez de concurso, teniendo en cuanto al exceso la consideración de crédito concursal ordinario.”
Esta derecho de alimentos cesa con la apertura de la fase de liquidación según dispone expresamente el artículo 145.2 de la Ley Concursal salvo cuando fuere imprescindible para atender las necesidades mínimas del concursado y las de su cónyuge, pareja de hecho inscrita cuando concurra alguna de las circunstancias previstas en el artículo 25.3 y descendientes bajo su potestad. 
Normalmente  y a pesar de la previsión legal, que fija el mantenimiento como supuesto excepcional, habrá que proveer lo oportuno sobre los alimentos del deudor en fase de liquidación, pues las necesidades mínimas del concursado seguirán subsistiendo.
Por lo tanto, declarado el concurso de una persona física será obligación de la administración concursal proveer lo oportuno en relación a los alimentos. 
No establece el artículo 47 la situación que se produce en caso de intervención cuando el concursado discrepa de los alimentos fijados por la administración concursal, pero debe entenderse que la decisión del administrador concursal podrá ser impugnada ante el juez del concurso.
En cuanto a la concreta cuantía de los alimentos, debemos acudir al artículo 146 del Código Civil que se limita a indicar que la cuantía de los alimentos será proporcionada al caudal o medios de quien los da y a las necesidades de quien los recibe. A partir de aquí será el prudente arbitrio de la administración concursal y del juez del concurso el que, teniendo en cuenta estas circunstancias, determinará la concreta cuantía. No creemos que deban aplicarse necesariamente las reglas sobre inembargabilidad del salario del artículo 607.1 LEC según distintos tramos del salario mínimo interprofesional ( a favor de ello se pronuncia  AJM Bilbao 24 de marzo de 2009), sin perjuicio de que pueda servirnos de base de cálculo dicho artículo.

El apartado 2 del artículo 47 establece el abono con cargo a la masa de alimentos que deba prestar el concursado a terceros  ajenos a su cónyuge, pareja de hecho o descendientes que convivan con el mismo.

Por lo tanto, para aquellos alimentos fijados por resolución judicial con anterioridad a la declaración de concurso el juez del concurso fijará la cantidad que, teniendo en cuenta circunstancias tales como patrimonio concursal, necesidades de las partes, corresponde abonar como crédito contra la masa y la que corresponde abonar como crédito concursal. De ahí que antes de pagar cantidad alguno en estos conceptos sea necesario requerir la oportuna resolución judicial sobre la materia.

Para aquellas necesidades alimenticias no fijadas por resolución judicial con anterioridad a la declaración de concurso es preciso que se pronuncie el juez del concurso sobre su procedencia y cuantía, teniendo en cuenta que solo podrán obtenerlos con cargo a la masa si no pudieren percibirlos de otras personas legalmente obligadas a prestárselos y siempre que hubieran ejercido la acción de reclamación en el plazo de un año a contar desde el momento en que debió percibirse.
ANEXO DE MODELOS DE RESOLUCIONES JUDICIALES

ANEXO 1. DECRETO ADMISIÓN A TRAMITE COMUNICACIÓN 5 BIS

D E C R E T O
Sr./a Secretario/a Judicial: 
En, a .

ANTECEDENTES DE HECHO
Único.- Por el/la Procurador/a, Sr. /a., en nombre y representación de  , por medio de escrito de fecha , ha procedido a comunicar el inicio de negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación y/o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio, toda vez que manifiesta encontrarse en estado de insolvencia, solicitando del órgano judicial se le concedan los efectos previstos en los artículos 5.bis, 15.3 y 22.1 de la LC.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Que este órgano judicial es el competente objetiva y territorialmente, en virtud de lo establecido en los artículos 8, 9 y 10 de la LC, en relación con el artículo 5.bis de la LC, toda vez que también lo sería para la declaración de su concurso.

Segundo.- Dispone el artículo 5.bis de la LC, que:

“1. El deudor podrá poner en conocimiento del juzgado competente para la declaración de su concurso que ha iniciado negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación de los previstos en el artículo 71 bis.1 y en la Disposición adicional cuarta o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio en los términos previstos en esta Ley.

En el caso en que solicite un acuerdo extrajudicial de pago, una vez que el mediador concursal propuesto acepte el cargo, el registrador mercantil o notario al que se hubiera solicitado la designación del mediador concursal deberá comunicar, de oficio, la apertura de las negociaciones al juzgado competente para la declaración de concurso.

2. Esta comunicación podrá formularse en cualquier momento antes del vencimiento del plazo establecido en el artículo 5. Formulada la comunicación antes de ese momento, no será exigible el deber de solicitar la declaración de concurso voluntario.

3. El secretario judicial ordenará la publicación en el Registro Público Concursal del extracto de la resolución por la que se deje constancia de la comunicación presentada por el deudor o, en los supuestos de negociación de un acuerdo extrajudicial de pago, por el notario o por el registrador mercantil, en los términos que reglamentariamente se determinen.

Caso de solicitar expresamente el deudor el carácter reservado de la comunicación de negociaciones, no se ordenará la publicación del extracto de la resolución.

El deudor podrá solicitar el levantamiento del carácter reservado de la comunicación en cualquier momento.

4. Desde la presentación de la comunicación no podrán iniciarse ejecuciones judiciales o extrajudiciales de bienes o derechos que resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor, hasta que se produzca alguna de las siguientes circunstancias:

a) Se formalice el acuerdo de refinanciación previsto en el artículo 71 bis.1;

b) se dicte la providencia admitiendo a trámite la solicitud de homologación judicial del acuerdo de refinanciación;

c) se adopte el acuerdo extrajudicial de pagos;

d) se hayan obtenido las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio;

e) o tenga lugar la declaración de concurso.

En su comunicación el deudor indicará qué ejecuciones se siguen contra su patrimonio y cuáles de ellas recaen sobre bienes que considere necesarios para la continuidad de su actividad profesional o empresarial, que se harán constar en el decreto por el cual el secretario judicial tenga por efectuada la comunicación del expediente. En caso de controversia sobre el carácter necesario del bien se podrá recurrir aquel decreto ante el juez competente para conocer del concurso.

Las ejecuciones de dichos bienes que estén en tramitación se suspenderán por el juez que estuviere conociendo de las mismas con la presentación de la resolución del secretario judicial dando constancia de la comunicación. Las limitaciones previstas en el primer párrafo del presente apartado quedarán levantadas si el juez competente para conocer del concurso resolviera que los bienes o derechos afectados por la ejecución no son necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial y, en todo caso, una vez transcurridos los plazos previstos en el apartado siguiente.

Tampoco podrán iniciarse o, en su caso, quedarán suspendidas las ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, promovidas por los acreedores de pasivos financieros a los que se refiere la disposición adicional cuarta sobre cualesquiera otros bienes o derechos del patrimonio del deudor siempre que se acredite documentalmente que un porcentaje no inferior al 51 por ciento de pasivos financieros han apoyado expresamente el inicio de las negociaciones encaminadas a la suscripción del acuerdo de refinanciación, comprometiéndose a no iniciar o continuar ejecuciones individuales frente al deudor en tanto se negocia.

Lo dispuesto en los cuatro párrafos anteriores no impedirá que los acreedores con garantía real ejerciten la acción real frente a los bienes y derechos sobre los que recaiga su garantía sin perjuicio de que, una vez iniciado el procedimiento, quede paralizado mientras no se haya realizado alguna de las actuaciones previstas en el primer párrafo de este apartado o haya transcurrido el plazo previsto en el siguiente apartado.

Quedan, en todo caso, excluidos de las previsiones contenidas en este apartado los procedimientos de ejecución que tengan por objeto hacer efectivos créditos de derecho público.

5. Transcurridos tres meses desde la comunicación al juzgado, el deudor, haya o no alcanzado un acuerdo de refinanciación, o un acuerdo extrajudicial de pagos o las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio, deberá solicitar la declaración de concurso dentro del mes hábil siguiente, a menos que ya lo hubiera solicitado el mediador concursal o no se encontrara en estado de insolvencia.

6. Formulada la comunicación prevista en este artículo, no podrá formularse otra por el mismo deudor en el plazo de un año”.

Tercero.- Por su parte, el artículo 15.3 de la LC prevé, entre otras cosas, que:

"Una vez realizada la comunicación prevista en el artículo 5 bis y mientras no transcurra el plazo de tres meses previsto en dicho precepto, no se admitirán solicitudes de concurso a instancia de otros legitimados distintos del deudor.

Las solicitudes que se presenten con posterioridad sólo se proveerán cuando haya vencido el plazo de un mes hábil previsto en el citado artículo si el deudor no hubiera presentado solicitud de concurso. Si el deudor presenta solicitud de concurso en el citado plazo se tramitará en primer lugar conforme al artículo 14.»

Cuarto.- Por último, el artículo 22.1 de la LC establece que "A los efectos de este artículo, la solicitud del deudor realizada conforme al artículo 5 bis se entenderá presentada cuando lo fue la comunicación prevista en ese artículo".

PARTE DISPOSITIVA
Acuerdo:

1.- Dejar constancia de la comunicación al órgano judicial del inicio negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación y/o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio efectuada por el deudor,  ., y en su nombre y representación al/la Procurador/a, Sr./a. , con quien se entenderán la sucesivas diligencias y actuaciones.

2.- Otorgar, desde  , fecha de presentación de la comunicación, de los efectos contenidos en los preceptos legales indicados.

3.- Ordenar la publicación de la presente resolución en la  página Web: www.oficinajudicialmurcia.es cumpliéndose de esta forma el requisito de la publicidad al no tener acceso por problemas informáticos al Registro Público concursal.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Contra la presente resolución cabe interponer recurso de reposición ante el/la Secretario/a Judicial que lo dicta, en el plazo de cinco días contados a partir del día siguiente al de su notificación, mediante escrito en el que deberá expresarse la infracción en que la resolución hubiera incurrido a juicio del recurrente (art. 451.1 y 452.1 L.E.C.).

Dicho recurso carecerá de efectos suspensivos (art. 451.3 L.E.C.).

Así lo acuerdo y firmo. Doy fe.

EL/LA LETRADO DE LA ADMINISTRACION DE JUSTICIA
ANEXO 2. SE ARCHIVA SOLICITUD DEL 5 BIS TRAS PRESENTACIÓN DE CONCURSO

A U T O  
 Magistrado/a-Juez Sr./a:   

En, a  

ANTECEDENTES DE HECHO
Primero.- En este tribunal se recibió comunicación de inicio de negociaciones para la obtención de adhesiones a una propuesta anticipada de convenio presentada por el Procurador de los tribunales, Sr./a.  , en nombre y representación de  , en fecha 
Segundo.- Dicha comunicación fue tramitada con los efectos previstos en el artículo 5 bis de la LC, habiéndose constatado que por , en fecha , ha presentado solicitud de concurso voluntario.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Único.- El artículo 5 bis de la LC establece:
"1. El deudor podrá poner en conocimiento del juzgado competente para la declaración de su concurso que ha iniciado negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación de los previstos en el artículo 71 bis.1 y en la Disposición adicional cuarta o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio en los términos previstos en esta Ley.

En el caso en que solicite un acuerdo extrajudicial de pago, una vez que el mediador concursal propuesto acepte el cargo, el registrador mercantil o notario al que se hubiera solicitado la designación del mediador concursal deberá comunicar, de oficio, la apertura de las negociaciones al juzgado competente para la declaración de concurso.

2. Esta comunicación podrá formularse en cualquier momento antes del vencimiento del plazo establecido en el artículo 5. Formulada la comunicación antes de ese momento, no será exigible el deber de solicitar la declaración de concurso voluntario.

3. El secretario judicial ordenará la publicación en el Registro Público Concursal del extracto de la resolución por la que se deje constancia de la comunicación presentada por el deudor o, en los supuestos de negociación de un acuerdo extrajudicial de pago, por el notario o por el registrador mercantil, en los términos que reglamentariamente se determinen.

Caso de solicitar expresamente el deudor el carácter reservado de la comunicación de negociaciones, no se ordenará la publicación del extracto de la resolución.

El deudor podrá solicitar el levantamiento del carácter reservado de la comunicación en cualquier momento.

4. Desde la presentación de la comunicación no podrán iniciarse ejecuciones judiciales o extrajudiciales de bienes o derechos que resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor, hasta que se produzca alguna de las siguientes circunstancias:

a) Se formalice el acuerdo de refinanciación previsto en el artículo 71 bis.1;

b) se dicte la providencia admitiendo a trámite la solicitud de homologación judicial del acuerdo de refinanciación;

c) se adopte el acuerdo extrajudicial de pagos;

d) se hayan obtenido las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio;

e) o tenga lugar la declaración de concurso.

En su comunicación el deudor indicará qué ejecuciones se siguen contra su patrimonio y cuáles de ellas recaen sobre bienes que considere necesarios para la continuidad de su actividad profesional o empresarial, que se harán constar en el decreto por el cual el secretario judicial tenga por efectuada la comunicación del expediente. En caso de controversia sobre el carácter necesario del bien se podrá recurrir aquel decreto ante el juez competente para conocer del concurso.

Las ejecuciones de dichos bienes que estén en tramitación se suspenderán por el juez que estuviere conociendo de las mismas con la presentación de la resolución del secretario judicial dando constancia de la comunicación. Las limitaciones previstas en el primer párrafo del presente apartado quedarán levantadas si el juez competente para conocer del concurso resolviera que los bienes o derechos afectados por la ejecución no son necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial y, en todo caso, una vez transcurridos los plazos previstos en el apartado siguiente.

Tampoco podrán iniciarse o, en su caso, quedarán suspendidas las ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, promovidas por los acreedores de pasivos financieros a los que se refiere la disposición adicional cuarta sobre cualesquiera otros bienes o derechos del patrimonio del deudor siempre que se acredite documentalmente que un porcentaje no inferior al 51 por ciento de pasivos financieros han apoyado expresamente el inicio de las negociaciones encaminadas a la suscripción del acuerdo de refinanciación, comprometiéndose a no iniciar o continuar ejecuciones individuales frente al deudor en tanto se negocia.

Lo dispuesto en los cuatro párrafos anteriores no impedirá que los acreedores con garantía real ejerciten la acción real frente a los bienes y derechos sobre los que recaiga su garantía sin perjuicio de que, una vez iniciado el procedimiento, quede paralizado mientras no se haya realizado alguna de las actuaciones previstas en el primer párrafo de este apartado o haya transcurrido el plazo previsto en el siguiente apartado.

Quedan, en todo caso, excluidos de las previsiones contenidas en este apartado los procedimientos de ejecución que tengan por objeto hacer efectivos créditos de derecho público.

5. Transcurridos tres meses desde la comunicación al juzgado, el deudor, haya o no alcanzado un acuerdo de refinanciación, o un acuerdo extrajudicial de pagos o las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio, deberá solicitar la declaración de concurso dentro del mes hábil siguiente, a menos que ya lo hubiera solicitado el mediador concursal o no se encontrara en estado de insolvencia.

6. Formulada la comunicación prevista en este artículo, no podrá formularse otra por el mismo deudor en el plazo de un año”.

PARTE DISPOSITIVA
Acuerdo:

1.- Archivar las presentes actuaciones tramitadas a los efectos previstos en el artículo 5 bis de la LC, toda vez que  . ha presentado solicitud de concurso voluntario.

2.- Librar certificación de la presente resolución que quedará unida a las actuaciones, llevándose su original al libro de resoluciones definitivas.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Mediante recurso de apelación, que se interpondrá ante el Tribunal que haya dictado la resolución que se impugne dentro del plazo de veinte días contados desde el día siguiente de la notificación de aquella. En la interposición del recurso el apelante deberá exponer las alegaciones en que se base la impugnación, además de citar la resolución apelada y los pronunciamientos que impugna. Dicho recurso carecerá de efectos suspensivos, sin que en ningún caso proceda actuar en sentido contrario a lo resuelto (artículos 456.2 y 458 L.E.C.).

Conforme a la D.A. Decimoquinta de la L.O.P.J., para la admisión del recurso se deberá acreditar haber constituido, en la cuenta de depósitos y consignaciones de este órgano, un depósito de 50 euros, salvo que el recurrente sea: beneficiario de Justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo autónomo dependiente. 

El depósito deberá constituirse ingresando la citada cantidad en la cuenta de este expediente con número 2209 0000 00 0006 16, de la entidad Banco de Santander, indicando, en el campo "concepto", la indicación "Recurso" seguida del código "02 Civil-Apelación". Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria deberá incluir, tras la cuenta referida, separados por un espacio, la indicación "recurso" seguida del código "02 Civil-Apelación".

En el caso de que deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá verificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando, en este caso, en el campo observaciones, la fecha de la resolución recurrida con el formato DD/MM/AAAA.

Así lo acuerda y firma SSª. Doy fe.

EL/LA MAGISTRADO-JUEZ

EL/LA LETRADO DE LA ADMCIÓN DE JUSTICIA
ANEXO 3. SE ARCHIVA SOLICITUD DEL 5 BIS TRAS NO PRESENTACIÓN DE CONCURSO

A U T O  
Magistrado/a-Juez Sr./a:  

En , a . 

ANTECEDENTES DE HECHO
Primero.- En este tribunal se recibió comunicación de inicio de negociaciones para la obtención de adhesiones a una propuesta anticipada de convenio presentada por el Procurador/a Sr./a.  , en nombre y representación de   ., en fecha 

Segundo.- Dicha comunicación fue tramitada con los efectos previstos en el artículo 5 bis de la LC, habiéndose constatado que por   ., no ha presentado solicitud de concurso voluntario dentro de los plazos establecidos por referido precepto.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Único.- El artículo 5 bis de la LC establece:
"1. El deudor podrá poner en conocimiento del juzgado competente para la declaración de su concurso que ha iniciado negociaciones para alcanzar un acuerdo de refinanciación de los previstos en el artículo 71 bis.1 y en la Disposición adicional cuarta o para obtener adhesiones a una propuesta anticipada de convenio en los términos previstos en esta Ley.

En el caso en que solicite un acuerdo extrajudicial de pago, una vez que el mediador concursal propuesto acepte el cargo, el registrador mercantil o notario al que se hubiera solicitado la designación del mediador concursal deberá comunicar, de oficio, la apertura de las negociaciones al juzgado competente para la declaración de concurso.

2. Esta comunicación podrá formularse en cualquier momento antes del vencimiento del plazo establecido en el artículo 5. Formulada la comunicación antes de ese momento, no será exigible el deber de solicitar la declaración de concurso voluntario.

3. El secretario judicial ordenará la publicación en el Registro Público Concursal del extracto de la resolución por la que se deje constancia de la comunicación presentada por el deudor o, en los supuestos de negociación de un acuerdo extrajudicial de pago, por el notario o por el registrador mercantil, en los términos que reglamentariamente se determinen.

Caso de solicitar expresamente el deudor el carácter reservado de la comunicación de negociaciones, no se ordenará la publicación del extracto de la resolución.

El deudor podrá solicitar el levantamiento del carácter reservado de la comunicación en cualquier momento.

4. Desde la presentación de la comunicación no podrán iniciarse ejecuciones judiciales o extrajudiciales de bienes o derechos que resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor, hasta que se produzca alguna de las siguientes circunstancias:

a) Se formalice el acuerdo de refinanciación previsto en el artículo 71 bis.1;

b) se dicte la providencia admitiendo a trámite la solicitud de homologación judicial del acuerdo de refinanciación;

c) se adopte el acuerdo extrajudicial de pagos;

d) se hayan obtenido las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio;

e) o tenga lugar la declaración de concurso.

En su comunicación el deudor indicará qué ejecuciones se siguen contra su patrimonio y cuáles de ellas recaen sobre bienes que considere necesarios para la continuidad de su actividad profesional o empresarial, que se harán constar en el decreto por el cual el secretario judicial tenga por efectuada la comunicación del expediente. En caso de controversia sobre el carácter necesario del bien se podrá recurrir aquel decreto ante el juez competente para conocer del concurso.

Las ejecuciones de dichos bienes que estén en tramitación se suspenderán por el juez que estuviere conociendo de las mismas con la presentación de la resolución del secretario judicial dando constancia de la comunicación. Las limitaciones previstas en el primer párrafo del presente apartado quedarán levantadas si el juez competente para conocer del concurso resolviera que los bienes o derechos afectados por la ejecución no son necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial y, en todo caso, una vez transcurridos los plazos previstos en el apartado siguiente.

Tampoco podrán iniciarse o, en su caso, quedarán suspendidas las ejecuciones singulares, judiciales o extrajudiciales, promovidas por los acreedores de pasivos financieros a los que se refiere la disposición adicional cuarta sobre cualesquiera otros bienes o derechos del patrimonio del deudor siempre que se acredite documentalmente que un porcentaje no inferior al 51 por ciento de pasivos financieros han apoyado expresamente el inicio de las negociaciones encaminadas a la suscripción del acuerdo de refinanciación, comprometiéndose a no iniciar o continuar ejecuciones individuales frente al deudor en tanto se negocia.

Lo dispuesto en los cuatro párrafos anteriores no impedirá que los acreedores con garantía real ejerciten la acción real frente a los bienes y derechos sobre los que recaiga su garantía sin perjuicio de que, una vez iniciado el procedimiento, quede paralizado mientras no se haya realizado alguna de las actuaciones previstas en el primer párrafo de este apartado o haya transcurrido el plazo previsto en el siguiente apartado.

Quedan, en todo caso, excluidos de las previsiones contenidas en este apartado los procedimientos de ejecución que tengan por objeto hacer efectivos créditos de derecho público.

5. Transcurridos tres meses desde la comunicación al juzgado, el deudor, haya o no alcanzado un acuerdo de refinanciación, o un acuerdo extrajudicial de pagos o las adhesiones necesarias para la admisión a trámite de una propuesta anticipada de convenio, deberá solicitar la declaración de concurso dentro del mes hábil siguiente, a menos que ya lo hubiera solicitado el mediador concursal o no se encontrara en estado de insolvencia.

6. Formulada la comunicación prevista en este artículo, no podrá formularse otra por el mismo deudor en el plazo de un año".  

PARTE DISPOSITIVA
Acuerdo:

1.- Archivar las presentes actuaciones tramitadas a los efectos previstos en el artículo 5 bis de la LC, toda vez que   . no ha presentado solicitud de concurso voluntario dentro de los plazos previstos.

2.- Librar certificación de la presente resolución que quedará unida a las actuaciones, llevándose su original al libro de resoluciones definitivas.

MODO DE IMPUGNACIÓN: Mediante recurso de apelación, que se interpondrá ante el Tribunal que haya dictado la resolución que se impugne dentro del plazo de veinte días contados desde el día siguiente de la notificación de aquella. En la interposición del recurso el apelante deberá exponer las alegaciones en que se base la impugnación, además de citar la resolución apelada y los pronunciamientos que impugna. Dicho recurso carecerá de efectos suspensivos, sin que en ningún caso proceda actuar en sentido contrario a lo resuelto (artículos 456.2 y 458 L.E.C.).

Conforme a la D.A. Decimoquinta de la L.O.P.J., para la admisión del recurso se deberá acreditar haber constituido, en la cuenta de depósitos y consignaciones de este órgano, un depósito de 50 euros, salvo que el recurrente sea: beneficiario de Justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo autónomo dependiente. 

El depósito deberá constituirse ingresando la citada cantidad en la cuenta de este expediente con número 2209 0000 00 0080 16, de la entidad Banco de Santander, indicando, en el campo "concepto", la indicación "Recurso" seguida del código "02 Civil-Apelación". Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria deberá incluir, tras la cuenta referida, separados por un espacio, la indicación "recurso" seguida del código "02 Civil-Apelación".

En el caso de que deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá verificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando, en este caso, en el campo observaciones, la fecha de la resolución recurrida con el formato DD/MM/AAAA.

Así lo acuerda y firma SSª. Doy fe.

EL/LA MAGISTRADO/A-JUEZ EL/LA LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA
ANEXO 4. MINUTA PARA COMPROBAR LA CONCURRENCIA DE LOS REQUISITOS NECESARIOS EN UNA SOLICITUD DE CONCURSO VOLUNTARIO
Si no falta ningún requisito             se dictará auto de declaración de concurso según minuta ANEXO 6 y modelo auto ANEXO 7 

Si falta algún requisito   se dictará MODELO M60050 PROVIDENCIA REQUERIMIENTOS O SUBS, AR. 13.2LC en tipo de procedimiento CNA DE MINERVA
PLAZO 5  DIAS,  apercibiendo de inadmisión del concurso. Si no se subsana en plazo auto de inadmisión. ANEXO 5
MINUTA

Ver   Copias   para la administración concursal

1. Modelo de autoliquidación de tasa judicial nº 696 EN CONCURSOS NECESARIOS

2     Poder  ESPECIAL PARA SOLICITAR-PROMOVER  concurso o apud acta.

3 Justificación de que la decisión de solicitar el concurso ha sido adoptada por el órgano de administración de la sociedad instante. 

3 bis.  En concurso persona Física que aporte datos o certificación de inscripción de nacimiento para anotar la declaración de  concurso de la Persona física .

4 La memoria expresiva de la historia económica y jurídica del deudor, de la actividad o actividades a que se haya dedicado durante los tres últimos años y de los establecimientos, oficinas y explotaciones de que sea titular, de las causas del estado en que se encuentre y de las valoraciones y propuestas sobre la viabilidad patrimonial. Dicha memoria deberá estar firmada por el solicitante, así como por su letrado.

5 Un inventario de bienes y derechos, con expresión de su naturaleza, lugar en que se encuentren, datos de identificación registral en su caso, valor de adquisición, correcciones valorativas que procedan y estimación del valor real actual. Se indicarán también los gravámenes, trabas y cargas que afecten a estos bienes y derechos, con expresión de su naturaleza y los datos de identificación. Deberá figurar el importe total de dicho inventario, es decir de la masa activa y deberán de estar numeradas cada una de sus partidas.

6 Relación de acreedores, por orden alfabético, con expresión de la identidad de cada uno de ellos, así como de la cuantía y el vencimiento de los respectivos créditos y las garantías personales o reales constituidas y listado  correos electrónicos. Deberá figurar el importe total de dicha relación de acreedores, es decir de la masa pasiva para poder dar al concurso la tramitación adecuada, ya que esta depende del número de acreedores y del importe total del pasivo.

7 En la relación de acreedores  aportada no consta el vencimiento de los respectivos créditos y las garantías personales o reales constituidas. 

8 Relación de trabajadores.

9 Si algún acreedor hubiera reclamado judicialmente el pago, se identificará el procedimiento correspondiente y se indicará el estado de las actuaciones.

10 Cuentas anuales y, en su caso, informes de gestión o informes de auditoria correspondientes a los tres últimos ejercicios.

11 Memoria de los cambios significativos operados en el patrimonio con posterioridad a las últimas cuentas anuales formuladas y depositadas y de las operaciones que por su naturaleza, objeto o cuantía excedan del giro o tráfico ordinario del deudor.

12 Estados financieros intermedios elaborados con posterioridad a las últimas cuentas anuales presentados ene. Caso de que el deudor estuvieses obligado a comunicarlos o remitirlos a autoridades supervisoras. 

13 En el caso de que el deudor forme parte de un grupo de  empresas como sociedad dominante o dominada, acompañará las cuentas anuales y el informe de gestión  consolidados correspondientes a los tres últimos ejercicios  sociales y el informe de auditoria emitido en  relación con dichas cuentas, así como  una memoria expresiva de las operaciones realizados con otras sociedades del  grupo durantes ese mismo período. 

13. Indicar la existencia de convenios arbitrales. 

ANEXO 5. AUTO DE INADMISIÓN CUANDO NO SE SUBSANA. 
A U T O 

Juez/Magistrado/a-Juez Sra: 

En , a . 

  ANTECEDENTES DE HECHO
Primero.- Por el/la Procurador/a, Sr./a.  , en nombre y representación del deudor,   ., se presentó solicitud de declaración de concurso con fecha  .

Segundo.- Que por resolución de fecha  , fue requerido para que subsanara los siguientes defectos:

1.- Poder apud-acta.

2.- Acreditación de que el deudor tiene el  centro de sus intereses principales en la provincia de Murcia.

3.-  La plantilla de trabajadores en su caso y la identidad del órgano de representación de los mismos si lo hubiere.

4. Relación de acreedores, por orden alfabético, con expresión de la identidad, domicilio y dirección electrónica de cada uno de ellos, así como de la cuantía y el vencimiento de los respectivos créditos y las garantías personales o reales constituidas. Si algún acreedor hubiera reclamado judicialmente el pago, se identificará el procedimiento correspondiente y se indicará el estado de las actuaciones.

Tercero.- Que ha transcurrido el plazo antedicho sin que la solicitante haya subsanado el apartado 2 y 4, habiendo sido apercibido de inadmisión en caso de no subsanar.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Primero.- El artículo 13.2 de la LC (según la nueva redacción dada por la ley 38/2011) señala que si el juez estimara que la solicitud o la documentación que la acompaña adolecen de algún defecto procesal o material o que ésta es insuficiente, señalará al solicitante un plazo de justificación o subsanación, que no podrá exceder de cinco días.

Justificado o subsanado dentro del plazo, el juez en el mismo día o si no fuera posible en el siguiente hábil proveerá conforme a los artículos 14 ó 15. En otro caso, el juez dictará auto que declare no haber lugar a la admisión de la solicitud. 

Segundo.- En el presente caso, en primer lugar, se ha requerido a la parte para que aportara acreditación de que el deudor tiene el  centro de sus intereses principales en la provincia de Murcia a fin de determinar la competencia territorial ya que el domicilio social se encuentra en Orihuela habiéndose limitado a aportar un certificado emitido por el administrador de la mercantil sin más prueba documental.

En segundo lugar, y el motivo determinante para la inadmisión del presente concurso es que la parte no ha subsanado la relación de acreedores aportada en el documento número tres, en el que se limita a la numeración de acreedores, de su crédito, indicar el vencimiento de la deuda y a identificar los procedimientos judiciales en curso, pero dicha lista de acreedores no cumple la totalidad de los requisitos que establece el art. 6.2.4º de la ley concursal y requerido de subsanación no ha subsanado dicho defecto, al no aportar la relación de acreedores, por orden alfabético, con expresión de domicilio y dirección electrónica de cada uno de ellos, así como las garantías personales o reales constituidas. 

PARTE DISPOSITIVA
Acuerdo:

1.- Inadmitir la solicitud de concurso del deudor , presentada por el/la Procurador/a, Sr/a.  , en nombre y representación del deudor,   

2.- Librar certificación de la presente resolución, llevando el original de la misma al libro de resoluciones definitivas.

3.- Archivar las actuaciones.

MODO DE IMPUGNACIÓN: recurso de reposición en el plazo de cinco días ante este tribunal sin efectos suspensivos. 

Conforme a la D.A. Decimoquinta de la L.O.P.J., para la admisión del recurso se deberá acreditar haber constituido, en la cuenta de depósitos y consignaciones de este órgano, un depósito de 25 euros, salvo que el recurrente sea: beneficiario de Justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo autónomo dependiente de alguno de los anteriores.

El depósito deberá constituirlo ingresando la citada cantidad en el Banco de Santander, en la cuenta de este expediente 2209 0000 52 0033 16 indicando, en el campo "concepto", la indicación "Recurso" seguida del código "00 Civil-Reposición". Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria deberá incluir, tras la cuenta referida, separados por un espacio la indicación "recurso" seguida del código "00 Civil-Reposición".

En el caso de que deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá verificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando, en este caso, en el campo observaciones la fecha de la resolución recurrida con el formato DD/MM/AAAA.

Así lo acuerda y firma SSª. Doy fe.

EL/LA JUEZ/MAGISTRADO

EL/LA LETRADO DE LA ADMINISTRACIÓN DE JUSTICIA

 ANEXO 6. MINUTA DECLARACIÓN CONCURSO 

1º. TRAMITE: 1003Q0 RECEPCIÓN DE CONCURSO

Modelo M74100 DIOR RECIBIENDO SOLICITUD DE CONCURSO

2º TRAMITE: 1008A0 INCOACION SECCIONES 1º A 4ª CONCURSO VOLUNTARIO

M70640 AUTO DECLARACION CONCURSO VOLUNTARIO ART 14.1 LC

En dicho auto: Plazo de 1 meses para presentar el informe y 30 días para comunicar créditos al ADMINSITRADOR CONCURSAL

Conserva el concursado las facultades de administración y disposición INTERVENIDAS POR LA ADMINISTRACION CONCURSAL.  
Inscribir el concurso en el Registro Mercantil/ Civil de 

Anotar el concurso en el Registro de la Propiedad QUE SE INDICA  En relación con las fincas siguientes:

Anotar el concurso en el Registro de Bienes Muebles y Venta a Plazos de 

En relación con los vehículos matricula:

Comunicar la declaración del concurso a los Juzgados de Primera Instancia de 

Y Juzgados de lo social de                     ,           scop y secop

Añadir que “ Formese pieza separada en relación con la Sección 1ª para la tramitación de las personaciones  
M61020 EDICTO PUBLICACION DECLARACION CONCURSO EN EL BOE
M61040 MANDAMIENTO AL REGISTRO CIVIL  
M61060  MANDAMIENTO A REGISTRO CONSTE INSCRITO DEUDOR (para mandamientos registro propiedad y bienes muebles)

Falta oficio para comunicar Juzgados de lo social y Primera Instancia. Usar otro oficio comunicando que:

Se ha declarado el concurso de :…. Con NIF/CIF, a los efectos arts. 5O y  ss.LC.

En la sección segunda: S2A encabezar con testimonio auto declaración

S2B0A0 COMUNICACION NOMBRAMIENTO ADMINISTRADOR CONCURSAL

Modelos: M65400 DIOR COMUNICANDO NOMBRAM. ADMDOR. MEDIO RAPIDO (y añadir que con el anterior testimonio queda formada la sección 2ª)

 M65450 DIL LLAMADA TELEFONICA EMPLAZAMIENTO ADMDOR

Sección 3ª : S3A Encabezar con testimonio de auto de declaración.

Sección 4ª: S4A. Encabezar con testimonio de auto de declaración.

ANEXO 7. AUTO DE DECLARACIÓN DE CONCURSO VOUNTARIO DE PERSONA FÍSICA

A U T O
Juez/Magistrado/a-Juez 

Sr./a: 

En MURCIA, a 

ANTECEDENTES DE HECHO
Primero.- Por el Procurador de los tribunales, Sr./Sra.  , en nombre y representación de  , se ha presentado solicitud de declaración de concurso de su representado, acompañando la documentación pertinente.

Segundo.- La solicitante del concurso tiene su domicilio, a efectos de instar la declaración voluntaria de concurso, en   (Murcia).    

Tercero.- Alega también la solicitante que se encuentra en estado de insolvencia, lo que detalla en la memoria económica que acompaña.

Cuarto.- Para acreditar todo lo expuesto la solicitante presenta la siguiente documentación: 1º Memoria expresiva de la historia jurídica y económica; 2º Inventario de bienes y derechos; 3º Relación nominal de acreedores y otros documentos. 

FUNDAMENTOS DE DERECHO
Primero.- Este órgano judicial es competente territorialmente para conocer de la solicitud de concurso expresada en los antecedentes, por tener el deudor su centro de intereses principales en el territorio de esta circunscripción ( artículo 10.1 de la LC ).

Segundo.- El solicitante reúne los requisitos de capacidad procesal, postulación y legitimación exigidos (artículos 3 y 184.2 de la LC ).

Tercero.- La solicitud cumple las condiciones exigidas, acompañándose la documentación preceptiva pertinente (artículo 6 de la LC ).

Cuarto.- De la documentación aportada, apreciada en su conjunto, se desprende el estado de insolvencia  de la solicitante (artículo 2 de la LC ).

Quinto.- Habiendo acreditado la solicitante su estado de insolvencia, procede dictar auto declarando en concurso a la misma (artículo 14 de la LC ).

Sexto.- Examinada la solicitud y la documentación aportada, en cuanto a las facultades patrimoniales del deudor y como consecuencia de los efectos de la declaración de concurso, se estima conveniente que dichas facultades de administración y disposición sobre su patrimonio sean intervenidas por la administración concursal que se nombrará y sometidas a su autorización y conformidad (artículo 40.1 de la LC ).

Séptimo.- El concurso tendrá la consideración y carácter de voluntario por haber sido instando por el propio deudor ( artículo 22 de la LC ).

Octavo.- El concurso se tramitará por el procedimiento simplificado previsto en el artículo 190 de la LC, habida cuenta las circunstancias del mismo y del pasivo del deudor.

PARTE DISPOSITIVA
Acuerdo:

1.- Declarar en concurso a  , con D.N.I.  , toda vez que ha sido acreditado su estado de insolvencia.

2.- Tener por personado en el presente concurso, en nombre y representación del concursado, al/la Procurador/a Sr./a.  , con quien se entenderán las sucesivas diligencias y actuaciones.

3.- Considerar el concurso con el carácter de voluntario. 

4.- Determinar que las facultades de administración y disposición sobre su patrimonio del deudor quedan intervenidas por la administración concursal que se designará al efecto, mediante su autorización o conformidad.

5.- La administración concursal, al amparo de lo previsto en los artículos 26 y 27 de la LC, con las facultades determinadas en el apartado anterior, estará integrada por:

- xxx
6.- Comunicar el nombramiento a la administración designada haciéndole saber que en el plazo de cinco días siguientes al recibo de la comunicación ( artículo 29 de la LC ), deberá comparecer ante este órgano judicial y manifestar su aceptación o no del cargo, apercibiéndosela que se encuentra sometida al régimen de incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones del artículo 28 de la LC.

7.- Hágase saber a la administración concursal, de conformidad con el artículo 74 de la LC, que el plazo para presentar el Informe será de  un mes.   

8.- Llamar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 21.5º, 84 y 85 de la LC, a todos los acreedores del concursado, para que en el plazo de quince días, a contar desde el día siguiente a la publicación del correspondiente edicto en el  Boletín Oficial del Estado, comuniquen a la administración concursal la existencia de sus créditos, por escrito firmado por el acreedor, por cualquier otro interesado en el crédito o por quién acredite representación suficiente de ellos, escrito que ha de presentarse en el registro correspondiente a este órgano judicial y en el que se expresará el nombre, domicilio y demás datos de identidad del acreedor, así como los relativos al crédito, concepto, cuantía, fechas de adquisición y vencimiento, características y calificación que se pretenda, y caso de invocarse un privilegio especial, los bienes y derechos a que afecte y, en su caso, datos registrales, acompañado de los originales de los documentos relativos al crédito, de la representación  en su caso alegada y, una copia de todo ello.

9.- Realizar por la administración concursal, una vez acepte el cargo y sin demora alguna, una comunicación individualizada a cada uno de los acreedores cuya identidad y domicilio consten en el concurso, informándoles de la declaración de éste y del deber de comunicar sus créditos en la forma establecida en el artículo 85 de la LC.

10.- Hacer pública la presente declaración de concurso por medio de Edictos que, uno, se publicará en el Boletín Oficial del Estado de forma gratuita y de conformidad con lo establecido en el artículo 23 de la LC, en  la forma y con los requisitos establecidos en el artículo 21 de la LC y, otro, con los mismos requisitos, en el tablón de anuncios de este órgano judicial. La remisión del edicto al boletín se realizará de forma telemática por este órgano.

11.- Expedir los despachos correspondientes, de conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LC, que serán entregados a la representación procesal del concursado, para su inmediata remisión y práctica de los asientos registrales  previstos, en concreto, al Registro Civil y Registros de la Propiedad, haciéndoles saber que hasta que no sea firme la presente resolución, la anotación se hará con carácter preventivo, sin perjuicio que se proceda a la inscripción definitiva, una vez que conste la firmeza. 

12.- El concursado tiene bienes y derechos inscritos en registros públicos, en concreto:

Registro de la Propiedad de Molina de Segura, respecto de las fincas registrales,  

Registro de la Propiedad del Pilar de la Horadada, respecto de las fincas registrales.
Registro de la Propiedad de Murcia, respecto de las fincas registrales  

13.- Indicar que las personas legitimadas, conforme a la Ley Concursal, para personarse en el procedimiento deben hacerlo por medio de Procurador y asistidos de Letrado, a salvo lo que dispone la Ley de Procedimiento Laboral para la representación y defensa de los trabajadores.

14.- Poner en conocimiento del concursado el deber de comparecer personalmente ante este órgano judicial y ante la administración concursal cuantas veces sea requerido y el de colaborar e informar en todo lo necesario o conveniente para el interés del concurso.

15.- Comunicar la declaración de concurso al Juez Decano de , para su traslado a los Juzgados de Primera Instancia y al Delegado del Decano en los Juzgados de lo Social de esta localidad. Así mismo, comuníquese dicha declaración a los demás Juzgados de lo Mercantil de esta localidad. 

16.- Entregar los oficios, edictos y mandamientos que se expidan en cumplimiento de lo ordenado en esta resolución a la representación procesal del concursado para que los diligencie de inmediato, y acredite a este órgano judicial haber presentado los despachos en el plazo de cinco días. 

17.- Abrir la fase común de tramitación del concurso y formar las Secciones segunda, tercera y cuarta, ordenándose en cuantas piezas sean necesarias o convenientes; cada una de estas secciones, se encabezará por el testimonio de la solicitud y del Auto. 

28.- El presente auto producirá sus efectos de inmediato y será ejecutivo aunque no sea firme la presente resolución.

MODO DE IMPUGNACIÓN: recurso de reposición en el plazo de cinco días ante este tribunal. 

Conforme a la D.A. Decimoquinta de la L.O.P.J., para la admisión del recurso se deberá acreditar haber constituido, en la cuenta de depósitos y consignaciones de este órgano, un depósito de 25 euros, salvo que el recurrente sea: beneficiario de justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo autónomo dependiente de alguno de los anteriores.

El depósito deberá constituirlo ingresando la citada cantidad en el BANESTO, en la cuenta de este expediente  indicando, en el campo "concepto"  la indicación "Recurso" seguida del código "00 Civil-Reposición".Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria deberá incluir, tras la cuenta referida, separados por un espacio la indicación "recurso" seguida del código "00 Civil-Reposición"

En el caso de que deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá verificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando, en este caso, en el campo observaciones la fecha de la resolución recurrida con el formato DD/MM/AAAA.

Así lo acuerda y firma SSª. Doy fe.

EL/LA JUEZ/MAGISTRADO/A

EL/LA SECRETARIO/A JUDICIAL

ANEXO 8. AUTO DESESTIMANDO LA SOLICITUD DE CONCURSO NECESARIO TRAS LA VISTA POR NO CONCURRIR SITUACIÓN DE INSOLVENCIA

A U T O

En , a 
ANTECEDENTES DE HECHO
PRIMERO.- Por el Procurador  ,  en nombre y representación de   , se presentó escrito solicitando la declaración de concurso necesario de  
SEGUNDO.- Admitida a trámite la solicitud, fue emplazada  , para comparecer en el plazo de cinco días hábiles, dentro del cual podía formular oposición y señalar los medios de prueba de que intentara valerse.

TERCERO.- Dentro del plazo   compareció representada por el Procurador  , oponiéndose a la solicitud.

CUARTO.- Formulada la oposición, se convocó a las partes a una vista, previniéndolas que debían acudir a la misma con todos los medios de prueba que pudieran practicarse en el acto. La vista se celebró el día , con la asistencia de todas las partes, y con el contenido que resulta del acta levantada al efecto de la que se desprende que   reconoce no haber efectuado consignación y que la parte solicitante se ratifica en la solicitud de concurso y   se opone a dicha solicitud.  

FUNDAMENTOS DE DERECHO
PRIMERO.-  La insolvencia como presupuesto del concurso

De conformidad con el artículo 2 LC la declaración de concurso procederá en caso de insolvencia del deudor común.

La insolvencia, como presupuesto objetivo del concurso, aparece definida en el artículo

 2.2 LC cuando se indica “Se encuentra en estado de insolvencia el deudor que no puede 

cumplir regularmente sus obligaciones exigibles.” Como afirma la doctrina, se trata de una imposibilidad objetiva sin que tenga relevancia su causa. Como señala ROJO la Ley Concursal ha prescindido de lo que podríamos llamar concepción patrimonial de la insolvencia, para la que la situación de desbalance o déficit patrimonial es esencial, y ha seguido una concepción funcional en la que el centro de gravedad se sitúa en el hecho objetivo de la imposibilidad de cumplir, cualquiera que sea la causa de dicha imposibilidad.

Resume esta concepción de la insolvencia concursal la SAP de Madrid, sección 28, de 18 de noviembre de 2008 cuando indica “La insolvencia definida en el artículo 2.2 de la Ley Concursal constituye una situación de hecho caracterizada por la imposibilidad de satisfacer de modo regular las obligaciones vencidas y que esa situación de hecho es compatible con la existencia de un balance saneado si, al propio tiempo, la sociedad carece de la necesaria liquidez para atener aquellas. En otras palabras, como ha señalado la doctrina especializada a propósito de la interpretación del Art. 2-2 de la Ley Concursal, es indiferente la causa de la imposibilidad de cumplir : es insolvente tanto quien no puede cumplir por carecer de bienes suficientes con los que hacer frente a las deudas como quien no puede hacerlo, a pesar de tener patrimonio suficiente, por falta de liquidez y, a la postre, por falta de crédito. Por otro lado, pese a que como regla general el incumplimiento de las obligaciones exigibles es presupuesto del estado de insolvencia, cabe también la posibilidad de que dicho estado sea apreciable a pesar de cumplimiento cuando éste no se lleva a cabo con la "regularidad" prevista en elArt. 2-2, o lo que es igual, cuando el deudor consigue satisfacer las deudas exigibles valiéndose de medios anormales como lo sería la enajenación apresurada de sus activos para conseguir liquidez. Por lo tanto, la eventual existencia de un circulante ciertamente abultado pero nutrido casi con exclusividad por derechos de crédito frente a terceros que la propia concursada reconoce que no se estaban haciendo efectivos y cuya efectividad resultaba en todo caso incierta es circunstancia que, por más que pueda sanear contablemente la cifra de fondos propios contenida en un balance, jamás será capaz de permitir, desde el punto de vista material, el cumplimiento de las obligaciones vencidas o que iban venciendo a lo largo de la anualidad examinada. Por otro lado, como se ha apunto, tampoco permitiría eludir la apreciación de la insolvencia una hipotética enajenación de tales activos porque el pago que podría realizarse mediante el numerario así obtenido no podría reputarse regular.”

De conformidad con lo anterior y del tenor literal del artículo 2.2, podemos concluir que la insolvencia concursal se caracteriza por los siguientes requisitos;

a) La imposibilidad de cumplir. La insolvencia supone impotencia para el cumplimiento de las obligaciones por carecer el deudor de los medios de pago necesarios. Por lo que no hay insolvencia si el deudor dispone de los medios de pago, o si para cumplir sus obligaciones recurre a la financiación ajena o a los aplazamientos de pago o si el deudor considera infundada una obligación concreta exigida por un tercero.

b) Regularmente. Como afirma PULGAR EZQUERRA el centro del sistema se sitúa en el incumplimiento de las obligaciones y no en la impuntualidad, encontrándose en insolvencia el deudor que está imposibilitado para cumplir sus obligaciones exigibles y no quien podría proceder a dicho cumplimiento aunque fuera con retraso.

c) Obligaciones exigibles. Lo cual supone que la obligación ha llegado al vencimiento natural o anticipado y que el objeto de la obligación ha quedado cierto y determinado, y, por tanto, dicha obligación es liquida.

d) Permanencia en el tiempo, distinguiendo entre un momento de iliquidez y un estado de iliquidez.

SEGUNDO.-  Acreditación de la insolvencia en caso de concurso necesario

En el presente caso, encontrándonos ante una solicitud de concurso necesario, presentada por un acreedor, entran en juego las normas del artículo 2.4 LC que afirma “Si la solicitud de declaración de concurso la presenta un acreedor, deberá fundarla en título por el cual se haya despachado ejecución o apremio sin que del embargo resultasen bienes libres bastantes para el pago, o en la existencia de alguno de los siguientes hechos: 1º El sobreseimiento general en el pago corriente de las obligaciones del deudor. 2º La existencia de embargos por ejecuciones pendientes que afecten de una manera general al patrimonio del deudor. 3º El alzamiento o la liquidación apresurada o ruinosa de sus bienes por el deudor. 4º El incumplimiento generalizado de obligaciones de alguna de las clases siguientes: las de pago de obligaciones tributarias exigibles durante los tres meses anteriores a la solicitud de concurso; las de pago de cuotas de la Seguridad Social, y demás conceptos de recaudación conjunta durante el mismo período; las de pago de salarios e indemnizaciones y demás retribuciones derivadas de las relaciones de trabajo correspondientes a las tres últimas mensualidades”

Por tanto,  en los supuestos de concurso instado por el acreedor, como indica la SAP  de Sevilla de 20 de enero de 2012, “no es suficiente la situación de insolvencia, sino que han de concurrir otros requisitos, que realmente son manifestaciones externas de esa suspensión generalizada de pagos.” 

Como indica la citada sentencia, es clarificadora sobre esta cuestión la propia Exposición de Motivos de la LC cuando afirma “La unidad del procedimiento impone la de su presupuesto objetivo, identificado con la insolvencia, que se concibe como el estado patrimonial del deudor que no puede cumplir regularmente sus obligaciones. Pero ese concepto unitario es también flexible y opera de manera distinta según se trate de concurso necesario o voluntario. Los legitimados para solicitar el concurso del deudor (sus acreedores y, si se trata de una persona jurídica, quienes respondan personalmente de sus deudas) han de basarse en alguno de los hechos que como presuntos reveladores de la insolvencia enuncia la ley: desde la ejecución singular infructuosa hasta el sobreseimiento, general o sectorial, según afecte al conjunto de las obligaciones o a alguna de las clases que la ley considera especialmente sensibles en el pasivo del deudor, entre otros hechos tasados.”

TERCERO.-  Análisis de la situación de insolvencia de  
En el presente caso la parte actora fundamenta la existencia de insolvencia de la entidad  en la existencia de un sobreseimiento general en el pago corriente de las obligaciones del deudor según los datos que aporta en la demanda conforme al artículo 2.4.1º LC.

La demandada se opone a la demanda negando la existencia actual de una deuda con la actora, y manifestando que únicamente mantiene una deuda con la TGSS relativa a los meses de marzo y abril de 2016.

Vistas las alegaciones de las partes, procede analizar la prueba practicada en el presente procedimiento en relación a las deudas que mantiene en la actualidad  la demandada.
(……………..)
De todo lo anterior se desprende que la única deuda acreditada que mantiene   como vencida, líquida y exigible es esta última de la TGSS por la suma de 1.500 euros referida a dos meses. Como hemos dicho la deuda con la propia actora resulta discutible, la deuda con la AEAT se encuentra aplazada o suspendida y otras deudas vencidas, líquidas y exigibles no resultan acreditadas. 

En estas circunstancias no es posible hablar de la existencia de un sobreseimiento general en el pago corriente de sus obligaciones, y, por tanto, la solicitud de concurso debe ser desestimada.

CUARTO.- Costas

Conforme a lo dispuesto en el artículo 20.1 de la LC no ha lugar a la imposición de costas dado que la cuestión planteada presentaba serias dudas de hecho y de derecho como se desprende de los anteriores fundamentos, siendo que los indicios existentes con la solicitud, que son desvirtuados parcialmente por la oposición y por hechos posteriores a ésta, pudieran justifica la solicitud de concurso necesario efectuada al margen de lo que se ha resuelto en el presente auto.

PARTE DISPOSITIVA

Que debo desestimar y desestimo la solicitud de concurso necesario formulada por el    en relación a la entidad    por escrito de 
Cada parte abonará las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad.

Notifíquese a las partes.

Contra esta resolución cabe recurso de apelación ante la Ilma. Audiencia Provincial de Murcia a interponer en  juzgado en plazo de veinte días desde su notificación a las partes-artículo 20 LC.

Para el solicitante del concurso, el plazo se computará desde el día siguiente hasta su notificación.  

Se le hace saber a las partes que para entablar el mencionado recurso deberán consignar el importe que, al efecto, señala la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha consignación deberá efectuarse en la cuenta de este Juzgado, mediante ingreso en la cuenta expediente correspondiente al órgano y procedimiento judicial en que se ha dictado, debiéndose especificar en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso”, seguido del código y tipo de recurso de que se trate (00- Reposición; 01- Revisión de resoluciones Secretario Judicial, 02- Apelación y 03- Queja); caso contrario no se admitirá a trámite el recurso.

Lo acuerda y firma , Magistrado/a Juez del Juzgado de lo Mercantil nº de Murcia, doy fe.

ANEXO 9. CONCLUSIÓN Y ARCHIVO DEL CONCURSO POR LIQUIDACIÓN
AUTO
En ,   a 

HECHOS

PRIMERO.-   Que en este Juzgado se tramita procedimiento de concurso nº  en el que es concursado 

SEGUNDO.-   Que por la Administración Concursal se presentó escrito solicitando el archivo del concurso. Que igualmente se presentó escrito que comprendía rendición de cuentas de lo realizado hasta el momento.

TERCERO.-   Que dado traslado a las partes personadas, no se presentó escrito alguno de oposición.

RAZONAMIENTO JURIDICOS

PRIMERO.-  El artículo 176.1.2º de la Ley Concursal establece que procederá la conclusión del concurso y el archivo de las actuaciones una vez firme el auto que declare finalizada la fase de liquidación.   

En el presente caso la administración concursal informó en su día de la finalización de las operaciones de liquidación mediante la venta de los bienes del activo y el pago de los créditos hasta donde ha alcanzado el importe obtenido.

Vistas las alegaciones de la administración concursal, que no resultan controvertidas en modo alguno, y teniendo en cuenta que han finalizado las labores de liquidación, es procedente acceder a la solicitud de conclusión y archivo promovida.

SEGUNDO.-  La conclusión del concurso no empece, no obstante a las obligaciones derivadas de la ley concursal, siendo que el deudor quedará responsable del pago de los créditos restantes, pudiendo los acreedores iniciar ejecuciones singulares, en tanto no se acuerde la reapertura del mismo o se declare nuevo concurso.

TERCERO.-  No habiéndose formulado oposición sobre la rendición de cuentas que la administración concursal formula en su escrito solicitando el archivo,  procede, de conformidad al artículo 181 Ley Concursal, declarar aprobadas las mismas.

PARTE DISPOSITIVA

Debo declarar y declaro finalizada la fase de liquidación y la conclusión y archivo del concurso de acreedores de  

. 

Una vez firme esta resolución expídanse los despachos establecidos en el artículo 177.3 de la Ley Concursal.

 Cesan las limitaciones de las facultades de administración y disposición, quedando el deudor responsable  del pago de los créditos restantes

Los acreedores podrán iniciar o continuar ejecuciones singulares en tanto no se acuerde la reapertura del concurso. 

Se declara aprobada la rendición de cuentas del Administrador Concursal -artículo 181.3- y el cese de su actuación. 

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso alguno, de conformidad con el artículo 177.1 LC.

Lo acuerda y firma , Magistrado/a Juez del Juzgado de lo Mercantil nº de Murcia, doy fe.

ANEXO 10. CONCLUSIÓN Y ARCHIVO DEL CONCURSO POR INEXISTENCIA DE MASA UNA VEZ INICIADO

AUTO

En, a 

HECHOS

PRIMERO.-   Que en este Juzgado se tramita procedimiento de concurso abreviado nº  en el que es concursado  .

SEGUNDO.-   Que por la Administración Concursal se presentó escrito solicitando el archivo del concurso por insuficiencia de masa activa para satisfacer los créditos contra la masa. Que igualmente aportó rendición de cuentas de lo realizado hasta el momento.

TERCERO.-   Que dado traslado a las partes personadas, no se presentaron escritos de oposición.

RAZONAMIENTO JURIDICOS

PRIMERO.-  El artículo 176.1.3º de la Ley Concursal establece  la posibilidad de proceder a la conclusión y archivo del concurso cuando, en cualquier estado del procedimiento, se compruebe la insuficiencia de la masa activa para satisfacer los créditos contra la masa. Igualmente, el artículo 176 bis de la Ley Concursal establece que desde la declaración del concurso procederá la conclusión por insuficiencia de la masa activa cuando, no siendo previsible el ejercicio de acción de reintegración, de impugnación o de responsabilidad de terceros ni la calificación del concurso como culpable, el patrimonio del concursado no sea presumiblemente suficiente para la satisfacción de los créditos contra la masa, salvo que el juez considere que estas cantidades estén garantizadas por un tercero de manera suficiente. No podrá dictarse auto de conclusión del concurso por insuficiencia de la masa activa mientras se esté tramitando la sección de calificación o estén pendientes demandas de reintegración de la masa activa o de exigencia de responsabilidad de terceros, salvo que las correspondientes acciones hubiesen sido objeto de cesión o fuese manifiesto que lo que se obtuviera de ellas no sería suficiente para la satisfacción de los créditos contra la masa.

En el presente caso la administración concursal informa de que no existen activos suficientes para el abono de los créditos contra la masa generados. Igualmente, informa de que se ha solicitado la declaración de concurso como fortuito y de que no existen acciones viables de reintegración.

Del análisis de los informes presentados por la administración concursal se desprende indiciariamente la realidad de lo afirmado.

Vistas las alegaciones de la administración concursal, que no resultan controvertidas en modo alguno, y teniendo en cuenta que no existen bienes libres suficientes para el mero abono de los créditos contra la masa devengados o  que se devenguen, es procedente acceder a la solicitud de conclusión y archivo promovida.

SEGUNDO.-  La conclusión del concurso no empece, no obstante a las obligaciones derivadas de la ley concursal y conforme al artículo 178 Ley Concursal, el deudor quedará responsable del pago de los créditos restantes, pudiendo los acreedores iniciar ejecuciones singulares.

TERCERO.-  No habiéndose formulado oposición sobre la rendición de cuentas que la administración concursal formula en su escrito solicitando el archivo,  procede, de conformidad al artículo 181 Ley Concursal, declarar aprobadas las mismas.

PARTE DISPOSITIVA

No constando existencia de bienes y derechos propiedad de    para satisfacer los créditos contra la masa, no ha lugar a proseguir la tramitación del procedimiento concursal respecto a   acordando la conclusión y archivo de las actuaciones. 

Una vez firme esta resolución expídanse los despachos establecidos en el artículo 177.3 de la Ley Concursal.

 Cesan las limitaciones de las facultades de administración y disposición, quedando el deudor responsable  del pago de los créditos restantes

Los acreedores podrán iniciar o continuar ejecuciones singulares en tanto no se acuerde la reapertura del concurso. 

Se declara aprobada la rendición de cuentas del Administrador Concursal -artículo 181.3- y el cese de su actuación. 

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso alguno, de conformidad con el artículo 177.1 LC.

Lo acuerda y firma , Magistrado Juez del Juzgado de lo Mercantil nº de Murcia, doy fe.

ANEXO 11. AUTO DECLARANDO LA NO NECESIDAD DE LOS BIENES PARA LA CONTINUIDAD DE LA ACTIVIDAD EMPRESARIAL O PROFESIONAL
 AUTO
En , a .

HECHOS

PRIMERO.-   En este Juzgado se tramita concurso nº  en relación a 

SEGUNDO.-   Que por  se presentó escrito solicitando la declaración como no necesario ni afecto de la finca registral nº  del Registro de la Propiedad de . Que dado traslado a la administración concursal, se presentó escrito que obra unido a las actuaciones.  

RAZONAMIENTO JURIDICOS

 UNICO.-   Sobre lo que debe considerarse bien necesario para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor, concepto que sustituye al de bien afecto en la actual redacción del artículo 56 LC, existen distintas teorías, desde las que mantienen una concepción contable como el AJ Mercantil nº1 de Malaga de 22 de julio de 2005 cuando afirma “ Por un lado la distinción entre bienes necesarios y afectos que realizan los artículos 55 y 56 de la Ley Concursal y a la que hemos hecho referencia. Siendo así que los primeros suponen una concepción amplia y los segundos una estricta. Esta última vendría referida esencialmente al inmovilizado mientras que en la primera podríamos situar tanto el inmovilizado como el activo circulante”, hasta los que consideran que es una cuestión de hecho que deberá valorarse teniendo en cuenta las circunstancias del caso concreto como el AJ Mercantil nº1 de Santander de 6 de septiembre de 2008 cuando indica “Con relación a la interpretación del artículo 55 LC (RCL 2003, 1748), el propio precepto alude a que los bienes no resulten necesarios para la continuidad de la actividad profesional o empresarial del deudor. Por lo tanto, ha de analizarse la concreta actividad desarrollada por la concursada y la efectiva necesidad del bien trabado, en este caso saldo de una cuenta corriente, para poder continuar aquella, lo cual dependerá del flujo de caja, volumen de gastos necesarios y posibilidad de acudir a fuentes de financiación, entre otros extremos.”

Este/a Juzgador/a considera que debe atenderse a criterios de necesidad real de los bienes, más allá de los criterios meramente contables. Es por ello que el carácter necesario debe ser  una cuestión de hecho y se deberá estar al caso concreto para determinar cuando concurre el mismo.

A PARTIR DE AQUÍ FUNDAMENTOS ALTERNATIVOS

1.SUPUESTO NORMAL

En el presente caso en que se tramita el concurso de una persona física no empresario no existe razón alguna para considerar que el bien sea necesario para la continuidad de la actividad empresarial o profesional del deudor, y, por ello, debe declararse el carácter no necesario en la parte dispositiva de la presente resolución.

2. ALGUNOS SUPUESTOS COMPLEJOS. Ejemplo persona física que es arrendador

 En el presente caso la administración concursal informa de que los concursados son personas físicas cuyos ingresos proceden de prestaciones por pensiones y arrendamiento de inmuebles, siendo que la finca registral nº  del Registro de la Propiedad de  está actualmente arrendada y se están obteniendo ingresos para el concurso. 

No resultando controvertidas las afirmaciones de la administración concursal, no obstante no cabe declarar el carácter necesario del bien ya que el artículo 56 LC requiere que se trate de bienes afectos a una actividad empresarial o profesional, en clara referencia a una empresa en funcionamiento o, incluso, a una persona física constituida como empresario y que, como tal, se dedique a una concreta actividad económica. Y dicha circunstancia no ocurre en los concursados que, como se indica en la memoria, ostentan la condición de jubilados, no constando su alta como autónomos o el ejercicio de una actividad empresarial en cualquier otra forma.

En base a ello, debe declararse el carácter no afecto de los bienes.

PARTE DISPOSITIVA

Que debo declarar y declaro el carácter no necesario para la continuidad de la actividad profesional o empresarial de la concursada de  la finca registral nº  del Registro de la Propiedad de

Notifíquese la presente resolución a las partes.

Contra el presente Auto cabe interponer recurso de reposición en el plazo de cinco días hábiles contados desde el siguiente a la notificación.

Se le hace saber a las partes que para entablar el mencionado recurso deberán consignar el importe que, al efecto, señala la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha consignación deberá efectuarse en la cuenta de este Juzgado, mediante ingreso en la cuenta expediente correspondiente al órgano y procedimiento judicial en que se ha dictado, debiéndose especificar en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso”, seguido del código y tipo de recurso de que se trate ( 00- Reposición; 01- Revisión de resoluciones Secretario Judicial, 02- Apelación y 03- Queja); caso contrario no se admitirá a trámite el recurso.

Lo acuerda y firma , Magistrado/a Juez del Juzgado de lo Mercantil nº de Murcia, doy fe.

ANEXO 12. AUTO APROBANDO PLAN DE LIQUIDACIÓN

A U T O

En , a 

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.- Que por resolución de este juzgado se acordó dar por finalizada la fase común y abrir la fase de liquidación, formándose la Sección Quinta.

En dicha resolución se confirió plazo a la Administración Concursal para la presentación de un plan para la realización de los bienes y derechos de la masa activa del concursado.

SEGUNDO.- La Administración Concursal presentó el plan de liquidación el  y dado traslado a las partes se presentó escrito por  formulando observaciones o propuestas de modificación, quedando los autos pendientes de resolver.

FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO.- Establece el artículo 148 de la Ley Concursal “1.  En el informe al que se refiere el art. 75 o en un escrito que realizará dentro de los quince días siguientes al de notificación de la resolución de apertura de la fase de liquidación, la administración concursal presentará al juez un plan para la realización de los bienes y derechos integrados en la masa activa del concurso que, siempre que sea factible, deberá contemplar la enajenación unitaria del conjunto de los establecimientos, explotaciones y cualesquiera otras unidades productivas de bienes y servicios del concursado o de algunos de ellos. Si la complejidad del concurso lo justificara el juez, a solicitud de la administración concursal, podrá acordar la prórroga de este plazo por un nuevo período de igual duración. 

El juez acordará poner de manifiesto el plan en la secretaría del juzgado y en los lugares que a este efecto designe y que se anunciarán en la forma que estime conveniente. 

2. Durante los quince días siguientes a la fecha en que haya quedado de manifiesto en la secretaría del juzgado el plan de liquidación, el deudor y los acreedores concursales podrán formular observaciones o propuestas de modificación. Transcurrido dicho plazo sin que se hubieran formulado, el juez, sin más trámite, dictará auto declarando aprobado el plan y a él habrán de atenerse las operaciones de liquidación de la masa activa. En otro caso, la administración concursal informará, en el plazo de diez días, sobre las observaciones y propuestas formuladas y el juez, según estime conveniente a los intereses del concurso, resolverá mediante auto aprobar el plan en los términos en que hubiera sido presentado, introducir en él modificaciones en función de aquéllas o acordar la liquidación conforme a las reglas legales supletorias. Contra este auto podrá interponerse recurso de apelación. 

El secretario acordará poner de manifiesto el plan en la Oficina judicial y en los lugares que a este efecto designe y que se anunciarán en la forma que estime conveniente. 

2. Durante los quince días siguientes a la fecha en que haya quedado de manifiesto en la Oficina judicial el plan de liquidación, el deudor y los acreedores concursales podrán formular observaciones o propuestas de modificación. Transcurrido dicho plazo sin que se hubieran formulado, el Juez, sin más trámite, dictará auto declarando aprobado el plan y a él habrán de atenerse las operaciones de liquidación de la masa activa. En otro caso, la administración concursal informará, en el plazo de diez días, sobre las observaciones y propuestas formuladas y el Juez, según estime conveniente a los intereses del concurso, resolverá mediante auto aprobar el plan en los términos en que hubiera sido presentado, introducir en él modificaciones en función de aquéllas o acordar la liquidación conforme a las reglas legales supletorias. Contra este auto podrá interponerse recurso de apelación. 

2. Durante los quince días siguientes a la fecha en que haya quedado de manifiesto en la oficina judicial el plan de liquidación, el deudor y los acreedores concursales podrán formular observaciones o propuestas de modificación. Transcurrido dicho plazo, el juez, según estime conveniente para el interés del concurso, resolverá mediante auto aprobar el plan en los términos en que hubiera sido presentado, introducir en él modificaciones o acordar la liquidación conforme a las reglas legales supletorias. Contra este auto podrá interponerse recurso de apelación. 

 SEGUNDO.- En el presente caso  impugna  el plan de liquidación propuesto por considerar………

TERCERO.-  A pesar de no haberse formulado otras observaciones deben realizarse dos matizaciones de oficio por este juzgador.

- En primer lugar,  la venta directa de bienes con privilegio especial debe acomodarse a las reglas previstas en el artículo 155.4 LC de imperativa aplicación cualquiera que sea el estado del concurso que, a juicio de este juzgador, no pueden alterarse por el plan de liquidación. En concreto, para el supuesto en que nos encontramos el citado artículo establece respecto de la venta directa de estos bienes que “Si la realización se efectúa fuera del convenio, el oferente deberá satisfacer un precio superior al mínimo que se hubiese pactado y con pago al contado, salvo que el concursado y el acreedor con privilegio especial manifestasen de forma expresa la aceptación por un precio inferior, siempre y cuando dichas realizaciones se efectúen a valor de mercado según tasación oficial actualizada por entidad homologada para el caso de bienes inmuebles y valoración por entidad especializada para bienes muebles. La autorización judicial y sus condiciones se anunciarán con la misma publicidad que corresponda a la subasta del bien y derecho afecto y si dentro de los diez días siguientes al último de los anuncios se presentare mejor postor, el juez abrirá licitación entre todos los oferentes y acordará la fianza que hayan de prestar.”

Por tanto, será esta la única forma posible de proceder a la venta directa de bienes afectos a privilegio especial, siendo que dado que alcanzar en este momento económico el valor que se pacto en la hipoteca resulta sumamente complicado, finalmente únicamente se podrá proceder a la venta directa según valor de mercado mediante tasación oficial actualizada sea al titular del privilegio especial o sea a un tercero, en cuyo caso será necesaria la aceptación expresa del titular del privilegio. En caso de que no sea posible la venta en el plazo por este método se deberá acudir a la venta en pública subasta.

 En base a lo anterior,  debe modificarse el plan de liquidación en el sentido de que  la venta directa de  bienes afectos a privilegio especial deberá realizarse en los términos previstos en el artículo 155.4 LC obteniendo del acreedor hipotecario las autorizaciones precisas, sin perjuicio de que sea valido el sistema de presentación de ofertas previsto en el plan propuesto y sin que sea precisa la nueva autorización de este juzgado que se entiende concedida en este auto si se cumplen los requisitos legales.

-En segundo lugar, en relación a la subasta judicial que como último remedio se prevé en el presente auto, se considera adecuado que la misma quede sometida a las reglas unificadas que se siguen en este Juzgado en los términos que se dirán en la parte dispositiva de la presente resolución.

PARTE DISPOSITIVA
DEBO APROBAR Y APRUEBO EL PLAN DE LIQUIDACIÓN presentado por la Administración Concursal de  el    con las siguientes matizaciones;

 -
 -

-

 Para el caso de que haya de celebrarse subasta judicial de bienes en fase de liquidación concursal, se establecen las siguientes CONDICIONES ESPECIALES:

PRIMERA.- Formación de lotes. Tratándose de muebles y vehículos, no se subastarán lotes por valor inferior a 6.000 euros. En el caso de que tengan un valor inferior, serán enajenados por el procedimiento de venta directa.

SEGUNDA.- Documentación e información disponibles. Cancelación de cargas existentes.  Los interesados tienen derecho a conocer el estado actual, físico y jurídico, de los bienes que se subasten. A tal efecto, los administradores concursales remitirán a la Sección de Subastas Electrónicas Provinciales toda la información y documentación relevante de que dispongan. La titulación y demás información sobre los inmuebles se facilitará a través del Portal de Subastas de la Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado. Se entenderá que todo licitador acepta como bastante la titulación existente o que no existan títulos. 

La resolución que apruebe el remate o transmita el bien o derecho realizado acordará la cancelación de todas las cargas anteriores al concurso constituidas a favor de créditos concursales que no gocen de privilegio especial. Tratándose de bienes afectos a éstos últimos se acordará en dicha resolución su cancelación, destinando la cantidad obtenida por la realización del bien al pago del referido crédito con privilegio especial hasta el importe total garantizado y no satisfecho, y de quedar remanente, al pago de los demás créditos, conforme al artículo 155.3 de la Ley Concursal.

TERCERA.- Participación obligatoria del acreedor privilegiado en la subasta. Facultad de ceder el remate. Si el acreedor privilegiado tiene interés en adquirir el bien subastado deberá participar en la subasta señalada. Su intervención se entenderá realizada con la facultad de ceder el remate a un tercero, salvo manifestación en contrario del acreedor privilegiado. El acreedor privilegiado podrá realizar pujas aunque no concurran más postores. Si no participa en la subasta, se entenderá que no tiene interés en adquirir el bien por dicha vía, sin perjuicio de que pueda interesar su adquisición a través del trámite de venta directa para el caso de que la subasta quede desierta.

CUARTA.- Consignación necesaria para participar, exigible también a los acreedores privilegiados. No admisión de aval bancario. Para tomar parte en la subasta los postores deberán depositar el 5 por ciento del valor del bien o lote a efectos de subasta. Dicho depósito se efectuará mediante retención de saldo de cuenta corriente, en la forma prevista por el Portal de Subastas del BOE, https://subastas.boe.es Debido a los requerimientos técnicos de ese portal, es necesario que, respecto a bienes afectos a créditos con privilegio especial, el acreedor que goce de dicho crédito privilegiado tenga también que realizar el depósito en la misma forma que los demás postores para poder participar en subasta. El depósito que realice le será devuelto una vez finalizada la subasta, aunque sea mejor postor, tras efectuarse la comprobación por la Sección de Subastas Electrónicas Provinciales de su condición de acreedor privilegiado.

No se admitirá la presentación de avales bancarios para participar.

QUINTA.- Puja mínima. Vivienda habitual del concursado. Los postores que participen en la subasta han de ofrecer como mínimo 100 euros por el bien o lote, cualquiera que sea su valor a efectos de subasta, salvo que el juzgado acuerde lo contrario con carácter previo a la celebración de la subasta. 

Tratándose de inmuebles que constituyan la vivienda habitual del concursado y se encuentren afectos a crédito con privilegio especial, no se admitirán pujas por importe inferior al 70 por ciento del valor de tasación. 

El acreedor privilegiado deberá realizar sus pujas en esas condiciones aunque no concurran otros postores.

SEXTA.- Forma de celebración de la subasta. Pago de tasa de publicación por el administrador concursal. Suspensión temporal. La subasta se celebrará a través del Portal de Subastas de la Agencia Estatal del Boletín Oficial del Estado, https://subastas.boe.es . La subasta admitirá postores durante veinte días naturales a partir del día en que sea abierta. La subasta se publicará con una antelación mínima de veinticuatro horas al momento de su apertura o inicio. La publicación está además condicionada a que por el administrador concursal se pague la correspondiente tasa, que se devengará por expediente, cualquiera que sea el número de lotes de que se componga. La Sección de Subastas Electrónicas Provinciales, una vez remitida la información y documentación al Portal de Subastas, comunicará al administrador concursal el enlace desde donde tiene que ser descargado el impreso para su pago. Dicho pago deberá efectuarse a la mayor brevedad posible.

Como la publicidad previa al inicio de la subasta es muy reducida, si el administrador concursal lo considera preciso para permitir la participación de más interesados, puede solicitar a la Sección de Subastas Electrónicas Provinciales la suspensión de la subasta iniciada por un plazo que no puede ser superior a quince días naturales. Esa petición deberá ser realizada con una antelación mínima de cinco días con respecto al del cierre de la subasta. Acordada la suspensión, la subasta se reanudaría transcurrido el plazo y por el tiempo que restara, permitiendo la incorporación de nuevos postores hasta su finalización.

SEPTIMA.- Plazos para consignación del resto del precio.  Resolución acordando la adjudicación. Quiebra de la subasta. Destino de la cantidad consignada. Cesión de remate. Plazo. Quien resulte mejor postor ha de ingresar el resto del precio ofrecido en los siguientes plazos: Si el lote o bien subastado es un mueble o vehículo, tiene un plazo de diez días hábiles; si el bien subastado es inmueble, el plazo será de veinte días hábiles. Estos plazos empiezan a contar desde la fecha de finalización de la subasta, sin necesidad de efectuar notificación personal al mejor postor. La consignación de esa cantidad se efectuará en la cuenta de la Sección de Subastas Electrónicas Provinciales. Efectuada la consignación, la Sección comunicará al juzgado el resultado de la subasta y transferirá a la cuenta del juzgado el importe total del precio ofrecido. Seguidamente se dictará por el Juzgado de lo Mercantil la correspondiente resolución acordando la adjudicación.

Si en los expresados plazos no se realiza el ingreso del resto del precio ofrecido, el mejor postor perderá la consignación realizada, que se aplicará a los fines del concurso. La Sección de Subastas Electrónicas Provinciales solicitará al Portal de Subastas del BOE que informe de la identidad del siguiente mejor postor que haya reservado su postura y el importe ofrecido, y que se transfiera el depósito realizado por éste para participar. La Sección requerirá a dicho postor para que consigne el resto del precio en el plazo correspondiente con apercibimiento de que de no hacerlo perderá su consignación. Así se procederá sucesivamente mientras haya postores que hayan reservado postura. En el caso de que no los hubiera, la subasta se dará por finalizada con los efectos de una subasta desierta y las consignaciones retenidas se transferirán al juzgado para su aplicación a los fines del concurso.

Sólo el acreedor privilegiado puede participar en la subasta con la facultad de ceder el remate a un tercero. Esta cesión deberá efectuarse dentro de los veinte días hábiles siguientes a la finalización de la subasta mediante comparecencia ante el letrado de la Administración de Justicia del Juzgado de lo Mercantil, con asistencia del cesionario, el que deberá aceptar la cesión, previa o simultáneamente al pago del precio del remate, que deberá acreditarse documentalmente. No se concederá nuevo plazo para ceder el remate.

OCTAVA.- Subasta desierta. Efectos. Inadmisión posterior de la petición de adjudicación por el acreedor privilegiado. En el caso de que no haya postores, se declarará desierta la subasta y se instará a la administración concursal para que proceda a la venta directa del bien por el mejor precio posible. Si no hubiera ofertas, se podrá entregar el bien o lote subastado a una organización sin ánimo de lucro, o, en último término, se procederá a su destrucción.

Resultando desierta la subasta, no se concederá plazo alguno al acreedor privilegiado para que solicite posteriormente la adjudicación del bien, sin perjuicio de que pueda interesar su adquisición a través del trámite de venta directa.

El resto de condiciones generales por las que se rige esta subasta no previstas en los párrafos anteriores serán las establecidas por la Ley de enjuiciamiento civil para las subastas acordadas en la vía de apremio. 

La Administración Concursal deberá presentar informes trimestrales sobre el estado de las operaciones en los términos del artículo 152 de la Ley Concursal. 

Procédase a la formación de la Sección sexta de calificación del concurso, que se encabezará con testimonio de esta resolución y del auto de declaración del concurso (artículo 163.1.2º de la LC). Póngase en conocimiento en el edicto que se publique, que dentro de los 10 DÍAS siguientes a la última publicación del mismo, cualquier acreedor o persona que acredite interés legítimo, podrá personarse en dicha sección, alegando por escrito cuanto considere relevante para la calificación del concurso como culpable.

Dar la publicidad prevista en el art. 24 de la Ley Concursal de esta resolución.

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma cabe interponer recurso de apelación a presentar en el plazo de veinte días desde su notificación a las partes. 

Se le hace saber a las partes que para entablar el mencionado recurso deberán consignar el importe que, al efecto, señala la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha consignación deberá efectuarse en la cuenta de este Juzgado, mediante ingreso en la cuenta expediente correspondiente al órgano y procedimiento judicial en que se ha dictado, debiéndose especificar en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso”, seguido del código y tipo de recurso de que se trate (00- Reposición; 01- Revisión de resoluciones Secretario Judicial, 02- Apelación y 03- Queja); caso contrario no se admitirá a trámite el recurso.

Lo acuerda y firma, Magistrado/a Juez del Juzgado de lo Mercantil nº de Murcia, doy fe.

ANEXO 13. AUTO DECLARANDO CONCURSO CONSECUTIVO
AUTO
En  Murcia a 

Dada cuenta el anterior escrito, únase

ANTECEDENTES DE HECHO
Primero.- Por  Mediador Concursal XXX/ Por el deudor XXX se presentó  escrito en el solicita la declaración de concurso consecutivo de acreedores de   xxxxxxxxx

(en su caso) Segundo.- Examinada la solicitud, se requirió para que subsanara los siguientes defectos conforme el art. 242 LC (documentación prevista en el artículo 6, plan de liquidación, informe del art 75LC, concurrencia de los requisitos para el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho), habiéndose presentado escrito de subsanación dentro del plazo concedido. 
FUNDAMENTOS DE DERECHO

Primero.- Este Órgano Judicial es competente territorialmente para conocer de la solicitud de concurso expresada en los antecedentes, por tener el deudor su domicilio en este partido judicial. 

Segundo.- El solicitante reúne los requisitos de capacidad procesal, postulación y legitimación exigidos ( artículos 3 y 184.2 de la LC ).

Tercero.- Tendrá la consideración de concurso consecutivo el que se declare a solicitud del mediador concursal, del deudor o de los acreedores por la imposibilidad de alcanzar un acuerdo extrajudicial de pagos o por su incumplimiento.

Igualmente tendrá la consideración de concurso consecutivo el que sea consecuencia de la anulación del acuerdo extrajudicial alcanzado.

El concurso consecutivo se regirá por lo dispuesto para el procedimiento abreviado con las especialidades previstas en el art. 242 de la Ley Concursal.

Cuarto.- De la documentación aportada, apreciada en su conjunto, se desprende el estado de insolvencia de la solicitante ( artículo 2 de la LC ).

Quinto.- Habiendo acreditado la solicitante su estado de insolvencia, procede dictar auto declarando en concurso a la misma ( artículo 14 de la LC ).

Sexto.- 
EN CASO DE PROPUESTA ANTICIPADA DE COVENIO

Examinada la solicitud y la documentación aportada, en cuanto a las facultades patrimoniales del deudor y como consecuencia de los efectos de la declaración de concurso, se estima conveniente que dichas facultades de administración y disposición sobre su patrimonio sean intervenidas por la administración concursal que se nombrará y sometidas a su autorización y conformidad (artículo 40.1 de la LC).

O EN CASO DE LIQUIDACION

Examinada la solicitud y la documentación aportada, en cuanto a las facultades patrimoniales del deudor y como consecuencia de los efectos de la declaración de concurso, se estima conveniente que dichas facultades de administración y disposición sobre su patrimonio sean suspendidas, siendo sustituidas por la administración que se nombre (artículo 40.2 y 3 de la LC).

Séptimo.- El concurso tendrá la consideración y carácter de voluntario por haber sido instando por el propio deudor ( artículo 22 de la LC ).

Octavo.- El concurso se tramitará por el procedimiento simplificado previsto en Capítulo II del Título VII, artículos 190 y siguientes de la LC, habida cuenta las circunstancias del mismo.

PARTE DISPOSITIVA

Acuerdo:

1.- Declarar en concurso a    XX          , con DNI   XX   toda vez que ha sido acreditado su estado de insolvencia,

caben dos posibilidades según se haya presentado plan de liquidación o propuesta anticipada de convenio;

1) con la apertura de la fase de liquidación que se llevará a cabo en resolución aparte 

2) acordando formar pieza separada para la tramitación de la propuesta de convenio anticipada presentada (en la tramitación es PAC).

2.- Tener por personado en el presente concurso, en nombre y representación del concursado, al/la Procurador/a Sr./a.       XX    , con quien se entenderán las sucesivas diligencias y actuaciones.

3.- Considerar el concurso con el carácter de consecutivo abreviado siguiendo su tramitación conforme establece el art. 242 de la Ley Concursal.  

4.- Determinar que las facultades de administración y disposición sobre su patrimonio del deudor quedan suspendidas/ intervenida ( según hayamos indicado en el antecedente sexto).

5.- La administración concursal, al amparo de lo previsto en los artículos 26 y 27 de la LC, con las facultades determinadas en el apartado anterior, estará integrada por el mediador:

-    XX    .

6.- Comunicar el nombramiento a la administración designada haciéndole saber que en el plazo de cinco días siguientes al recibo de la comunicación ( artículo 29 de la LC ), deberá comparecer ante este órgano judicial para acreditar que tiene suscrito un seguro de responsabilidad civil o garantía equivalente proporcional a la naturaleza y alcance del riesgo cubierto, para responder de los posibles daños en el ejercicio de su función y manifestar si acepta o no el encargo, apercibiéndosela que se encuentra sometida al régimen de incapacidades, incompatibilidades y prohibiciones del artículo 28 de la LC. Al aceptar el cargo, deberá facilitar al juzgado las direcciones postal y electrónica en las que efectuar la comunicación de créditos, así como cualquier otra notificación.

7.- Se autoriza a la administración concursal el acceso a las instalaciones del deudor, revisión  de sus libros y contabilidad y de cuantos documentos o información considere necesaria para el ejercicio de las funciones propias de su cargo, así como para la elaboración de los correspondientes informes. 

8.- Hágase saber a la administración concursal que, de conformidad con el artículo 191 de la LC, el plazo para presentar el inventario de bienes y derechos de la masa activa es de quince días, contados a partir del día siguiente a la aceptación del cargo; y que el plazo para presentar el informe será de un mes a contar desde el mismo momento que el anterior.

Si al vencimiento de ese plazo no hubiese terminado el plazo de comunicación de créditos, automáticamente ese plazo se entenderá prorrogado hasta los cinco días siguientes a la conclusión del plazo. 
De conformidad con el artículo 191, la administración concursal, con una antelación mímina de cinco días previos a la presentación del informe al juez, dirigirá comunicación electrónica a los acreedores de los que conste su dirección electrónica, informándoles del proyecto de inventario y de la lista de acreedores.

Exclusivamente a los efectos del articulo 4.1 h) de la ley de Tasas, la administración concursal designada o la que en cada momento ostente el cargo, queda autorizada, sin necesidad de ningún otro trámite, para el ejercicio de cualquier acción en interés de la masa activa del concurso.
NOTA IMPORTANTE

( aunque el mediador debe presentar el informe aquí referido con su solicitud de declaración de concurso, en la práctica se requiere nuevamente este documento una vez declarado el concurso para que incluya las comunicaciones de créditos que pudiera haber por el llamamiento de los acreedores. No obstante, pudiera optarse por publicar directamente el informe presentado ya por la administración concursal dando lugar al inicio del plazo para las posibles impugnaciones. Preferimos el primer método para facilitar la tramitación.)

9.- Llamar, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 21.5º, 84 y 85 de la LC, a todos los acreedores del concursado, para que en el plazo de un mes, a contar desde el día siguiente a la publicación del correspondiente edicto en el  Boletín Oficial del Estado, comuniquen a la administración concursal la existencia de sus créditos, por escrito firmado por el acreedor, por cualquier otro interesado en el crédito o por quién acredite representación suficiente de ellos, escrito que ha de presentarse en el registro correspondiente a este órgano judicial y en el que se expresará el nombre, domicilio y demás datos de identidad del acreedor, así como los relativos al crédito, concepto, cuantía, fechas de adquisición y vencimiento, características y calificación que se pretenda, y caso de invocarse un privilegio especial, los bienes y derechos a que afecte y, en su caso, datos registrales, acompañado de los originales de los documentos relativos al crédito, de la representación  en su caso alegada y, una copia de todo ello.

10.- Realizar por la administración concursal, una vez acepte el cargo y sin demora alguna, una comunicación individualizada, en los términos previstos en el artículo 21.4 de la LC. La comunicación se efectuará por medios telemáticos, informáticos o electrónicos cuando conste la dirección electrónica del acreedor. La comunicación deberá dirigirla igualmente por medios electrónicos a la AEAT y a la TGSS https://sede.seg-social.gob.es a través de los medios que éstas habiliten en sus respectivas sedes electrónicas, conste o no su condición de acreedoras, así como al FOGASA para el supuesto de que existan trabajadores asalariados a su cargo. Igualmente se comunicará a la representación de los trabajadores, si la hubiere, haciéndoles saber de su derecho a personarse en el procedimiento como parte. La comunicación se formulará por escrito firmado por el acreedor, por cualquier otro interesado en el crédito o por quien acredite representación suficiente de ellos, y se dirigirá a la administración concursal. La comunicación podrá presentarse en el domicilio designado al efecto el cual deberá estar en la localidad en la que tenga su sede el juzgado, o remitirse a dicho domicilio. También podrá efectuarse la comunicación por medios electrónicos. El domicilio y la dirección electrónica señalados a efectos de comunicaciones serán únicos y deberán ser puestos en conocimiento del juzgado por el administrador concursal al tiempo de la aceptación del cargo.

11.- Hacer pública la presente declaración de concurso por medio de Edictos que, uno, se publicará en el Boletín Oficial del Estado de forma gratuita y de conformidad con lo establecido en el artículo 23 de la LC, en  la forma y con los requisitos establecidos en el artículo 21 de la LC y, otro, con los mismos requisitos, en el tablón de anuncios de este órgano judicial. La remisión del edicto al boletín se realizará de forma telemática por este órgano. 

12.- Dar conocimiento de la presente resolución al registro público establecido en el artículo 198 de la LC, en la forma establecida reglamentariamente.

13.- Expedir los despachos correspondientes, de conformidad con lo previsto en el artículo 24 de la LC, que serán entregados a la representación procesal del concursado, para su inmediata remisión y práctica de los asientos registrales previstos, en concreto, al Registro Mercantil de Murcia.

El concursado tiene bienes y derechos inscritos en registros públicos, en concreto:

- Registro de de la Propiedad de  xx, fincas registrales  xx   .

- Registro de Bienes Muebles de  xx   .

14.- Indicar que las personas legitimadas, conforme a la Ley Concursal, para personarse en el procedimiento deben hacerlo por medio de Procurador y asistidos de Letrado, a salvo lo que dispone la Ley de Procedimiento Laboral para la representación y defensa de los trabajadores.

15.- Poner en conocimiento del concursado el deber de comparecer personalmente ante este órgano judicial y ante la administración concursal cuantas veces sea requerido y el de colaborar e informar en todo lo necesario o conveniente para el interés del concurso.

16.- Comunicar la declaración de concurso al Juez Decano de xx   para su traslado a los Juzgados de Primera Instancia de xxx , y a los Juzgados de   xx de esa localidad.

17.- Entregar los oficios, edictos y mandamientos que se expidan en cumplimiento de lo ordenado en esta resolución a la representación procesal del concursado para que los diligencie de inmediato, y acredite a este órgano judicial haber presentado los despachos en el plazo de cinco días. 

18.- Abrir la fase común de tramitación del concurso y formar las Secciones segunda, tercera y cuarta, ordenándose en cuantas piezas sean necesarias o convenientes; cada una de estas secciones, se encabezará por el testimonio de la solicitud y del Auto. 

19.- El presente auto producirá sus efectos de inmediato y será ejecutivo aunque no sea firme la presente resolución.

20.- Exclusivamente a los efectos de lo establecido en el articulo 4.1 h) de la ley de Tasas, la administración concursal designada o la que en cada momento ostente el cargo, queda autorizada, sin necesidad de ningún otro trámite, para el ejercicio de cualquier acción en interés de la masa activa del concurso.

21.- En lo sucesivo, las resoluciones que conforme a la Ley Concursal deban publicarse se harán en la siguiente página Web: www.oficinajudicialmurcia.es
MODO DE IMPUGNACIÓN: recurso de reposición en el plazo de cinco días ante este tribunal sin efectos suspensivos. 

Conforme a la D.A. Decimoquinta de la L.O.P.J., para la admisión del recurso se deberá acreditar haber constituido, en la cuenta de depósitos y consignaciones de este órgano, un depósito de 25 euros, salvo que el recurrente sea: beneficiario de justicia gratuita, el Ministerio Fiscal, el Estado, Comunidad Autónoma, entidad local u organismo autónomo dependiente de alguno de los anteriores.

El depósito deberá constituirlo ingresando la citada cantidad en el SANTANDER, en la cuenta de este expediente 2209 indicando, en el campo "concepto" la indicación "Recurso" seguida del código "00 Civil-Reposición". Si el ingreso se hace mediante transferencia bancaria deberá incluir, tras la cuenta referida, separados por un espacio la indicación "recurso" seguida del código "00 Civil-Reposición"

En el caso de que deba realizar otros pagos en la misma cuenta, deberá verificar un ingreso por cada concepto, incluso si obedecen a otros recursos de la misma o distinta clase indicando, en este caso, en el campo observaciones la fecha de la resolución recurrida con el formato DD/MM/AAAA.

Así lo acuerda y firma SSª. Doy fe.

ANEXO 14. SENTENCIA DE EXONERACIÓN DEL PASIVO INSATISFECHO TRAS OPOSICION

                                           SENTENCIA
En , a 

                                             HECHOS
PRIMERO.-   Que en este Juzgado se tramita procedimiento de concurso nº 248/2012 en el que son concursados  

SEGUNDO.-   Que en fecha  se presentó escrito por la administración concursal solicitando el archivo del procedimiento, aportando rendición de cuentas y solicitando la exoneración del pasivo insatisfecho.

TERCERO.-   Que dado traslado a las partes personadas,  por   se presentó escrito por el que se opone a la exoneración por falta de requisitos.

CUARTO.-   Que incoado el oportuno incidente concursal se dio traslado a las partes, que presentaron escritos de oposición. Y no solicitada la celebración de vista, quedaron los autos pendientes de dictar la resolución oportuna.

                                    RAZONAMIENTO JURIDICOS

PRIMERO.- Sobre el trámite de oposición a la solicitud de aplicación del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho el artículo 178 bis de la Ley Concursal establece que no podrá dictarse auto de conclusión del concurso hasta que gane firmeza la resolución que recaiga en incidente concediendo o denegando el beneficio.

En base a lo anterior en la presente resolución, que entendemos es susceptible de recurso de apelación, se resolverá únicamente sobre la concesión o denegación del beneficio. Y una vez firme el presente se resolverá en resolución distinta sobre la conclusión del concurso.   

Aclarado lo anterior, frente a la solicitud de exoneración,  se opone a la concesión por considerar que   

Vista la controversia existente en el siguiente fundamento analizaremos la concurrencia de los requisitos del artículo 178 bis LC en el presente caso.

SEGUNDO.-  El artículo 178 bis Ley Concursal regula el llamado beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho en los siguientes términos:
“1. El deudor persona natural podrá obtener el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho en los términos establecidos en este artículo, una vez concluido el concurso por liquidación o por insuficiencia de la masa activa.

2. El deudor deberá presentar su solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho ante el juez del concurso dentro del plazo de audiencia que se le haya conferido de conformidad con lo establecido en el art. 152.3.

3. Solo se admitirá la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho a los deudores de buena fe. Se entenderá que concurre buena fe en el deudor siempre que se cumplan los siguientes requisitos:

1º Que el concurso no haya sido declarado culpable. No obstante, si el concurso hubiera sido declarado culpable por aplicación del art. 165.1.1º el juez podrá no obstante conceder el beneficio atendidas las circunstancias y siempre que no se apreciare dolo o culpa grave del deudor.

2º Que el deudor no haya sido condenado en sentencia firme por delitos contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores en los 10 años anteriores a la declaración de concurso. Si existiera un proceso penal pendiente, el juez del concurso deberá suspender su decisión respecto a la exoneración del pasivo hasta que exista sentencia penal firme.

3º Que, reuniendo los requisitos establecidos en el art. 231, haya celebrado o, al menos, intentado celebrar un acuerdo extrajudicial de pagos.

4º Que haya satisfecho en su integridad los créditos contra la masa y los créditos concursales privilegiados y, si no hubiera intentado un acuerdo extrajudicial de pagos previo, al menos, el 25 por ciento del importe de los créditos concursales ordinarios.

5º Que, alternativamente al número anterior:

i) Acepte someterse al plan de pagos previsto en el apartado 6.

ii) No haya incumplido las obligaciones de colaboración establecidas en el art. 42.

iii) No haya obtenido este beneficio dentro de los diez últimos años.

iv) No haya rechazado dentro de los cuatro años anteriores a la declaración de concurso una oferta de empleo adecuada a su capacidad.

v) Acepte de forma expresa, en la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho, que la obtención de este beneficio se hará constar en la sección especial del Registro Público Concursal por un plazo de cinco años. Únicamente tendrán acceso a esta sección las personas que tengan interés legítimo en averiguar la situación del deudor, entendiéndose en todo caso que tienen interés quienes realicen una oferta en firme al deudor ya sea de crédito o de cualquier otra entrega de bienes o prestación de servicios, que tenga que ser remunerada o devuelta por éste y que esté condicionada a su solvencia, así como las Administraciones Públicas y órganos jurisdiccionales habilitados legalmente para recabar la información necesaria para el ejercicio de sus funciones. La apreciación de dicho interés se realizará por quién esté a cargo del Registro Público Concursal.

4. De la solicitud del deudor se dará traslado por el Secretario Judicial a la Administración concursal y a los acreedores personados por un plazo de cinco días para que aleguen cuanto estimen oportuno en relación a la concesión del beneficio.

Si la Administración concursal y los acreedores personados muestran su conformidad a la petición del deudor o no se oponen a la misma, el juez del concurso concederá, con carácter provisional, el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho en la resolución, declarando la conclusión del concurso por fin de la fase de liquidación.

La oposición solo podrá fundarse en la inobservancia de alguno o algunos de los requisitos del apartado 3 y se le dará el trámite del incidente concursal. No podrá dictarse auto de conclusión del concurso hasta que gane firmeza la resolución que recaiga en el incidente reconociendo o denegando el beneficio.

5. El beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho concedido a los deudores previstos en el número 5º del apartado 3 se extenderá a la parte insatisfecha de los siguientes créditos:

1º Los créditos ordinarios y subordinados pendientes a la fecha de conclusión del concurso, aunque no hubieran sido comunicados, y exceptuando los créditos de derecho público y por alimentos.

2º Respecto a los créditos enumerados en el art. 90.1, la parte de los mismos que no haya podido satisfacerse con la ejecución de la garantía quedará exonerada salvo que quedara incluida, según su naturaleza, en alguna categoría distinta a la de crédito ordinario o subordinado.

Los acreedores cuyos créditos se extingan no podrán iniciar ningún tipo de acción dirigida frente al deudor para el cobro de los mismos.

Quedan a salvo los derechos de los acreedores frente a los obligados solidariamente con el concursado y frente a sus fiadores o avalistas, quienes no podrán invocar el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho obtenido por el concursado ni subrogarse por el pago posterior a la liquidación en los derechos que el acreedor tuviese contra aquél, salvo que se revocase la exoneración concedida.

Si el concursado tuviere un régimen económico matrimonial de gananciales u otro de comunidad y no se hubiere procedido a la liquidación de dicho régimen, el beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho se extenderá al cónyuge del concursado, aunque no hubiera sido declarado su propio concurso, respecto de las deudas anteriores a la declaración de concurso de las que debiera responder el patrimonio común.

6. Las deudas que no queden exoneradas conforme a lo dispuesto en el apartado anterior, deberán ser satisfechas por el concursado dentro de los cinco años siguientes a la conclusión del concurso, salvo que tuvieran un vencimiento posterior. Durante los cinco años siguientes a la conclusión del concurso las deudas pendientes no podrán devengar interés.

A tal efecto, el deudor deberá presentar una propuesta de plan de pagos que, oídas las partes por plazo de 10 días, será aprobado por el juez en los términos en que hubiera sido presentado o con las modificaciones que estime oportunas.

Respecto a los créditos de derecho público, la tramitación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento se regirá por lo dispuesto en su normativa específica.

7. Cualquier acreedor concursal estará legitimado para solicitar del juez del concurso la revocación del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho cuando durante los cinco años siguientes a su concesión se constatase la existencia de ingresos, bienes o derechos del deudor ocultados. Se exceptúan de esta previsión los bienes inembargables conforme a lo dispuesto en los arts. 605 y 606 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

También podrá solicitarse la revocación si durante el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos:

a) Incurriese en alguna de las circunstancias que conforme a lo establecido en el apartado 3 hubiera impedido la concesión del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho.

b) En su caso, incumpliese la obligación de pago de las deudas no exoneradas conforme a lo dispuesto en el plan de pagos, o.

c) Mejorase sustancialmente la situación económica del deudor por causa de herencia, legado o donación; o juego de suerte, envite o azar, de manera que pudiera pagar todas las deudas pendientes sin detrimento de sus obligaciones de alimentos.

La solicitud se tramitará conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil para el juicio verbal. En caso de que el juez acuerde la revocación del beneficio, los acreedores recuperan la plenitud de sus acciones frente al deudor para hacer efectivos los créditos no satisfechos a la conclusión del concurso.

8. Transcurrido el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos sin que se haya revocado el beneficio, el juez del concurso, a petición del deudor concursado, dictará auto reconociendo con carácter definitivo la exoneración del pasivo insatisfecho en el concurso.

También podrá, atendiendo a las circunstancias del caso y previa audiencia de los acreedores, declarar la exoneración definitiva del pasivo insatisfecho del deudor que no hubiese cumplido en su integridad el plan de pagos pero hubiese destinado a su cumplimiento, al menos, la mitad de los ingresos percibidos durante el plazo de cinco años desde la concesión provisional del beneficio que no tuviesen la consideración de inembargables o la cuarta parte de dichos ingresos cuando concurriesen en el deudor las circunstancias previstas en el art. 3.1, letras a) y b), del Real Decreto-ley 6/2012, de 9 de marzo, de medidas urgentes de protección de deudores hipotecarios sin recursos, respecto a los ingresos de la unidad familiar y circunstancias familiares de especial vulnerabilidad.

A los efectos de este artículo, se entiende por ingresos inembargables los previstos en el art. 1 del Real Decreto-ley 8/2011, de 1 de julio, de medidas de apoyo a los deudores hipotecarios, de control del gasto público y cancelación de deudas con empresas y autónomos contraídas por las entidades locales, de fomento de la actividad empresarial e impulso de la rehabilitación y de simplificación administrativa.

Contra dicha resolución, que se publicará en el Registro Público Concursal, no cabrá recurso alguno. No obstante, la exoneración definitiva podrá revocarse cuando concurra la causa prevista en el párrafo primero del apartado anterior”.

En el presente caso solicitada la exoneración del pasivo insatisfecho, se constata que;

1. El deudor es persona natural y se ha solicitado la conclusión del  concurso por liquidación.

2. La solicitud se ha presentado ante el juez del concurso dentro del plazo de audiencia que se le haya conferido de conformidad con lo establecido en el art. 152.3.

3.  El concurso no ha sido declarado culpable.  

4. El deudor no ha sido condenado en sentencia firme por delitos contra el patrimonio, contra el orden socioeconómico, de falsedad documental, contra la Hacienda Pública y la Seguridad Social o contra los derechos de los trabajadores en los 10 años anteriores a la declaración de concurso.  

5.  Dada la fecha de solicitud de concurso no ha sido posible solicitar acuerdo extrajudicial de pagos.

6. Se han satisfecho en su integridad los créditos contra la masa y los créditos concursales privilegiados. Se ha atendido en un porcentaje muy escaso, nunca superior al 25%, de los créditos ordinarios.

7. El deudor acepta someterse al plan de pagos, no ha incumplido las obligaciones de colaboración establecidas en el art. 42,  no ha obtenido este beneficio dentro de los diez últimos años, no haya rechazado dentro de los cuatro años anteriores a la declaración de concurso una oferta de empleo adecuada a su capacidad y acepta de forma expresa, en la solicitud de exoneración del pasivo insatisfecho, que la obtención de este beneficio se hará constar en la sección especial del Registro Público Concursal por un plazo de cinco años.  

8. De la solicitud del deudor se ha dado traslado por el Secretario Judicial a la Administración concursal y a los acreedores personados por un plazo de cinco días para que aleguen cuanto estimen oportuno en relación a la concesión del beneficio, habiéndose presentado oposición únicamente por BBVA que alega la insuficiencia del plan de pagos presentado.

Visto lo anterior, concurren de los requisitos legalmente exigidos para acceder al beneficio de la exoneración provisional del pasivo insatisfecho que por disposición legal se extenderá a la parte insatisfecha de los siguientes créditos:

1º Los créditos ordinarios y subordinados pendientes a la fecha de conclusión del concurso, aunque no hubieran sido comunicados, y exceptuando los créditos de derecho público y por alimentos.

2º Respecto a los créditos enumerados en el art. 90.1, la parte de los mismos que no haya podido satisfacerse con la ejecución de la garantía quedará exonerada salvo que quedara incluida, según su naturaleza, en alguna categoría distinta a la de crédito ordinario o subordinado.

Los acreedores cuyos créditos se extingan no podrán iniciar ningún tipo de acción dirigida frente al deudor para el cobro de los mismos.

Quedan a salvo los derechos de los acreedores frente a los obligados solidariamente con el concursado y frente a sus fiadores o avalistas, quienes no podrán invocar el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho obtenido por el concursado ni subrogarse por el pago posterior a la liquidación en los derechos que el acreedor tuviese contra aquél, salvo que se revocase la exoneración concedida.

Es por todo ello que las deudas de  y de otros titulares de créditos ordinarios, salvo los de derecho público que se indicarán más adelante, quedan exoneradas provisionalmente con el dictado de la presente resolución en una lógica interpretación conjunta del apartado 3.5º, que se refiere al plan de pagos del apartado 6, del propio apartado 6, que se refiere al plan de pagos que no incluye las deudas exoneradas según el apartado 5, y del propio apartado 5 que acuerda la exoneración de los créditos ordinarios y subordinados pendientes a la fecha de conclusión del concurso, aunque no hubieran sido comunicados, y exceptuando los créditos de derecho público y por alimentos.

 Las deudas que no quedan exoneradas, es decir, los créditos de derecho público ordinarios y subordinados que mantienen  , según informe de la administración concursal no impugnado, deberán ser satisfechas por el concursado dentro de los cinco años siguientes a la conclusión del concurso, salvo que tuvieran un vencimiento posterior.  Al tratarse de créditos de derecho público, la tramitación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento no corresponde acordarlas a este juzgado y deberán solicitarse y concederse por dicha entidad Publica conforme a su normativa específica.  

En base a todo lo anterior, debe concederse la exoneración solicitada en los términos que se dirán en la parte dispositiva de la presente resolución.

                                   PARTE DISPOSITIVA
Desestimando la demanda de oposición, procede acceder al beneficio de la exoneración provisional del pasivo insatisfecho que se extenderá a la parte insatisfecha de los siguientes créditos:

1º Los créditos ordinarios y subordinados pendientes a la fecha de conclusión del concurso, aunque no hubieran sido comunicados, y exceptuando los créditos de derecho público y por alimentos. 

En concreto se exoneran los siguientes;

2º Respecto a los créditos enumerados en el art. 90.1, la parte de los mismos que no haya podido satisfacerse con la ejecución de la garantía quedará exonerada salvo que quedara incluida, según su naturaleza, en alguna categoría distinta a la de crédito ordinario o subordinado.

Los acreedores cuyos créditos se extingan no podrán iniciar ningún tipo de acción dirigida frente al deudor para el cobro de los mismos.

Quedan a salvo los derechos de los acreedores frente a los obligados solidariamente con el concursado y frente a sus fiadores o avalistas, quienes no podrán invocar el beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho obtenido por el concursado ni subrogarse por el pago posterior a la liquidación en los derechos que el acreedor tuviese contra aquél, salvo que se revocase la exoneración concedida. 

 Las deudas que no quedan exoneradas, deberán ser satisfechas por el concursado dentro de los cinco años siguientes a la conclusión del concurso, salvo que tuvieran un vencimiento posterior.  Al tratarse de créditos de derecho público, la tramitación de las solicitudes de aplazamiento o fraccionamiento no corresponde acordarlas a este juzgado y deberán solicitarse y concederse por dicha entidad Publica conforme a su normativa específica.

Cualquier acreedor concursal estará legitimado para solicitar del juez del concurso la revocación del beneficio de exoneración del pasivo insatisfecho cuando durante los cinco años siguientes a su concesión se constatase la existencia de ingresos, bienes o derechos del deudor ocultados. Se exceptúan de esta previsión los bienes inembargables conforme a lo dispuesto en los arts. 605 y 606 de la Ley 1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil.

También podrá solicitarse la revocación si durante el plazo fijado para el cumplimiento del plan de pagos:

a) Incurriese en alguna de las circunstancias que conforme a lo establecido en el apartado 3 hubiera impedido la concesión del beneficio de la exoneración del pasivo insatisfecho.

b) En su caso, incumpliese la obligación de pago de las deudas no exoneradas conforme a lo dispuesto en el plan de pagos, o.

c) Mejorase sustancialmente la situación económica del deudor por causa de herencia, legado o donación; o juego de suerte, envite o azar, de manera que pudiera pagar todas las deudas pendientes sin detrimento de sus obligaciones de alimentos.

La solicitud se tramitará conforme a lo establecido en la Ley de Enjuiciamiento Civil para el juicio verbal. En caso de que el juez acuerde la revocación del beneficio, los acreedores recuperan la plenitud de sus acciones frente al deudor para hacer efectivos los créditos no satisfechos a la conclusión del concurso. 

UNA VEZ FIRME LA PRESENTE RESOLUCIÓN COMUNIQUESE LA MISMA AL REGISTRO PÚBLICO CONCURSAL Y QUEDEN LOS AUTOS PENDIENTES DE RESOLVER SOBRE LA SOLICITUD DE CONCLUSIÓN DEL CONCURSO.
Notifíquese la presente resolución a las partes.

Contra la presente resolución cabe recurso de apelación ante la Audiencia Provincial que, en su caso, deberá ser interpuesto ante este Juzgado, en el plazo de veinte días siguientes a su notificación.

Se le hace saber a las partes que para entablar el mencionado recurso deberán consignar el importe que, al efecto, señala la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha consignación deberá efectuarse en la cuenta de este Juzgado, mediante ingreso en la cuenta expediente correspondiente al órgano y procedimiento judicial en que se ha dictado, debiéndose especificar en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso”, seguido del código y tipo de recurso de que se trate ( 00- Reposición; 01- Revisión de resoluciones Secretario Judicial, 02- Apelación y 03- Queja); caso contrario no se admitirá a trámite el recurso.

Lo acuerda y firma , Magistrado/a Juez del Juzgado de lo Mercantil nº de Murcia, doy fe.

ANEXO 15. AUTO FIJANDO HONORARIOS PROVISIONALES DEL ADMINISTRADOR CONCURSAL
A U T O  
En , a .

 ANTECEDENTES DE HECHO
ÚNICO.- En los autos de referencia se presentó en el  Juzgado, por la administración concursal, escritos de fecha  en el que se solicitaba se dictara auto fijando su retribución  para la fase común del concurso.

FUNDAMENTOS DE DERECHO
 PRIMERO.- Con arreglo al art 34 LC los administradores concursales tendrán derecho a retribución con cargo a la masa.
SEGUNDO.-El art. 4 del Real Decreto 1860/2004, de 6 de septiembre, por el que se establece el arancel de derechos de los administradores concursales, establece que: «1. Si el concursado tuviera intervenido el ejercicio de las facultades de administración y de disposición sobre la masa activa, la retribución de cada uno de los administradores concursales en la fase común será la suma que resulte de aplicar al valor de la masa activa y al valor de la masa pasiva los porcentajes correspondientes establecidos en el anexo de este real decreto. 2. Si el concursado tuviera suspendido el ejercicio de las facultades de administración y de disposición sobre la masa activa, el juez, a su prudente arbitrio, podrá incrementar hasta un 50 por ciento la cantidad que resulte por aplicación de lo establecido en el apartado anterior. 3. La retribución que corresponda a los administradores concursales profesionales en la fase común no experimentará modificación alguna por la prórroga del plazo para la presentación del informe de la administración judicial o por la impugnación del inventario y de la lista de acreedores. 4. El valor de la masa activa será el que resulte del inventario definitivo, y el valor de la masa pasiva, el que resulte de la lista de acreedores definitiva. Hasta que el inventario y la lista tengan carácter definitivo, el juez aplicará el arancel considerando como valor de la masa activa el de los bienes y derechos que figuren en el inventario presentado por el deudor, y como valor de la masa pasiva, el que resulte de la relación de acreedores presentado por el deudor. Una vez establecido el importe definitivo de la masa activa y de la masa pasiva, el juez, en la misma resolución por la que ponga fin a la fase común o en otra de la misma fecha, determinará si, por aplicación del arancel, los administradores concursales deben percibir una cantidad superior a la inicialmente aprobada para la fase común o si deben reintegrar o compensar el exceso de lo percibido. 5. En el caso de que el juez hubiera ordenado la tramitación abreviada del concurso, la cantidad que resulte por aplicación de lo establecido en este artículo se incrementará entre un cinco por ciento y un 25 por ciento si la administración concursal estuviera integrada por un único miembro.»

 Visto lo anterior, y teniendo en cuenta que se ha acordado la  intervención de las facultades de administración y disposición de los deudores y aplicando a las magnitudes del activo y el pasivo mayor reflejados en el informe provisional las escalas previstas en el anexo del arancel de derechos, atendiendo que la tramitación seguida es abreviada, y por tanto que ha sido nombrado único administrador concursal , obtenemos los importes que se establecen en la parte dispositiva de esta resolución, que son inferiores  a lo reclamado por la administración concursal al ser de aplicación únicamente el incremento del 5% por la condición de administrador único en atención a la cuantía de la masa activa y pasiva, los cuales procede aprobar inicialmente como retribución para el administrador concursal designado.
TERCERO.-En cuanto a los plazos en que debe ser satisfecha la retribución que se fija inicialmente, no se advierte circunstancia alguna que aconseje fijar otros que los previstos, con carácter general, en el artículo 8 del Real Decreto, antes citado, en los términos que se establecen en la parte dispositiva de la presente resolución.





PARTE DISPOSITIVA
Que debo fijar la retribución provisional del administrador concursal para la fase común del concurso de  en la suma de  euros.  

La cantidad será a cargo de la masa del concurso y pagadera el 50%, dentro de los cinco días siguientes al de la firmeza de este  auto  y el 50 %restante, dentro de los cinco días siguientes al de la firmeza de la resolución que ponga fin a la fase común.

MODO DE IMPUGNACIÓN: recurso de apelación ante la Audiencia Provincial que deberá interponerse en este Juzgado en el plazo de veinte días contados desde el día siguiente a la notificación de esta resolución, debiendo exponer las alegaciones en que se base la impugnación, además de citar la resolución apelada y los pronunciamientos que impugna (art. 458 LECn), debiendo la parte depositar  la cantidad de CINCUENTA EUROS (50 ‰En dicho resguardo acreditativo deberá hacer constar en el campo “concepto” la clase de recurso y código del mismo (00-reposición, 01-revisión, 02 apelación, 03-queja, 04 extraordinario por infracción procesal, 05-revisión y 06-casación) y en el campo “observaciones” la fecha de la resolución recurrida en formato dd/mm/aaaa.


Hágase saber a las partes que no se admitirá a trámite ningún recurso cuyo depósito no esté constituido.


Así se acuerda en aplicación de lo dispuesto en adicional decimoquinta de la Ley Orgánica 1/09 de 3 de noviembre complementaria de la Ley de reforma de la legislación procesal para la implantación de la nueva oficina judicial, por la que se modifica la L.O. 6/85. de 1 de julio, del Poder Judicial.

Así lo acuerda, manda y firma , Magistrado/a-Juez del Juzgado de lo Mercantil nº  de Murcia.- 

EL/LA MAGISTRADO-JUEZ                   EL/LA SECRETARIO 
ANEXO 16. AUTO FIJANDO HONORARIOS DEFINITIVOS DEL ADMINISTRADOR CONCURSAL

AUTO
En Murcia, a  MISMA FECHA QUE LA DEL AUTO QUE PONE FIN A LA FASE COMUN o FECHA ACTUAL

ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO.-   Por la Administración Concursal se han presentado los textos definitivos del inventario y lista de acreedores 

FUNDAMENTOS JURIDICOS

PRIMERO: De conformidad con el art. 4.4 del Real Decreto 1860/04, de 6 de septiembre, fijado el importe definitivo de la masa activa y pasiva, el juez, en la misma resolución que ponga fin a la fase común o en otra de la misma fecha, determinará si, por aplicación de arancel, los administradores concursales deben percibir una cantidad superior a la inicialmente expresada para la fase común o si deben reintegrar o compensar el exceso de lo percibido.

SEGUNDO: En cuanto a la fase común y con arreglo al art 4 y concordantes del RD debemos tener presente para su fijación las siguientes consideraciones:  


i)  al tener el concursado INTERVENIDO el ejercicio de las facultades de administración y de disposición sobre la masa activa, la retribución de cada uno de los administradores concursales viene constituida por la suma que resulta de aplicar al valor de la masa activa (  euros)  y al valor de la masa pasiva (euros9 los porcentajes correspondientes establecidos en el anexo de este Real Decreto.


La aplicación de los citados porcentajes arroja la cifra de  euros 


ii) al tratarse de un procedimiento abreviado y la administración concursal estar integrada por un único miembro, la cantidad anterior se incrementa en un  % en atención a la cuantía de la mas activa y pasiva, lo que supone  euros.

TERCERO.-  La retribución de los administradores concursales correspondiente a la fase común debe abonarse: a) El 50 por 100 de la retribución, dentro de los cinco días siguientes al de la firmeza del auto que la fija inicialmente y b) El 50 por 100 restante,  dentro de los cinco días siguientes al de la firmeza de la resolución que ponga fin a la fase común.

CUARTO. Dado que la retribución definitiva es distinta a la inicialmente fijada  procede tener en cuenta tal circunstancia a la hora de percibir la cantidad pendiente, con el aumento o compensación correspondiente.

QUINTO.- La retribución de los administradores durante cada uno de los seis primeros meses de duración de la fase de liquidación será equivalente al 10 por cien de la suma fijada de forma definitiva en la fase común, y durante los meses sucesivos a partir del séptimo mes, el 5 por cien de esa suma. 

SEXTO.- La retribución de los administradores concursales durante cada uno de los meses de duración de la fase de convenio será equivalente al 10 por 100 de la retribución aprobada para la fase común.
En caso de archivarse la fase de convenio y  aperturarse la de liquidación, la retribución durante cada uno de los seis primeros meses de duración de la fase de liquidación será equivalente al 10% de la suma fijada de forma definitiva en la fase común, y durante los meses sucesivos a partir del séptimo mes, el 5 % de esa suma 

PARTE DISPOSITIVA

1. Que debo fijar la retribución definitiva en fase común a favor del Administrador concursal en la suma de     euros.

2. Que debo fijar la retribución mensual del administrador en fase de convenio en el 10% de este importe

En caso de archivarse la fase de convenio y  aperturarse la de liquidación, la retribución mensual del administrador durante cada uno de los seis primeros meses de duración de la fase de liquidación será equivalente al 10% de la suma fijada en el apartado 1º y la mitad de esa cantidad a partir del séptimo mes.

3. Que debo fijar la retribución mensual del administrador en fase de liquidación en el 10% de este importe en los 6 primeros meses y la mitad de esa cantidad a partir del séptimo mes. 

4.-El administrador deberá percibir dentro de los CINCO DIAS siguientes a la firmeza del auto que pone fin a la fase común, la parte pendiente de cobro correspondiente a la fase común, con el ajuste previsto en el fundamento quinto.

 5.- Las cantidades serán a cuenta de la masa.

 Notifíquese la presente resolución a las partes.

Contra el presente auto cabe recurso de apelación ante la Audiencia Provincial que, en su caso, deberá ser interpuesto ante este Juzgado, en el plazo de veinte días siguientes a su notificación.

Se le hace saber a las partes que para entablar el mencionado recurso deberán consignar el importe que, al efecto, señala la Disposición Adicional Decimoquinta de la Ley Orgánica del Poder Judicial. Dicha consignación deberá efectuarse en la cuenta de este Juzgado, mediante ingreso en la cuenta expediente correspondiente al órgano y procedimiento judicial en que se ha dictado, debiéndose especificar en el campo concepto del documento Resguardo de ingreso que se trata de un “Recurso”, seguido del código y tipo de recurso de que se trate (00- Reposición; 01- Revisión de resoluciones Secretario Judicial, 02- Apelación y 03- Queja); caso contrario no se admitirá a trámite el recurso. 

Lo acuerda y firma , Magistrado/a Juez del Juzgado de lo Mercantil nº  de Murcia, doy fe.

ANEXO 17. SENTENCIA EN INCIDENTE CONCURSAL

SENTENCIA

En , a 

Vistos por D. Magistrado/a- Juez del Juzgado de lo Mercantil nº de Murcia, los presentes autos de incidente concursal n  derivado de procedimiento concursal nº , promovidos por , representada por el Procurador ,  contra la administración concursal, y atendiendo a los siguientes:

                                          ANTECEDENTES DE HECHO

PRIMERO-  Que por la representación de la parte actora se interpuso demanda incidental en la que, tras exponer los hechos y fundamentos de derecho que estimaba de aplicación, terminaba solicitando que se dictara sentencia por la que se modificara el anexo del informe de la administración concursal en los términos que figuran en el suplico de su demanda.

SEGUNDO- Que admitida a trámite la demanda, se dispuso el emplazamiento de los demandados para que el término legal comparecieran en autos y contestaran a la demanda,  habiendo contestado en forma a la demanda  la administración concursal.  No solicitada por las partes personadas vista, quedaron los autos pendientes de dictar sentencia. 

TERCERO- Que en la tramitación el presente procedimiento se han cumplido las prescripciones legales.

                              FUNDAMENTOS DE DERECHO

PRIMERO-  La parte actora impugna el informe de la administración concursal  por considerar que han sido indebidamente  incluidos en la lista de acreedores……

La administración concursal se opone a la demanda por considerar que……

Vistas las alegaciones de las partes, la demanda debe ser estimada ya que  

En base a todo lo anterior, la demanda debe ser íntegramente estimada.

SEGUNDO-   En cuanto a las costas, y en aplicación del artículo 196.2 Ley Concursal en relación con el 394 de la Ley de Enjuiciamiento Civil,  cada parte abonará las causadas a su instancia y las comunes por mitad, en la medida en que el asunto presentaba dudas de hecho.

Vistos los artículos citados y demás de general y pertinente aplicación
                                                 FALLO

Que estimando la demanda interpuesta por   ,  contra la administración concursal, debo modificar el anexo al informe de la administración concursal en el sentido de excluir de la lista de acreedores  
Cada parte abonará las costas causadas a su instancia y las comunes por mitad.  

Notifíquese la presente resolución a las partes, haciéndoles saber que contra la misma no cabe recurso alguno, sin perjuicio de reproducir la cuestión en la apelación más próxima siempre que hayan formulado la oportuna protesta en el plazo de cinco días. 

Así por esta mi sentencia, de la que se expedirá testimonio para su unión a los autos lo pronuncio, mando y firmo 

PUBLICACIÓN-Dada, leída y publicada fue la anterior sentencia por el mismo Juez que la dictó, estando celebrando audiencia pública en el mismo día de la fecha, de lo que yo, la secretaria, doy fe.
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